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I. Dictamen de mayoría.
II. Dictamen de minoría.

I
Dictamen de mayoría

Honorable Congreso:

La Comisión Bicameral Permanente de Trámite
Legislativo –ley 26.122– prevista en los artículos 99,
inciso 3, y 100, incisos 12 y 13, de la Constitución
Nacional ha considerado el expediente referido a los
decretos del Poder Ejecutivo nacional (modificación
de la Ley de Ministerios, texto ordenado por el de-
creto 438/92) 185 de fecha 24 de enero de 2002, me-
diante el cual se incluye en la Ley de Ministerios al
Ministerio de la Producción; 355 de fecha 21 de fe-
brero de 2002, mediante el cual se modifican las com-
petencias de la Jefatura de Gabinete de Ministros y
de los demás ministerios; 473 de fecha 8 de marzo
de 2002, mediante el cual se modifica la Ley de Mi-
nisterios, con relación a los ministerios de Econo-
mía e Infraestructura y de la Producción; 1.210 de

fecha 10 de julio de 2002, mediante el cual se susti-
tuye el artículo 22 del título V de la Ley de Ministe-
rios y sus modificatorias, a fin de sustituir la deno-
minación del Ministerio de Justicia y Derechos
Humanos por la de Ministerio de Justicia, Seguri-
dad y Derechos Humanos; 37 de fecha 7 de enero
de 2003, mediante el cual se modifica la Ley de Mi-
nisterios en la parte correspondiente a los ministe-
rios de la Producción y de Salud, con relación a la
fiscalización sanitaria de alimentos; 1.283 de fecha
24 de mayo de 2003, mediante el cual se modifica el
texto ordenado de la Ley de Ministerios aprobado
por el decreto 355/02 sustituyendo la denominación
del Ministerio de Economía por Ministerio de Eco-
nomía y Producción y del Ministerio de la Produc-
ción por Ministerio de Planificación Federal, Inver-
sión Pública y Servicios. Asimismo, establece las
competencias de los mencionados ministerios; 141
de fecha 4 de junio de 2003, mediante el cual se sus-
tituyen los artículos 9º (secretarías dependientes de
la Presidencia de la Nación), 16 (competencias de la
Jefatura de Gabinete de Ministros), 23 bis (compe-
tencias del Ministerio de Desarrollo Social) y 23 ter
(competencias del Ministerio de Salud) de la Ley
de Ministerios (texto ordenado por decreto 438/92,
sus modificatorios –1.283/03– y complementarios);
684 de fecha 1º de septiembre de 2003, mediante el
cual se sustituyen los artículos 9º y 16 de la Ley de
Ministerios (texto ordenado por decreto 438/1992),
a fin de transferir las competencias relativas a la pro-
moción y desarrollo en el país de la actividad de-
portiva en todas sus formas de la Secretaría de Tu-
rismo y Deporte de la Presidencia de la Nación al
ámbito de la Jefatura de Gabinete de Ministros; 923
de fecha 21 de julio de 2004, mediante el cual se sus-
tituye la denominación del Ministerio de Salud por
la de Ministerio de Salud y Ambiente; 1.066 de fe-
cha 20 de agosto de 2004, mediante el cual se modi-
fica la Ley de Ministerios (texto ordenado por de-
creto 438/92) a fin de transferir al Ministerio del
Interior los cometidos concernientes a la seguridad
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interior del ámbito del Ministerio de Justicia, Segu-
ridad y Derechos Humanos, reorganizando las com-
petencias de dichas áreas, y 267 de fecha 4 de abril
de 2005, mediante el cual se sustituye el artículo 18
de la Ley de Ministerios, en cuanto a las compe-
tencias del Ministerio de Relaciones Exteriores, Co-
mercio Internacional y Culto, con el fin de asignarle
las competencias relativas a la administración del
dominio de nivel superior Argentina (.AR) y sus ser-
vicios de registro.

En virtud de los fundamentos que se exponen en
el informe adjunto, y por los que oportunamente
ampliará el miembro informante, se aconseja la apro-
bación del siguiente

Proyecto de resolución

El Senado y la Cámara de Diputados de la Nación
RESUELVEN:

Artículo 1º – Declarar la validez de los decretos
185 de fecha 24 de enero de 2002; 355 de fecha 21
de febrero de 2002; 473 de fecha 8 de marzo de 2002;
1.210 de fecha 10 de julio de 2002; 37 de fecha 7 de
enero de 2003; 1.283 de fecha 24 de mayo de 2003;
141 de fecha 4 de junio de 2003; 684 de fecha 12 de
septiembre de 2003; 923 de fecha 21 de julio de 2004;
1.066 de fecha 20 de agosto de 2004, y 267 de fecha
4 de abril de 2005.

Art. 2º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

De acuerdo con las disposiciones pertinentes,
este dictamen pasa directamente al orden del día.

Sala de la comisión, 28 de marzo de 2007.

Jorge M. Capitanich. – Diana B. Conti. –
Luis F. J. Cigogna. – Gustavo E. Ferri.
– Jorge A. Landau. – Agustín O. Rossi.
– Patricia Vaca Narvaja. – Nicolás
Fernández. – María L. Leguizamón. –
María C. Perceval.

INFORME

Honorable Congreso:

I. Antecedentes

La Constitución Nacional, antes de la reforma
en 1994, establecía en forma clara y terminante
la doctrina de la separación de las funciones del
gobierno, precisando uno de los contenidos bá-
sicos asignados a la forma republicana prevista
en su artículo 1º.

La clásica doctrina de la división de los poderes,
concebida por el movimiento constitucionalista
como una de las técnicas más eficaces para la de-
fensa de las libertades frente a los abusos gesta-
dos por la concentración del poder que fue com-
plementada con la teoría de los controles formulada

por Karl Loewenstein, revestía jerarquía constitu-
cional y era uno de los pilares elementales sobre
los cuales se estructuraba la organización guberna-
mental de la Nación.

Gregorio Badeni1 señala que: “…Las funciones
del órgano ejecutivo han aumentado en los siste-
mas democrático-constitucionales como consecuen-
cia de la ampliación de la actividad estatal. Y, si bien
esa tendencia se refleja en todos los órganos gu-
bernamentales, su proyección resulta mucho más
significativa en el Poder Ejecutivo debido a que su
función no se limita a la simple ejecución de las le-
yes, sino que se extiende, en forma global, a la ges-
tión y administración de los asuntos públicos, y a
la determinación del plan de gobierno...”.

En este orden de ideas, el citado constitucio-
nalista destaca que: “…La expansión de las funcio-
nes ejecutivas no configura, necesariamente, una
corruptela constitucional por cuanto ella puede ser
convalidada mediante una interpretación dinámica
y razonable de la Ley Fundamental…”.2

“En el ámbito de la vida social, política o econó-
mica de una nación –agrega Badeni– pueden pre-
sentarse situaciones graves de emergencia genera-
doras de un estado de necesidad cuya solución
impone que se adopten medidas urgentes para neu-
tralizar sus efectos perjudiciales o reducirlos a su
mínima expresión posible. Cuando esas medidas,
constitucionalmente, deben revestir carácter legis-
lativo, las demoras que a veces se producen en el
trámite parlamentario pueden privarlas de eficacia
temporal, y ello justificaría su sanción inmediata por
el órgano ejecutivo, ya sea en forma directa o como
consecuencia de una delegación congresual...”.3

La reforma constitucional de 1994 dejó atrás la dis-
cusión doctrinaria y jurisprudencial que en el mar-
co del paradigma instaurado por los Constituyen-
tes de 1853/60 se planteaba.4

A partir de la reforma, la facultad que la Consti-
tución Nacional le atribuye excepcionalmente al Po-
der Ejecutivo, más allá de las posturas doctrinarias,
ha adquirido “carta de ciudadanía constitucional,
por lo que ya no tiene sentido discutir si la proce-
dencia de esta clase de reglamentos se apoya en el
ensanche, o bien en la superación de las fuentes
constitucionales. En tal sentido, su validez consti-

1 Badeni, Gregorio, Reglamentación de la comisión
bicameral permanente, “La Ley”, 2006-D, 1229.

2 Badeni, Gregorio, obra citada.
3 Badeni, Gregorio, obra citada.
4 Joaquín V. González se pronunciaba a favor de la cons-

titucionalidad de los decretos de necesidad y urgencia siem-
pre que ellos sean sometidos a consideración del Honorable
Congreso de la Nación. Manual de la Constitución argenti-
na, 1890. En una postura distinta se ubica Linares Quinta-
na, siguiendo el criterio ortodoxo de que lo que no está pre-
visto en la ley no se puede hacer.
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tucional encuentra apoyo expreso en el artículo 99,
inciso 3, de la Constitución reformada”.5

En procura de una regulación del poder atribui-
do al presidente de la Nación se establecieron me-
canismos tendientes a resolver el uso y la instru-
mentación de tres decretos cuyas características han
sido tipificadas en nuestra Constitución Nacional:
a) los decretos de necesidad y urgencia; b) los dic-
tados en virtud de delegación legislativa, y c) los
de promulgación parcial de las leyes.

Estos decretos han sido consagrados expresa-
mente en los artículos 99, inciso 3; 76, 80 y 100, in-
cisos 12 y 13, de la Constitución Nacional.

El artículo 99, en su parte pertinente, establece:
“Capítulo tercero: Atribuciones del Poder Ejecu-

tivo. Artículo 99: El presidente de la Nación tiene
las siguientes atribuciones: […]

”3. Participa de la formación de las leyes con arre-
glo a la Constitución, las promulga y hace publicar.
El Poder Ejecutivo no podrá en ningún caso, bajo
pena de nulidad absoluta e insanable, emitir dispo-
siciones de carácter legislativo. Solamente cuando
circunstancias excepcionales hicieran imposible se-
guir los trámites ordinarios previstos por esta Cons-
titución para la sanción de las leyes, y no se trate
de normas que regulen materia penal, tributaria, elec-
toral o el régimen de los partidos políticos, podrá
dictar decretos por razones de necesidad y urgen-
cia, los que serán decididos en acuerdo general de
ministros que deberán refrendarlos, juntamente con
el jefe de Gabinete de Ministros.

”El jefe de Gabinete de Ministros personalmente
y dentro de los diez días someterá la medida a con-
sideración de la comisión bicameral permanente,
cuya composición deberá respetar la proporción de
las representaciones políticas de cada Cámara. Esta
comisión elevará su despacho en un plazo de diez
días al plenario de cada Cámara para su expreso tra-
tamiento, el que de inmediato considerarán las Cá-
maras. Una ley especial sancionada con la mayoría
absoluta de la totalidad de los miembros de cada
Cámara regulará el trámite y los alcances de la in-
tervención del Congreso.”

“Capítulo cuarto: Atribuciones del Congreso. Ar-
tículo 76: Se prohíbe la delegación legislativa en el
Poder Ejecutivo, salvo en materias determinadas de
administración o de emergencia pública, con plazo
fijado para su ejercicio y dentro de las bases de la
delegación que el Congreso establezca.

”La caducidad resultante del transcurso del pla-
zo previsto en el párrafo anterior no importará revi-
sión de las relaciones jurídicas nacidas al amparo
de las normas dictadas en consecuencia de la dele-
gación legislativa.”

“Capítulo quinto: De la formación y sanción de
las leyes. Artículo 80: Se reputa aprobado por el Po-
der Ejecutivo todo proyecto no devuelto en el tér-
mino de diez días útiles. Los proyectos desechados
parcialmente no podrán ser aprobados en la parte
restante. Sin embargo, las partes no observadas so-
lamente podrán ser promulgadas si tienen autono-
mía normativa y su aprobación parcial no altera el
espíritu ni la unidad del proyecto sancionado por
el Congreso. En este caso será de aplicación el pro-
cedimiento previsto para los decretos de necesidad
y urgencia.”

“Capítulo cuarto: Del jefe de Gabinete y demás
ministros del Poder Ejecutivo. Artículo 100: […]

”12. Refrendar los decretos que ejercen faculta-
des delegadas por el Congreso, los que estarán suje-
tos al control de la comisión bicameral permanente.

”13. Refrendar juntamente con los demás minis-
tros los decretos de necesidad y urgencia y los de-
cretos que promulgan parcialmente leyes. Someterá
personalmente y dentro de los diez días de su san-
ción estos decretos a consideración de la comisión
bicameral permanente.”

La introducción de los institutos denominados
“decretos de necesidad y urgencia” y “facultades
delegadas” en el nuevo texto constitucional de 1994
implica poner reglas a una situación de excepción
y, por lo tanto, al estricto control que la Constitu-
ción Nacional le atribuye al Congreso Nacional.

Sin embargo, ella no ha previsto el trámite ni los
alcances de la intervención del Congreso sino que
lo ha dejado subordinado a una ley especial.

La ley 26.122, sancionada el 20 de julio de 2006,
regula el trámite y los alcances de la intervención
del Congreso respecto de los decretos que dicta el
Poder Ejecutivo nacional: a) de necesidad y urgen-
cia; b) por delegación legislativa, y c) de promul-
gación parcial de leyes.

El título II de la ley 26.122 establece el régimen
jurídico y la competencia de la comisión bicameral
permanente y, en su artículo 5º, precisa que ella es-
tará integrada por ocho (8) diputados y (8) senado-
res, designados por el presidente de sus respecti-
vas Cámaras.

La resolución del presidente de la Honorable Cá-
mara de Diputados de la Nación 1.130, de fecha 12
de octubre de 2006, ha designado a los señores di-
putados de la Nación miembros de dicha comisión.

En igual sentido, el presidente de la Honorable
Cámara de Senadores de la Nación ha emitido los
decretos 54 de fecha 13 de octubre de 2006 y 57 de
fecha 25 de octubre de 2006.

En este orden de ideas, es criterio de esta comi-
sión plantear un criterio amplio al analizar las circuns-
tancias de carácter excepcional que operan como su-
puesto fáctico-jurídico-político que autoriza el empleo
del instituto del decreto de necesidad y urgencia.

5 Cassagne, Juan Carlos, La configuración de la potes-
tad reglamentaria, “La Ley”, 2004-A, 1144.
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De Vega García afirma con acierto que la función
del supuesto fáctico es doble, porque por una par-
te se constituye en la situación de hecho –la nece-
sidad urgente– habilitante para que el Poder Ejecu-
tivo pueda ejercer las facultades legislativas
indispensables e inevitables para la solución de la
crisis, y por otro lado, esta situación de hecho se
convierte también en condición de contenido de la
norma de necesidad y urgencia “porque parece ló-
gico que sus preceptos contengan la respuesta más
adecuada al supuesto que el gobierno alega al dic-
tar este tipo de instrumentos”.6

Es de vital importancia esta definición, ya que se-
rán luego los órganos de control quienes deberán
valorar si se han reunido los requisitos en el su-
puesto de hecho que autoriza al Poder Ejecutivo a
hacer uso de dicha facultad.

La doctrina en general se refiere al supuesto fác-
tico como aquel acontecimiento o situación que de-
termina la emergencia que ocasiona la crisis institu-
cional que impide al Poder Ejecutivo ejercer sus
facultades constitucionales de un modo más ade-
cuado, llevando al estado de necesidad política que
desemboca en la asunción de dichas facultades por
parte del Poder Ejecutivo.

Sin embargo, Pérez Hualde, Lagaz y Lacambara
entienden que existe aún un supuesto previo que
es el de la vigencia de un sistema republicano que
contemple en especial uno de los requisitos bási-
cos, como lo es el principio de división de poderes.

En conclusión, al supuesto fáctico lo precede un
supuesto institucional complejo que se compone de
la existencia de un sistema con división de poderes
o de funciones de distintos órganos y con un pro-
cedimiento de elaboración de leyes. Si no existen
estos antecedentes, no se dará la posibilidad de exis-
tencia del decreto de necesidad y urgencia.

Superado este debate doctrinario, el dictado del
Poder Ejecutivo de normas de rango legislativo so
pretexto de la existencia de una situación de hecho
que impide el pronunciamiento por parte del órga-
no al cual, según la Constitución, le corresponde
actuar, no es un fenómeno novedoso para el dere-
cho político.

Entre sus antecedentes más antiguos, se detecta
la presencia de estos instrumentos en la Carta de
Restauración francesa y en la Ley Fundamental de
Prusia de 1850.

Asimismo, son numerosas las Constituciones eu-
ropeas que han contemplado la posibilidad de exis-
tencia de aquellas situaciones extraordinarias de ne-
cesidad y urgencia, estableciéndolas en sus textos
en forma expresa, tales como la Constitución de la
República Española, y en Sudamérica las Constitu-
ciones de Brasil, Colombia y Perú, entre otras.

En este sentido, éste es el marco fáctico en el cual
la Convención Constituyente de 1994 introdujo los
decretos de necesidad y urgencia en la Constitu-
ción Nacional Argentina, receptados en el artículo
99, inciso 3.

La norma precitada establece como presupuesto
para dictar decretos de necesidad y urgencia la exis-
tencia de “circunstancias excepcionales” que “ha-
cen imposible recorrer el procedimiento legislativo”.7

Conforme a la postura desarrollada por Germán
Bidart Campos, la “necesidad” es algo más que con-
veniencia; en este caso, parece ser sinónimo de im-
prescindible. Se agrega “urgencia”, y lo urgente es
lo que no puede esperar. “Necesario” y “urgente”
aluden, entonces, a un decreto que únicamente pue-
de dictarse en circunstancias excepcionales en que,
por ser imposible seguir con el procedimiento nor-
mal de sanción de las leyes, se hace imprescindible
emitir sin demora alguna el decreto sustantivo.8

Por su parte, la convalidación del dictado de este
tipo de decretos vino de la mano de la Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación a través del caso
“Peralta”,9 ya que se le reconoció expresamente al
presidente de la Nación la facultad de dictar este
tipo de normas.

En el caso precitado, los actores iniciaron una ac-
ción de amparo ante el dictado del decreto 36/90 que
convertía los contratos bancarios a plazo fijo en bo-
nos de deuda pública (Plan Bonex).

Sin embargo, a pesar de su reconocimiento juris-
prudencial, la Corte Suprema de Justicia impuso una
serie de reglas que debe contener el dictado de este
tipo decretos por parte del órgano administrador
para su procedencia.

Estas circunstancias fácticas que debían configu-
rarse eran:

“...una situación de grave riesgo social que pusie-
se en peligro la existencia misma de la Nación y el
Estado –ésta constituirá la causa por la cual se con-
sidera válido el decreto– [...] razonabilidad de las me-
didas dispuestas [...] relación entre los medios elegi-
dos por la norma y los fines de ésta [...] examen de la
proporcionalidad de las medidas y el tiempo de vi-
gencia de ellas [...] inexistencia de otros medios alter-
nativos adecuados para lograr los fines buscados [...]
convalidación del Congreso, expresa o tácita...”

Asimismo, sostuvo que “no necesariamente el
dictado por parte del Poder Ejecutivo de normas
como el decreto 36/90 determina su invalidez cons-
titucional por la sola razón de su origen”.

6 Pérez Hualde, Alejandro, Decretos de necesidad y ur-
gencia, Buenos Aires, Depalma, 1995.

7 Bidart Campos, Germán, Tratado elemental de dere-
cho constitucional argentino, Buenos Aires, Ediar, 1995,
tomo VI.

8 Bidart Campos, Germán: Los decretos de necesidad y
urgencia. Columna de opinión, “La Ley”, 27/2/01.

9 “La Ley”, 1991-C:158.
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Puede reconocerse la validez constitucional de
una norma como la contenida en el decreto 36/90,
dictada por el Poder Ejecutivo, fundado en dos ra-
zones fundamentales: a) que en definitiva el Con-
greso Nacional, en ejercicio de poderes constitucio-
nales propios, no adopte decisiones diferentes en
los puntos de política económica involucrados; b)
porque ha mediado una situación de grave riesgo
social, frente a la cual existió la necesidad de medi-
das súbitas del tipo de las instrumentadas en el de-
creto, cuya eficacia no parece concebible por me-
dios distintos a los arbitrados (considerando 24).

La Corte ha caracterizado al supuesto fáctico ha-
bilitante para el dictado de un decreto de necesi-
dad y urgencia como “una situación de grave ries-
go social frente a la cual existió la necesidad de
medidas súbitas” (considerando 24).

En este sentido, la Corte Suprema definió la emer-
gencia económico-social como aquella “situación
extraordinaria que gravita sobre el orden económi-
co social, con su carga de perturbación acumulada,
en variables de escasez, pobreza, penuria o indigen-
cia, origina un estado de necesidad que hay que
ponerle fin” (considerando 43).

Asimismo, el alto tribunal consideró la razona-
bilidad de la medida atendiendo a “la circunstancia
de que los medios arbitrados no parecen desmedi-
dos en relación a la finalidad que persiguen” (con-
siderando 48).

El Poder Judicial tiene la potestad de examinar la
existencia o no del estado de necesidad y razona-
bilidad, ejerciendo el control de constitucionalidad
sobre la materia regulada, en un caso que sea so-
metido a su juicio y donde se haya afectado algún
derecho constitucional.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 28 de la
Constitución Nacional,10 controlará la razonabilidad
de la medida, que consiste en la adecuación de los
medios dispuestos con los fines que se pretende
lograr, exigiendo que en las normas de emergencia
exista una proporcionalidad entre las limitaciones
impuestas y las circunstancias extraordinarias que
se pretende superar, sin que se produzca una alte-
ración en la sustancia de los derechos constitucio-
nalmente reconocidos.

El criterio expuesto por la CSJN respecto de su
facultad de ejercer el control de constitucionalidad
con relación a los decretos de necesidad y urgen-
cia ha sido variable.

Mientras en el caso “Peralta” convalidó el dicta-
do de este tipo de decretos y estableció los presu-
puestos fácticos que deben concurrir para la pro-
cedencia de su dictado, en el caso “Rodríguez”11 la

CSJN se refirió a la legitimidad de los decretos de
necesidad y urgencia y a su control político en ca-
beza del Poder Legislativo. Se discutió quién posee
la atribución jurisdiccional para controlar este tipo
de decretos.

Asimismo, consideró que los legisladores que
habían interpuesto la acción de amparo carecían de
legitimación activa; lo mismo sostuvo respecto del
Defensor del Pueblo, pero consideró que el jefe de
Gabinete tenía legitimación para actuar.

En esta oportunidad, la CSJN defendió la legiti-
midad de los decretos de necesidad y urgencia y
de su control político en cabeza del Poder Legisla-
tivo. Sostuvo que la jueza de grado carecía de ju-
risdicción para intervenir en el caso por ausencia
de gravamen, caso, causa o controversia, pues de-
cidió sobre un conflicto que –por su naturaleza– es
ajeno a la resolución judicial, mediando –en conse-
cuencia– una invasión de la zona de reserva de otro
poder (considerando 6).

Sin embargo, a pesar de lo dicho precedentemen-
te, consideró que ello no implica una convalidación
del decreto (de necesidad y urgencia) 842/97, “en
tanto que esa norma, como integrante del ordena-
miento jurídico, es susceptible de eventuales cues-
tionamientos constitucionales –antes, durante o
después de su tratamiento legislativo y cualquiera
fuese la suerte que corriese ese trámite– siempre
que, ante un ‘caso concreto’ –inexistente en la es-
pecie–, conforme las exigencias del artículo 116 de
la Constitución Nacional, se considere en pugna con
los derechos y garantías consagrados en la Ley
Fundamental” (considerando 23).

Es decir que limita la facultad de control del Po-
der Judicial ante la presencia de agravio concreto
(examina si se cumplieron los requisitos formales de
procedencia y el límite material), siendo el Congre-
so –depositario de la voluntad popular– a quien la
Constitución Nacional le atribuye la excluyente in-
tervención en el contralor de los DNU (consideran-
do 17).

En este caso, la CSJN renunció expresamente a
ejercer el control de constitucionalidad de los de-
cretos de necesidad y urgencia con base en la falta
de caso y carencia de agravio concreto.

En cambio, en el caso “Verrochi”12 cambia el cri-
terio sostenido en el fallo precedente y declara la
inconstitucionalidad de los decretos (de necesidad
y urgencia) 770/96 y 771/96 emitidos por el PEN en
1996, que suprimían la percepción del salario fami-
liar a aquellas personas que cobren más de mil pe-
sos.

En el caso precitado, la CSJN ejerce un control
de constitucionalidad amplio y analiza también la ra-

10 Artículo 28: Los principios, garantías y derechos re-
conocidos en los anteriores artículos no podrán ser altera-
dos por las leyes que reglamenten su ejercicio.

11 “La Ley”, 1997-E:884.

12 “Verrochi, Ezio D. c/Administración Nacional de Adua-
nas”, CS, 1999/8/19, “Fallos” 322:1726, “La Ley”, 1999-
E, 590.
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zonabilidad de la medida, al abocarse a examinar si
se cumplieron las exigencias formales y materiales
en el dictado de este tipo de normas, admitiendo el
ejercicio de facultades legislativas parte del PEN.

En este sentido, la CSJN considera que “se hace
bajo condiciones de rigurosa excepcionalidad y con
sujeción a exigencias materiales y formales, que
constituyen una limitación y no una ampliación de
la práctica seguida en el país...” (considerando 8).

En el considerando 9 analiza las dos circunstan-
cias habilitantes para el dictado de este tipo de nor-
mas, de conformidad con el artículo 99, inciso 3, de
la Constitución Nacional, y sostiene que “corres-
ponde al Poder Judicial el control de constitucio-
nalidad sobre las condiciones bajo las cuales se ad-
mite esa facultad excepcional, que constituyen las
actuales exigencias constitucionales para su ejerci-
cio. Es atribución de este tribunal en esta instancia
evaluar el presupuesto fáctico que justificaría la
adopción de decretos de necesidad y urgencia...”.

En el considerando 11, la CSJN sostuvo que la
carencia de ley que regule el trámite y alcances de
la intervención del Congreso exigía una mayor res-
ponsabilidad por parte del Poder Judicial en el ejer-
cicio del control de constitucionalidad, por lo cual
confirma la sentencia del a quo que declaraba in-
constitucionales los decretos 770/96 y 771/96. En el
presente caso ejerció un control amplio de las cir-
cunstancias fácticas y jurídicas del dictado del de-
creto en cuestión.

En el caso “Risolía de Ocampo”13 se declararon
inconstitucionales varios artículos del DNU 260/97,
que disponía el pago en cuotas de las indemni-
zaciones por accidentes de tránsito ocasionados por
el transporte público de pasajeros, con invocación
de la emergencia económica de esas empresas y de
las aseguradoras.

El fundamento central para descalificar esta nor-
mativa fue que protegían intereses de individuos o
grupos, no intereses generales de la sociedad.

De esta forma, la CSJN en el caso precitado agre-
gaba un requisito más a la facultad de dictar decre-
tos de necesidad y urgencia: la protección de inte-
reses generales de la sociedad.

En el caso “Guida”,14 la CSJN se pronunció por
la constitucionalidad del decreto de necesidad y ur-
gencia 290/95 que había dispuesto la reducción de
los salarios de los agentes de la administración pú-
blica.

Uno de los principales argumentos de la Corte
para declarar la constitucionalidad del decreto pre-
citado fue su ratificación mediante la sanción de la
ley 24.624.

A juicio de la CSJN, dicha ratificación importaba
la intervención del Congreso en los términos que
señala la Constitución y un reconocimiento de la
emergencia invocada por el Poder Ejecutivo nacio-
nal.

Los ministros Nazareno, Moliné O’Connor y
López, que integraron la mayoría, coincidieron en
la legitimidad de la medida, pues sostuvieron que
“... la ratificación del decreto de necesidad y urgen-
cia 290/95 mediante el dictado de la ley 24.624 tra-
duce, por parte del Poder Legislativo, el reconoci-
miento de una situación de emergencia invocada por
el Poder Ejecutivo para su sanción, a la vez que im-
porta un concreto pronunciamiento del órgano le-
gislativo a favor de la regularidad de dicha norma.
Ese acto legislativo es expresión del control que
–en uso de facultades privativas– compete al Con-
greso de la Nación conforme al artículo 99, inciso 3,
de la Constitución Nacional, pues la sanción de la
ley 24.624 demuestra que el tema fue considerado
por ambas Cámaras, como lo exige el precepto cons-
titucional, las que se pronunciaron en forma total-
mente coincidente con lo dispuesto por el Poder
Ejecutivo nacional al enfrentar la crisis...” (conside-
rando 6).

En el caso precitado, el voto del ministro Carlos
Fayt señaló que “tal como lo recordó el tribunal en
la causa ‘Verrochi’ (‘Fallos’ 322:1726), para que el
Poder Ejecutivo pueda ejercer válidamente faculta-
des legislativas, que en principio le son ajenas, es
necesaria la concurrencia de alguna de estas dos
circunstancias: 1°) que sea imposible dictar la ley
mediante el trámite ordinario previsto por la Consti-
tución, vale decir que las Cámaras del Congreso no
puedan reunirse por circunstancias de fuerza ma-
yor que lo impidan, o 2°) que la situación que re-
quiere solución legislativa sea de una urgencia tal
que deba ser remediada inmediatamente, en un pla-
zo incompatible con el que demanda el trámite nor-
mal de las leyes. Esta última es la situación que debe
entenderse presente en el caso...” (considerando 6).

“Que la doctrina elaborada por esta Corte en tor-
no a la nueva previsión constitucional no difiere en
lo sustancial del recordado precedente de ‘Fallos’
313:1513. Sin embargo, en este último se valoró el
silencio del Poder Legislativo como una convalida-
ción tácita con consecuencias positivas” (conside-
rando 25).

“Nada de ello, en cambio, sería en principio posi-
ble de afirmar hoy, frente al ineludible quicio cons-
titucional que condiciona estrictamente la existen-
cia misma de la voluntad del Congreso en su
manifestación positiva (artículo 82 de la Constitu-
ción Nacional). No obstante, de esta regulación mi-
nuciosa de una facultad que por definición se
considera existente no podría derivarse como con-
clusión que la ausencia de reglamentación legal del
artículo 99, inciso 3, de la Constitución Nacional deje
inerme a la sociedad frente a las situaciones que el

13 “Risolía de Ocampo, María José c/Rojas, Julio César s/
ejecución de sentencia”, CS, “Fallos” 323:1934.

14 “Guida, Liliana c/Poder Ejecutivo s/empleo público”,
CS, “Fallos” 323:1566.
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propio texto constitucional ahora prevé como excep-
cionales y, por tanto, merecedoras de remedios del
mismo carácter” (considerando 7).

Fayt agregó que “en el caso concreto que nos
ocupa, el Congreso Nacional, haciéndose cargo de
su necesaria intervención en cuestiones de hondo
y sensible contenido social –más allá de las impli-
cancias presupuestarias que obviamente ostenta y
que en última instancia son la razón misma de la me-
dida– ha asumido esa intervención legitimadora, con
lo que puede darse por satisfecho el recaudo cons-
titucional antes indicado. Ello, claro está, no des-
carta sino refuerza el necesario control de constitu-
cionalidad inherente al Poder Judicial de la Nación,
conforme fue recordado por el tribunal en la causa
‘Verrochi’ ya citada” (considerando 9).

En este mismo orden de ideas, el citado ministro
de la CSJN destacó que “en cuanto al contenido
mismo de la medida cuestionada, deben entenderse
reunidos los requisitos que condicionan su validez,
de acuerdo a la ya conocida doctrina de la emer-
gencia” (considerando 10).

Por todo lo expuesto, se revoca el fallo de la ins-
tancia anterior y se declara la constitucionalidad del
decreto.

Entre los administrativistas, Juan Carlos Cassag-
ne define a los reglamentos como “todo acto unila-
teral que emite un órgano de la administración pú-
blica, creador de normas jurídicas generales y
obligatorias, que regula, por tanto, situaciones ob-
jetivas e impersonales”.15

Los reglamentos constituyen fuentes del derecho
para la administración pública, aun cuando proceden
de ella misma, ya que integran el bloque de legalidad,
al cual los órganos administrativos deben ajustar su
cometido. Desde el punto de vista cuantitativo, cons-
tituyen la fuente de mayor importancia del derecho
administrativo, habida cuenta de que no sólo son emi-
tidos por el Poder Ejecutivo, sino también por los de-
más órganos y entes que actúan en su esfera.

En lo que concierne a la naturaleza de la activi-
dad reglamentaria, la doctrina clásica consideraba
que constituía una actividad administrativa, mien-
tras que para Cassagne “la actividad reglamentaria
traduce una actividad materialmente legislativa o
normativa, ya que se trata del dictado de normas
jurídicas de carácter general y obligatorias por par-
te de órganos administrativos que actúan dentro de
la esfera de su competencia, traduciendo una acti-
vidad jurídica de la administración que se diferen-
cia de la administrativa por cuanto ésta es una acti-
vidad inmediata, práctica y concreta tendiente a la
satisfacción de necesidades públicas, encuadrada
en el ordenamiento jurídico”.16

Conforme la terminología utilizada por la Ley Na-
cional de Procedimientos Administrativos (LNPA),
los reglamentos se denominan también actos de al-
cance o contenido general.

Para la LNPA el reglamento es un acto de alcan-
ce general, expresión que comprende a los meros
actos de alcance general que no integran el orde-
namiento jurídico.

“Sin embargo –señala Cassagne– la figura del re-
glamento no agota todas las situaciones que tradu-
cen la emisión de actos de alcance o contenido ge-
neral en sede administrativa. Las normas generales
que sólo tienen eficacia interna en la administración
o que están dirigidas a los agentes públicos –ins-
trucciones de servicio, circulares– no producen efec-
tos jurídicos respecto a los particulares. Su princi-
pal efecto jurídico se deriva del deber de obediencia
jerárquica del inferior al superior.”17

Tal y como expresa Cassagne, la caracterización
jurídica de los reglamentos surge de la circunstan-
cia de encontrarse sujetos a un régimen jurídico
peculiar que los diferencia de las leyes en sentido
formal, de los actos administrativos y de las instruc-
ciones de servicio, circulares y demás reglamentos
internos.

En el orden nacional, los reglamentos pueden pro-
venir de la administración, de la Legislatura o del
Poder Judicial, ya que las normas de carácter gene-
ral dictadas por el Congreso o por los organismos
judiciales, sin el carácter formal de las leyes o sen-
tencias, son también reglamentos, sujetos, en prin-
cipio, al mismo régimen jurídico que los dictados
por la administración.

La sustancia de un acto de alcance general de
contenido normativo, que integra el ordenamiento
jurídico, es la del “reglamento”, con independencia
del órgano o ente estatal que lo produzca, siendo
indiferente desde el punto de vista jurídico la utili-
zación de distintos términos.

Conforme la vinculación o relación de los regla-
mentos con las leyes, los primeros se clasifican se-
gún la doctrina en ejecutivos, autónomos, delega-
dos y de necesidad o urgencia.18

Los reglamentos ejecutivos o de ejecución son
los que dicta el Poder Ejecutivo en ejercicio de las
facultades atribuidas por el artículo 99, inciso 2, de
la Constitución Nacional, para asegurar o facilitar
la aplicación o ejecución de las leyes, regulando de-
talles necesarios para el mejor cumplimiento de las
leyes y de las finalidades que se propuso el legisla-
dor.

Por su parte, el dictado de reglamentos autóno-
mos o independientes corresponde, en principio, al

15 Cassagne, Juan Carlos, La configuración de la potes-
tad reglamentaria, “La Ley”, 2004-A, 1144.

16 Cassagne, Juan Carlos, obra citada.

17 Cassagne, Juan Carlos, obra citada.
18 Clasificación desarrollada en Cassagne, Juan Carlos, La

configuración de la potestad reglamentaria, “La Ley”
2004-A, 1144.
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Poder Ejecutivo de acuerdo a la distribución de fun-
ciones que realiza la Constitución Nacional, la cual,
en su artículo 99, inciso 1, le atribuye responsabili-
dad política por la administración general del país.

Marienhoff afirma que el reglamento autónomo es
dictado por el Poder Ejecutivo en materias acerca
de las cuales tiene competencia exclusiva de acuer-
do a textos o principios constitucionales. Sostiene
que, así como existe una zona de reserva de la ley
que no puede ser invadida por el poder administra-
dor, también hay un ámbito de competencias reser-
vado a la administración en el cual el Poder Legis-
lativo no puede inmiscuirse, como consecuencia del
principio de separación de los poderes.19

Con la reforma constitucional de 1994 quedó su-
perado el debate doctrinario respecto de los regla-
mentos delegados,20 al contemplar expresamente la
delegación legislativa en el artículo 76.

En dicha norma constitucional, si bien genérica-
mente se prohíbe la delegación legislativa en el Po-
der Ejecutivo, seguidamente se la admite respecto
de dos materias determinadas: a) de administración,
y b) de emergencia pública.

Tal y como se ha expuesto ut supra, hasta la re-
forma constitucional de 1994 se debatía en doctrina
acerca de la validez constitucional de los denomi-
nados reglamentos de necesidad y urgencia.21

Mientras un sector, encabezado por los adminis-
trativistas, se inclinaba por su validez constitucio-
nal y recibía el apoyo de la realidad jurisprudencial
aunque dentro de ciertos límites, otra corriente doc-
trinaria entendía que resultaban violatorios del sis-
tema de la Constitución de 1853/60 por considerar,
sustancialmente, que afectaban el principio de la di-
visión de los poderes.22

Y tal como lo ha expresado Cassagne:23 “…La
concepción de la denominada doctrina de la sepa-
ración de los poderes o, según prefieren algunos,
de la división de los poderes, elaborada por
Montesquieu (bajo la innegable influencia de Locke),
ha dado lugar a numerosas y diferentes interpreta-
ciones jurídicas que olvidan la naturaleza eminen-
temente política y hasta sociológica de esta teoría.
Precisamente, al abordar el estudio del poder regla-
mentario, en cualquier ordenamiento constitucional
positivo, hay que analizar primero el sistema, su rea-
lidad y los antecedentes que le han servido de fuen-
te, pues recién después de esa labor el intérprete
estará en condiciones para determinar el modo en
que la Constitución ha recepcionado el principio di-
visorio en lo que atañe a la articulación entre la ley
y el reglamento.

”La teoría expuesta por Montesquieu en el Espí-
ritu de las leyes reposa, como es sabido, en la ne-
cesidad de instaurar un equilibrio entre los órganos
que ejercen el poder estatal. Parte de reconocer que
las personas que poseen poder tienden normalmente
a su abuso, por lo cual considera imprescindible la
institución en el Estado de un sistema de pesos y con-
trapesos, de modo que los poderes puedan contro-
larse recíprocamente y que el equilibrio resultante per-
mita el juego de los cuerpos intermedios de la
sociedad y favorezca la libertad de los ciudadanos.”24

“Lejos de predicar la primacía del Poder Legisla-
tivo o el acantonamiento de las funciones típicas
de cada poder (en sentido orgánico, la concepción
de Montesquieu), antes que transferir el monopo-
lio de la actividad legislativa al Parlamento (como
pretendió Rousseau), se ocupó de la división del
Poder Legislativo, asignando al Poder Ejecutivo fun-
ciones colegislativas (verbigracia: veto, iniciativa y
convocatoria) y estableciendo un sistema bicameral,
con el objeto de impedir el predominio y el abuso
del órgano parlamentario. El centro de la concep-
ción, aun cuando el principio no tuvo acogida en
las Constituciones que se dictaron durante la Re-
volución Francesa, lo constituye, sin duda, la ubi-
cación del Poder Judicial en el esquema divisorio,
concebido como órgano imparcial para juzgar y re-

19 Definición señalada en Cassagne, Juan Carlos, obra ci-
tada.

20 Se sostenía que el Congreso no podía delegar sus atri-
buciones al Poder Ejecutivo.

21 Miguel A. Ekmekdjian (en su obra Manual de la Cons-
titución argentina, Buenos Aires, Depalma, 1997) entiende
que no es correcto llamar a estas normas reglamentos, pues-
to que son normas de sustancia legislativa, y no obstante
ello son dictadas por el Poder Ejecutivo nacional, y adopta
la denominación de “decretos leyes” al referirse a este tipo
de instrumentos.

22 En este orden de ideas, Ekmekdjian se encuentra en-
tre quienes defienden la inconstitucionalidad de los llama-
dos reglamentos de necesidad y urgencia, fundando su pos-
tura en la afectación del principio de división de poderes, y
olvidando conforme al criterio de esta comisión el verda-
dero origen de la teoría de frenos y contrapesos elaborado
por Montesquieu y adoptada por nuestra Constitución his-
tórica 1853/60. En este sentido, y compartiendo la exposi-
ción de Cassagne “…la atribución de la potestad reglamen-
taria al Ejecutivo responde a los principios de equilibrio,
que están en la base de la teoría de Montesquieu, permitien-
do su ejercicio no sólo para reglamentar las leyes del Con-
greso, sino también para dictar normas generales en deter-

minadas situaciones que derivan tanto de sus propias facul-
tades como órgano jerárquico superior de la administración
pública (ex artículo 86, inciso 1, Constitución Nacional)
como de las atribuciones vinculadas al estado de necesidad
y a la eficacia de la realización de los fines constitucionales
(esto último, a través de la figura de la delegación), faculta-
des que deberá ejercer, en cualquier caso, bajo el control
permanente del Congreso…” (Cassagne, Juan Carlos, La
configuración de la potestad reglamentaria, “La Ley”
2004-A, 1144).

23 Cassagne, Juan Carlos, Sobre fundamentación y los lí-
mites de la potestad reglamentaria de necesidad y urgen-
cia, “La Ley”, 1991-E, 1179.

24 Cassagne, Juan Carlos, obra citada.

–––––––
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solver las controversias, con independencia de los
otros dos poderes…”25

Conforme el análisis realizado ut supra, este pre-
cepto faculta al Poder Ejecutivo a emitir decretos
por razones de necesidad y urgencia cuando se pro-
duzcan “circunstancias excepcionales” que “...hicie-
ran imposible seguir los trámites previstos por esta
Constitución para la sanción de las leyes y no se
trate de normas que regulen materia penal, tributa-
ria, electoral o el régimen de los partidos políticos”.26

Por todo lo expuesto, es criterio de esta comisión
analizar en lo pertinente la existencia del supuesto
fáctico-jurídico-político que habilita el dictado de
los instrumentos precitados por parte del Poder Eje-
cutivo, conforme a los requisitos establecidos ex-
presamente por la Constitución Nacional en el ar-
tículo 99, inciso 3 –la existencia de circunstancias
excepcionales que imposibiliten seguir el procedi-
miento legislativo ordinario y la necesidad y urgen-
cia de suplir dicho trámite mediante un decreto–,
sumado esto a los principios sentados por la juris-
prudencia elaborada a través de los diferentes fa-
llos de la Corte Suprema de la Nación, tales como la
existencia de un grave riesgo social, asegurar la con-
tinuidad y vigencia de la unidad nacional y la pro-
tección de los intereses generales de la sociedad y
no de determinados individuos.

II. Objeto

Se someten a dictamen de esta comisión los de-
cretos del Poder Ejecutivo nacional (referidos a mo-
dificación de la Ley de Ministerios, texto ordenado
por el decreto 438/92) 185 de fecha 24 de enero de
2002, mediante el cual se incluye en la Ley de Mi-
nisterios al Ministerio de la Producción; 355 de fe-
cha 21 de febrero de 2002, mediante el cual se mo-
difican las competencias de la Jefatura de Gabinete
de Ministros y de los demás ministerios; 473 de fe-
cha 8 de marzo de 2002, mediante el cual se modifi-
ca la Ley de Ministerios, con relación a los ministe-
rios de Economía e Infraestructura y de la
Producción;  1.210 de fecha 10 de julio de 2002, me-
diante el cual se sustituye el artículo 22 del título V
de la Ley de Ministerios y sus modificatorias, a fin
de sustituir la denominación del Ministerio de Jus-
ticia y Derechos Humanos por la de Ministerio de
Justicia, Seguridad y Derechos Humanos; 37 de fe-
cha 7 de enero de 2003, mediante el cual se modifi-
ca la Ley de Ministerios en la parte correspondien-
te a los ministerios de la Producción y de Salud, con

relación a la fiscalización sanitaria de alimentos;
1.283 de fecha 24 de mayo de 2003, mediante el cual
se modifica el texto ordenado de la Ley de Ministe-
rios aprobado por el decreto 355/02 sustituyendo
la denominación del Ministerio de Economía por Mi-
nisterio de Economía y Producción y del Ministerio
de la Producción por Ministerio de Planificación Fe-
deral, Inversión Pública y Servicios. Asimismo, es-
tablece las competencias de los mencionados mi-
nisterios; 141 de fecha 4 de junio de 2003, mediante
el cual se sustituyen los artículos 9º (secretarías de-
pendientes de la Presidencia de la Nación), 16 (com-
petencias de la Jefatura de Gabinete de Ministros),
23 bis (competencias del Ministerio de Desarrollo
Social) y 23 ter (competencias del Ministerio de Sa-
lud) de la Ley de Ministerios (texto ordenado por
decreto 438/92, sus modificatorios –1.283/03– y com-
plementarios); 684 de fecha 1º de septiembre de 2003,
mediante el cual se sustituyen los artículos 9º y 16
de la Ley de Ministerios (texto ordenado por decre-
to 438/1992), a fin de transferir las competencias re-
lativas a la promoción y desarrollo en el país de la
actividad deportiva en todas sus formas de la Se-
cretaría de Turismo y Deporte de la Presidencia de
la Nación al ámbito de la Jefatura de Gabinete de
Ministros; 923 de fecha 21 de julio de 2004, mediante
el cual se sustituye la denominación del Ministerio
de Salud por la de Ministerio de Salud y Ambiente;
1.066 de fecha 20 de agosto de 2004, mediante el
cual se modifica la Ley de Ministerios (texto orde-
nado por decreto 438/92) a fin de transferir al Mi-
nisterio del Interior los cometidos concernientes a
la seguridad interior del ámbito del Ministerio de
Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, reorgani-
zando las competencias de dichas áreas, y 267 de
fecha 4 de abril de 2005, mediante el cual se susti-
tuye el artículo 18 de la Ley de Ministerios en cuan-
to a las competencias del Ministerio de Relaciones
Exteriores, Comercio Internacional y Culto, con el
fin de asignarle las competencias relativas a la ad-
ministración del dominio de nivel superior Argenti-
na (.AR) y sus servicios de registro.

II.a. Análisis de los decretos
El Poder Ejecutivo nacional ha dejado constan-

cia en el último de los considerandos de los cita-
dos decretos que ellos se dictan en uso de las atri-
buciones conferidas al Poder Ejecutivo nacional por
el artículo 99, inciso 3, de la Constitución Nacional.

La ley 26.122, en el capítulo I del título III, se re-
fiere a los dictámenes de la comisión bicameral per-
manente respecto de los decretos de necesidad y
urgencia, estableciendo en su artículo 10 que esta
comisión debe expedirse expresamente sobre la ade-
cuación del decreto a los requisitos formales y sus-
tanciales establecidos constitucionalmente para su
dictado.

La lectura del artículo 99, inciso 3, de la Consti-
tución Nacional permite distinguir como requisitos

25 Cassagne, Juan Carlos, obra citada.
26 Cabe destacar que en Estados Unidos los citados de-

cretos reciben la denominación de executives orders, las cua-
les son órdenes ejecutivas, una facultad propia por la ley
segunda fundamental de la Constitución de los Estados Uni-
dos que establece la capacidad del presidente para legislar
sobre facultades e instituciones e incluso sobre la propia
Constitución.
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formales: a) la firma del señor presidente de la Na-
ción; b) la firma de los señores ministros y del se-
ñor jefe de Gabinete de Ministros –dictado en
acuerdo general de ministros y refrendado juntamen-
te con el señor jefe de Gabinete de Ministros–, y c)
la remisión del señor jefe de Gabinete de Ministros
a la comisión bicameral permanente; y como requi-
sitos sustanciales: a) razones de necesidad y ur-
gencia, y b) en orden a la materia, puede dictar nor-
mas de contenido típicamente legislativo, siempre
que no trate materia penal, tributaria, electoral o el
régimen de los partidos políticos.

Los decretos 185/02, 355/02, 473/02, 1.210/02, 37/
03, 1.283/03, 141/03, 684/03, 923/04, 1.066/04 y 267/
05 en consideración han sido decididos en acuerdo
general de ministros y refrendados por el señor pre-
sidente de la Nación, doctor Néstor Kirchner, el se-
ñor jefe de Gabinete de Ministros, doctor Alberto
A. Fernández, y los señores ministros, de confor-
midad con el artículo 99, inciso 3, párrafo 3.

Respecto del último requisito formal a tratar refe-
rido a la obligación del jefe de Gabinete de Minis-
tros de someter la medida a consideración de la co-
misión bicameral permanente dentro de los 10 días,
él se encuentra cumplido toda vez que esta comi-
sión ha concluido que atento a que aquella cláusu-
la ha tomado el carácter de operativa con la recien-
te sanción de la ley 26.122 que estableció el régimen
legal de los decretos de necesidad y urgencia, de
delegación legislativa y de promulgación parcial de
leyes, y en virtud de la cual se ha conformado esta
comisión, corresponde considerar cumplido el mis-
mo respecto de los decretos de necesidad y urgen-
cia emitidos con anterioridad al 25 de octubre de
2006, fecha en la que ha quedado conformada la co-
misión bicameral permanente.

Las razones citadas precedentemente, sumadas a
las necesidades organizativas de esta comisión y al
cúmulo de decretos a tratar –las que constituyen
una situación de excepción–, deben considerarse en
virtud del cumplimiento del plazo establecido por el
artículo 93, inciso 3, para elevar vuestro despacho
al plenario de cada Cámara.

La posición adoptada por la comisión tiene fun-
damento en el artículo 82 de la Constitución Nacio-
nal, que establece “La voluntad de cada Cámara
debe manifestarse expresamente; se excluye, en to-
dos los casos, la sanción tácita o ficta” y en el prin-
cipio de seguridad jurídica que exige que se man-
tenga la vigencia de los decretos de necesidad y
urgencia hasta tanto él sea derogado formalmente
por el Congreso.27

Corresponde a continuación analizar el cumpli-
miento de los requisitos sustanciales en el dictado
de los decretos 185/02, 355/02, 473/02, 1.210/02, 37/
03, 1.283/03, 141/03, 684/03, 923/04, 1.066/04 y 267/05.

A través de la precitada ley se estableció la con-
formación de los distintos ministerios, así como
también las competencias asignadas a los mismos.

Respecto del dictado del decreto 185/02, habién-
dose analizado la composición actual de los cita-
dos ministerios y considerando la trascendencia que
la producción constituye para el progreso y desa-
rrollo de la economía nacional, se hace necesaria la
creación de un área de nivel superior que profundi-
ce la temática sobre el particular y que esté desti-
nada a fomentar, entre otros aspectos, el comercio
y la industria, a fin de maximizar la participación de
los distintos sectores involucrados.

En ese sentido, el Poder Ejecutivo nacional con-
sidera que la incorporación del Ministerio de la Pro-
ducción permitirá perfeccionar el uso de los recur-
sos públicos, incrementando la calidad de la acción
estatal, además de concretar las metas políticas
diagramadas y racionalizar y tornar más eficiente la
gestión pública.

Debido a la crítica situación económica por la que
atravesaba la nación al momento del dictado del de-
creto 185/02, el Poder Ejecutivo nacional determina
la imperiosa necesidad de creación de la citada área,
configurando una circunstancia excepcional que
hace imposible seguir los trámites ordinarios pre-
vistos por la Constitución Nacional para la sanción
de las leyes.

Por su parte, en los considerandos del decreto
355/02 se deja constancia que, con el fin de perfec-
cionar el uso de los recursos públicos incremen-
tando la calidad de la acción estatal, corresponde
efectuar un reordenamiento estratégico que permi-
ta concretar las metas políticas diagramadas así
como racionalizar y tornar más eficiente la gestión
pública.

Conforme la situación socioeconómica del país,
resulta recomendable la creación de un área especí-
ficamente dedicada al diseño e instrumentación de
acciones que fortalezcan el desarrollo del sector pro-
ductivo privado y favorezcan el crecimiento econó-
mico a fin de mejorar las condiciones de vida de am-
plios sectores de la población económicamente
activos.

De esta forma, el área de producción representa
a sectores de desarrollo alternativo de la actividad
económica que permite la generación de empleo, de
divisas y la reconversión de las economías regio-
nales.

Por todo ello, resulta necesario generar sinergias
positivas entre el área de formulación y ejecución
de la política económica y aquella orientada a la re-
gulación de servicios públicos concesionados o pri-
vatizados en condiciones monopólicas, por su evi-

27 Esta posición ha sido sostenida por autores como
Bidart Campos, Pérez Hualde, Cassagne, entre otros, quie-
nes han señalado que ni siquiera una ley que reglamente el
trámite y alcance de la intervención del Congreso podrá
prescribir que el silencio implique la aprobación tácita del
decreto de necesidad y urgencia.
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dente incidencia en la competitividad y desarrollo
sustentable del país.

En el dictado del decreto 473/02, el Poder Ejecu-
tivo nacional fundamenta la adopción de dichas me-
didas en razones operativas que determinan la ne-
cesidad de transferir los cometidos vinculados al
área del transporte del ámbito del Ministerio de Eco-
nomía e Infraestructura a la órbita del Ministerio de
la Producción, en atención a la especificidad de los
objetivos asignados a este último.

Asimismo, corresponde adecuar la denominación
del Ministerio de Economía e Infraestructura por el
de Ministerio de Economía a los fines de reflejar con
mayor precisión los objetivos asignados.

También en el dictado del decreto 1.210/02, el Po-
der Ejecutivo nacional considera que corresponde
adecuar la denominación del Ministerio de Justicia
y Derechos Humanos por la de Ministerio de Justi-
cia, Seguridad y Derechos Humanos a los fines de
reflejar con mayor precisión los objetivos asigna-
dos, justificando la adopción de dicha medida en
razones operativas que determinan la necesidad de
transferir los cometidos vinculados al área de la se-
guridad interior a la órbita del Ministerio de Justi-
cia y Derechos Humanos.

Respecto del decreto 37/03, razones operativas
determinan la necesidad de efectuar precisiones res-
pecto de los cometidos asignados por el decreto 355
del 21 de febrero de 2002 y su similar modificatorio
473 del 8 de marzo de 2002 al Ministerio de la Pro-
ducción y al Ministerio de Salud con relación a la
fiscalización sanitaria de alimentos.

Por su parte, en el inciso 19 del artículo 23 ter
de la mencionada normativa se mantuvo la compe-
tencia del Ministerio de Salud para intervenir en las
acciones destinadas a la fiscalización sanitaria y
bromatológica de los alimentos en coordinación con
el Ministerio de la Producción, omitiéndose la ac-
ción de registro de dichos productos en el ámbito
de su competencia.

En el inciso 16 del artículo antes mencionado se
dispuso intervenir en la fiscalización de todo lo ati-
nente a la elaboración, distribución y comerciali-
zación de los productos medicinales, biológicos,
drogas, dietéticos, insecticidas, de tocador, aguas
minerales, hierbas medicinales y del material e ins-
trumental de aplicación médica en coordinación con
los ministerios pertinentes, omitiéndose la acción de
registro de dichos productos y, asimismo, la inclu-
sión de los alimentos en su enumeración.

La ley 18.284, en su artículo 7º, dispuso que la
autoridad sanitaria nacional deberá organizar un re-
gistro que tendrá el carácter de registro nacional de
establecimientos productores y de productos ali-
menticios autorizados en todo el país, de acuerdo
con el Código Alimentario Nacional.

En concordancia con el reparto de competencias
efectuado por la ley 18.284, el Sistema Nacional de

Control de Alimentos creado por el decreto 815 del
26 de julio de 1999, en su artículo 15, inciso g), atri-
buye competencia al Instituto Nacional de Alimen-
tos de la Administración Nacional de Medicamen-
tos, Alimentos y Tecnología Médica, organismo
descentralizado de la órbita del Ministerio de Sa-
lud, para crear y mantener actualizado el Registro
Unico de Productos y Establecimientos de su com-
petencia, tal como lo establece el Código Alimen-
tario Argentino.

Consecuentemente, el Poder Ejecutivo nacional
considera procedente, a fin de mantener el reparto
de competencia en materia de productos alimenti-
cios efectuado por las normas indicadas, explicitar
las incumbencias del Ministerio de Salud en el re-
gistro de los productos alimenticios que se hallan
bajo su competencia, así como también los objeti-
vos de la Secretaría de Política, Regulación y Rela-
ciones Sanitarias del Ministerio de Salud estableci-
dos por el decreto 357 del 21 de febrero de 2002.

Con fundamento en las consideraciones efectua-
das, el Poder Ejecutivo nacional considera conve-
niente y ajustado a las normas sustanciales pro-
ceder a la sustitución de los incisos 16 y 19 del
artículo 23 ter de la Ley de Ministerios, correspon-
diente a las competencias del Ministerio de Salud,
y las del artículo 20, punto 8, del Ministerio de la
Producción.

En los considerandos del decreto 141/03, el Po-
der Ejecutivo nacional destaca que por el decreto
1.283 de fecha 24 de mayo de 2003 se sustituyó par-
cialmente la Ley de Ministerios (texto ordenado por
decreto 438 del 12 de marzo de 1992), sus modifica-
torios y complementarios estableciendo un reorde-
namiento de algunos ministerios y sus respectivas
competencias.

Con el objetivo de perfeccionar el uso de los re-
cursos públicos incrementando la calidad de la ac-
ción estatal, corresponde efectuar un reordenamien-
to estratégico que permita concretar las metas
políticas diagramadas, así como racionalizar y tor-
nar más eficiente la gestión pública.

El Poder Ejecutivo nacional considera aconseja-
ble transferir las competencias relativas a la formu-
lación, ejecución y control de las políticas de co-
municación social y de medios de comunicación
social, así como de la difusión de la actividad del
Poder Ejecutivo nacional, a la Jefatura de Gabinete
de Ministros.

Del mismo modo, el Poder Ejecutivo nacional
considera aconsejable transferir las competencias
relativas a la preservación y protección de los re-
cursos naturales y el desarrollo sustentable del ám-
bito del Ministerio de Desarrollo Social a la órbita
del Ministerio de Salud.

Como consecuencia de dichas transferencias, se
hace necesaria la reformulación de las competencias
de las áreas afectadas por la presente medida.
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Como consecuencia de los objetivos perseguidos
por el gobierno nacional, se deja constancia en los
considerandos del decreto 684/03 que resulta acon-
sejable transferir las competencias relativas a la pro-
moción y desarrollo en el país de la actividad de-
portiva en todas sus formas de la Secretaría de
Turismo y Deporte de la Presidencia de la Nación
al ámbito de la Jefatura de Gabinete de Ministros.

Como consecuencia de dichas transferencias, se
hace necesaria la reformulación de las competencias
de las áreas afectadas por la presente medida.

Por su parte, las medidas adoptadas por el de-
creto 1.283/03 se justifican en razones operativas de
implementación del plan de gobierno previsto por
la nueva gestión en el gobierno nacional, así como
la necesidad de perfeccionar la utilización de los re-
cursos públicos, incrementando la calidad de la ac-
ción estatal, ameritan efectuar un reordenamiento
estratégico que permita concretar las metas políti-
cas diagramadas, por lo que se considera necesario
unificar los actuales ministerios de Economía y de
la Producción en una sola cartera de Estado, redi-
señando sus cometidos.

Por otra parte, y a los fines de reflejar con mayor
precisión las metas de gobierno fijadas, en especial
en materia de planificación de la inversión pública
tendiente a un equilibrado desarrollo geográfico re-
gional que consolide el federalismo, se estima acon-
sejable proceder a la creación de un Ministerio de
Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios,
al que, en atención a la especificidad de los cometi-
dos a asignar, le son transferidas las áreas de ener-
gía y comunicaciones, provenientes del actual Mi-
nisterio de Economía; lo atinente a las obras
públicas, la temática hídrica, el desarrollo urbano,
la vivienda y la energía atómica, entre otras, desde
la órbita de la Presidencia de la Nación; mientras
que todo lo atinente al sector minero y del trans-
porte, desde el actual Ministerio de la Producción.

Asimismo, y en un mismo orden de ideas, son
asimiladas al Ministerio de Economía y Producción
las áreas encargadas de la agricultura, la ganadería y
la pesca; la desregulación, la defensa de la compe-
tencia y del consumidor, la pequeña y mediana em-
presa y el desarrollo regional, la industria y el comer-
cio, integrantes del actual Ministerio de la Producción.

En los considerandos del decreto 923/04, el Po-
der Ejecutivo nacional destaca que por decreto 295/
03 se transfirió la Secretaría de Ambiente y Desa-
rrollo Sustentable del ámbito del Ministerio de De-
sarrollo Social al Ministerio de Salud.

Como consecuencia de dicha transferencia resulta
necesario otorgarle una nueva denominación al Mi-
nisterio de Salud, de manera de que queden referen-
ciadas las nuevas competencias asignadas a esa car-
tera.

Respecto del dictado del decreto 1.066/04, el Po-
der Ejecutivo nacional destaca en los consideran-

dos del precitado decreto que la seguridad interior
constituye un objetivo prioritario para el gobierno
nacional, siendo potestad indelegable del Estado
garantizar y mantener la paz social y la tranquilidad
pública.

Ello obliga a buscar el mejor aprovechamiento de
los recursos disponibles con una reorganización que
optimice su utilización en coordinación con el resto
de las jurisdicciones.

El Poder Ejecutivo nacional refiere que la actual
problemática está signada por episodios de insegu-
ridad que se alimentan de graves y resonantes he-
chos que tienen su escenario y epicentro principal-
mente en el territorio de la provincia de Buenos
Aires.

Por sus cometidos, el Ministerio del Interior cons-
tituye e históricamente ha constituido el área natu-
ral de las relaciones del gobierno federal con los de
las provincias y el de la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires.

Por todo ello, se estima pertinente transferir los
cometidos concernientes a la seguridad interior del
ámbito del Ministerio de Justicia, Seguridad y De-
rechos Humanos a la órbita del Ministerio del Inte-
rior, reorganizando las competencias de dichas
áreas.

Por último, en los considerandos del decreto  267/
05 el Poder Ejecutivo nacional destaca que desde
el año 1987, por delegación de la entonces autori-
dad de Internet, esto es la Internet Assigned
Numbers Authority –IANA–, el Ministerio de Rela-
ciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto ha
actuado como primera entidad con conexión perma-
nente a Internet, propiciando asimismo el desarro-
llo local de la misma y brindando desde esa fecha
servicios de correo electrónico a los distintos ám-
bitos del gobierno nacional y académico.

En este sentido, el rol principal del Ministerio de
Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Cul-
to abarca la administración del dominio de nivel su-
perior Argentina (.AR), sus servicios de registro, la
promoción del desarrollo de la infraestructura y tec-
nología de Internet y la cooperación mutua con otras
entidades del Estado nacional, canalizándose este
esfuerzo a través de NIC-Argentina.

Resulta de esta forma necesario concentrar los
recursos en el ámbito del Ministerio de Relaciones
Exteriores, Comercio Internacional y Culto con el
objeto de concretar un reordenamiento de la activi-
dad de referencia, atento al permanente desarrollo
del tema, que permita mejorar la prestación del ser-
vicio y actualizar las reglas de registración de nom-
bres, velando por la correcta aplicación de las mis-
mas.

Como consecuencia de los objetivos perseguidos
por el gobierno nacional y en virtud de la experien-
cia acumulada por esa cartera, es aconsejable asig-
nar las competencias relativas a la administración
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del dominio de nivel superior Argentina (.AR) y sus
servicios de registro al Ministerio de Relaciones Ex-
teriores, Comercio Internacional y Culto.

Consecuentemente, se hace necesaria la actuali-
zación de las competencias del Ministerio de Rela-
ciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto.

Las razones de necesidad y urgencia requeridas
para habilitar la competencia del Poder Ejecutivo en
materia legislativa han sido descritas en los consi-
derandos de los decretos 185/02, 355/02, 473/02,
1.210/02, 37/03, 1.283/03, 141/03, 684/03, 923/04,
1.066/04 y 267/05.

El espíritu legislativo no ha variado atento a que,
en definitiva, el Congreso en ejercicio de sus atri-
buciones constitucionales propias no ha adoptado
decisiones diferentes en los puntos de política in-
volucrados.28

En razón a la materia regulada en los presentes
decretos, conforme se indicara ut supra, dichas me-
didas no incursionan en las materias expresamente
prohibidas por la Constitución Nacional para tales
actos –por no tratarse de materia penal, tributaria,
electoral o el régimen de partidos políticos–, verifi-
cándose el cumplimiento de los recaudos formales
que la Carta Magna impone para ellos, encontrán-
dose asimismo suficientemente acreditadas las ra-
zones de urgencia y excepcionalidad invocadas para
su dictado.

III. Conclusión

Por los fundamentos expuestos, encontrándose
cumplidos en lo que respecta al dictado de los de-
cretos 185/02, 355/02, 473/02,  1.210/02, 37/03, 1.283/
03, 141/03, 684/03, 923/04, 1.066/04 y 267/05 los re-
quisitos formales y sustanciales establecidos en el
artículo 99, inciso 3, de la Constitución Nacional y
de conformidad con los términos del artículo 10 de
la ley 26.122, la comisión propone que se resuelva
declarar expresamente la validez de los decretos de
necesidad y urgencia del Poder Ejecutivo nacional
185/02, 355/02, 473/02, 1.210/02, 37/03, 1.283/03, 141/
03, 684/03, 923/04, 1.066/04 y 267/05.

Jorge M. Capitanich.

II
Dictamen de minoría

Honorable Congreso:

La Comisión Bicameral Permanente de Trámite
Legislativo –Ley 26.122– ha considerado los decre-
tos de necesidad y urgencia que se detallan a con-

tinuación y que se analizan de manera conjunta en
virtud de que así lo ha resuelto esta comisión en lo
referido a los decretos de necesidad y urgencia emi-
tidos con anterioridad a la sanción de la ley 26.122:

1. 185, del 24 de enero de 2002 (B.O. 29/1/2002),
por medio del cual se incorporó a la Ley de Minis-
terios al Ministerio de la Producción, a partir del 3
de enero de 2002 y se fijó su competencia.

2. 355, del 21 de febrero de 2002 (B.O. 22/2/2002),
por medio del cual se reformó el artículo 1º, el título
III y el título V de la Ley de Ministerios y se modifi-
caron los nombres y competencias de los ministe-
rios y secretarías allí regulados.

3. 473, del 8 de marzo de 2002 (B.O. 11/3/2002),
por medio del cual se transfirió el área del transpor-
te del ámbito del Ministerio de Economía e Infraes-
tructura a la órbita del Ministerio de la Producción,
cambiando la denominación del Ministerio de Eco-
nomía e Infraestructura por la de Ministerio de Eco-
nomía.

4. 1.210, del 10 de julio de 2002 (B.O. 11/7/2002),
por medio del cual se modificó la denominación del
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos por la
de Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos
Humanos, transfiriendo a su órbita los cometidos
vinculados al área de la seguridad interior.

5. 37, del 7 de enero de 2003 (B.O. 8/1/2003), por
medio del cual se sustituyeron determinados inci-
sos de los artículos 21 y 23 del título V de la Ley de
Ministerios, correspondientes a las funciones de los
ministerios de la Producción y de Salud, y el objeti-
vo 4 de la Secretaría de Políticas, Regulación y Re-
laciones Sanitarias, con la finalidad de establecer
precisiones sobre los cometidos de dichos ministe-
rios en relación con la fiscalización sanitaria de ali-
mentos.

6. 1.283, del 24 de mayo de 2003 (B.O. 27/5/2003),
por medio del cual se unificaron los ministerios de
Economía y de la Producción en una sola cartera
de Estado y se creó el Ministerio de Planificación
Federal, Inversión Pública y Servicios.

7. 141, del 4 de junio de 2003 (B.O. 5/6/2003), por
medio del cual se modificaron los artículos 9º, 16 y
23 bis de la Ley de Ministerios y se transfirieron
competencias relativas a la formulación, ejecución
y control de las políticas de comunicación social y
de medios de comunicación social del Poder Ejecu-
tivo nacional a la Jefatura de Gabinete de Ministros
y las competencias relativas a la preservación y pro-
tección de los recursos naturales y el desarrollo sus-
tentable del ámbito del Ministerio de Desarrollo So-
cial a la órbita del Ministerio de Salud.

8. 684, del 1º de septiembre de 2003 (B.O. 5/9/
2003), por medio del cual se transfirieron las com-
petencias relativas a la promoción y desarrollo en
el país de la actividad deportiva en todas sus for-
mas de la Secretaría de Turismo y Deporte de la Pre-

28 Ambos presupuestos han sido delineados como básicos
para la validez de los DNU en el voto de la mayoría en el
caso “Peralta”. Corte Suprema de Justicia (“Fallos”,
313:1513) (“L.L.”, 1990-D, 131).
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sidencia de la Nación al ámbito de la Jefatura de Ga-
binete de Ministros.

9. 923, del 21 de julio de 2004 (B.O. 27/7/2004),
por medio del cual se sustituyó la denominación del
Ministerio de Salud por la de Ministerio de Salud y
Ambiente.

10. 1066, del 20 de agosto de 2004 (B.O. 23/8/
2004), por medio del cual se modificó la Ley de Mi-
nisterios en sus artículos 1º, 17 y 22 con el fin de
transferir los cometidos concernientes a la seguri-
dad interior de la órbita del Ministerio de Justicia,
Seguridad y Derechos Humanos a la órbita del Mi-
nisterio del Interior.

11. 267, del 4 de abril de 2005 (B.O. 6/4/2005), por
el cual se modificó el artículo 18 de la Ley de Mi-
nisterios a los efectos de ampliar las competencias
del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio
Internacional y Culto a los fines de actuar como ad-
ministrador del dominio de nivel superior Argenti-
na (.AR).

Por las razones expuestas en el informe que se
acompaña y las que dará el miembro informante, se
aconseja el rechazo de los citados decretos.

Sala de la comisión, 28 de marzo de 2007.

Pablo G. Tonelli.

INFORME

Honorable Congreso:

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabi-
lidad a fin de someter a su consideración el presen-
te dictamen respecto de los siguientes decretos de
necesidad y urgencia:

1. 185, del 24 de enero de 2002 (B.O. 29/1/2002),
por medio del cual se incorporó a la Ley de Minis-
terios al Ministerio de la Producción, a partir del 3
de enero de 2002, y se fijó su competencia.

2. 355, del 21 de febrero de 2002 (B.O. 22/2/2002),
por medio del cual se reformó el artículo 1º, el título
III y el título V de la Ley de Ministerios y se modifi-
caron los nombres y competencias de los ministe-
rios y secretarías allí regulados.

3. 473, del 8 de marzo de 2002 (B.O. 11/3/2002), por
medio del cual se transfirió el área del transporte del
ámbito del Ministerio de Economía e Infraestructura
a la órbita del Ministerio de la Producción, cambian-
do la denominación del Ministerio de Economía e In-
fraestructura por la de Ministerio de Economía.

4. 1.210, del 10 de julio de 2002 (B.O. 11/7/2002),
por medio del cual se modificó la denominación del
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos por la
de Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos
Humanos, transfiriendo a su órbita los cometidos
vinculados al área de la seguridad interior.

5. 37, del 7 de enero de 2003 (B.O. 8/1/2003), por
medio del cual se sustituyeron determinados inci-

sos de los artículos 21 y 23 del título V de la Ley de
Ministerios, correspondientes a las funciones de los
ministerios de la Producción y de Salud, y el objeti-
vo 4 de la Secretaría de Políticas, Regulación y Re-
laciones Sanitarias, con la finalidad de establecer
precisiones sobre los cometidos de dichos ministe-
rios en relación con la fiscalización sanitaria de ali-
mentos.

6. 1.283, del 24 de mayo de 2003 (B.O. 27/5/2003),
por medio del cual se unificaron los ministerios de
Economía y de la Producción en una sola cartera
de Estado y se creó el Ministerio de Planificación
Federal, Inversión Pública y Servicios.

7. 141, del 4 de junio de 2003 (B.O. 5/6/2003), por
medio del cual se modificaron los artículos 9º, 16 y
23 bis de la Ley de Ministerios y se transfirieron
competencias relativas a la formulación, ejecución
y control de las políticas de comunicación social y
de medios de comunicación social del Poder Ejecu-
tivo nacional a la Jefatura de Gabinete de Ministros
y las competencias relativas a la preservación y pro-
tección de los recursos naturales y el desarrollo sus-
tentable del ámbito del Ministerio de Desarrollo So-
cial a la órbita del Ministerio de Salud.

8. 684, del 1º de septiembre de 2003 (B.O. 5/9/
2003), por medio del cual se transfirieron las com-
petencias relativas a la promoción y desarrollo en
el país de la actividad deportiva en todas sus for-
mas de la Secretaría de Turismo y Deporte de la Pre-
sidencia de la Nación al ámbito de la Jefatura de Ga-
binete de Ministros.

9. 923, del 21 de julio de 2004 (B.O. 27/7/2004),
por medio del cual se sustituyó la denominación del
Ministerio de Salud por la de Ministerio de Salud y
Ambiente.

10. 1.066, del 20 de agosto de 2004 (B.O. 23/8/
2004), por medio del cual se modificó la Ley de Mi-
nisterios en sus artículos 1º, 17 y 22 con el fin de
transferir los cometidos concernientes a la seguri-
dad interior de la órbita del Ministerio de Justicia,
Seguridad y Derechos Humanos a la órbita del Mi-
nisterio del Interior.

11. 267, del 4 de abril de 2005 (B.O. 6/4/2005), por
el cual se modificó el artículo 18 de la Ley de Mi-
nisterios a los efectos de ampliar las competencias
del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio
Internacional y Culto a los fines de actuar como ad-
ministrador del dominio de nivel superior Argenti-
na (.AR).

El titular del Poder Ejecutivo dictó los decretos
bajo análisis en uso de la atribución que le confiere
el artículo 99, inciso 3, de la Constitución Nacional
(como se expresó en los considerandos de los mis-
mos decretos), por lo que no cabe duda de que se
trata de decretos de necesidad y urgencia que, como
tales, deben ser objeto de consideración y dictamen
por parte de esta comisión (artículos 2º, 10, 19 y con-
cordantes, ley 26.122).
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1. Criterio rector

Para el análisis de los decretos en cuestión es ne-
cesario partir del principio establecido en el artículo
99, inciso 3, de la Constitución Nacional, según el cual
“el Poder Ejecutivo no podrá en ningún caso bajo
pena de nulidad absoluta e insanable, emitir disposi-
ciones de carácter legislativo” (segundo párrafo).

El principio es consecuencia, claro está, de la di-
visión de poderes que es inherente al carácter de
república que la Constitución le asignó a nuestra
Nación y a la existencia de un Congreso encargado
de legislar (artículos 1°, 44 y concordantes). Teoría
o doctrina, la de división de poderes, que es la “más
conforme a la naturaleza de las cosas”, la “más pro-
pia para el cumplimiento de los fines de todo go-
bierno” y “la mejor manera de defender y garantir
contra las tentativas de la tiranía los derechos y li-
bertades de los hombres”, a juicio de Joaquín V.
González (Manual de la Constitución Argentina,
página 310, 26ª edición, Angel Estrada y Cía., Bue-
nos Aires, 1971). E indispensable a juicio de la Cor-
te Suprema de Justicia, que muy poco después de
instalada expresó que “si la división de poderes no
está plenamente asegurada, la forma republicana de
gobierno es una ficción” (caso “Ramón Ríos y
otros”, 1863, “Fallos”, 1:32).

Pero el principio de que el presidente no puede
legislar admite, sin embargo, una excepción previs-
ta en el siguiente párrafo del mismo artículo 99, in-
ciso 3, de la Constitución Nacional. Se prevé en esa
norma, en efecto, que “solamente cuando circuns-
tancias excepcionales hicieran imposible seguir los
trámites ordinarios previstos por esta Constitución
para la sanción de las leyes, y no se trate de nor-
mas que regulen materia penal, tributaria, electoral
o de régimen de los partidos políticos, podrá [el Po-
der Ejecutivo] dictar decretos de necesidad y urgen-
cia, los que serán decididos en acuerdo general de
ministros que deberán refrendarlos, conjuntamente
con el jefe de Gabinete de Ministros”.

De manera tal que tenemos un principio rector
–de acuerdo con el cual al Poder Ejecutivo le está
vedado emitir disposiciones de carácter legislativo–
y una excepción en caso de circunstancias excep-
cionales que hagan imposible seguir el trámite ordi-
nario de las leyes. En consecuencia, fluye del texto
constitucional que corresponde aplicar un criterio
restrictivo cuando se trata de juzgar la validez de
decretos de necesidad y urgencia dictados por el
Poder Ejecutivo (CSJ, “Fallos”, 322:1726, conside-
rando 7; en igual sentido: Gregorio Badeni, Trata-
do de derecho constitucional, tomo II, página 1259,
Editorial La Ley, Avellaneda, 2004).

No hay que perder de vista, además, que se trata
del ejercicio, por parte del Poder Ejecutivo, de una
atribución que no le es propia sino que, muy por el
contrario, es privativa de otro poder. Por lo tanto,
si el criterio no fuera restrictivo se correría el riesgo

de alterar y afectar gravemente el equilibrio de los
poderes, confiriendo atribuciones exorbitantes al
presidente de la Nación y poniendo en riesgo las
libertades individuales.

2. Circunstancias justificantes

Como quedó dicho antes, para que la excepcio-
nal atribución del Poder Ejecutivo de emitir dispo-
siciones con contenido legislativo pueda ser legíti-
mamente ejercida es necesario que existan
“circunstancias excepcionales” que requieran pronto
remedio y que sea “imposible seguir los trámites or-
dinarios previstos para la sanción de las leyes”.

De acuerdo con la previsión constitucional será
por lo tanto necesario, en cada oportunidad en que
esta comisión deba pronunciarse, determinar si han
existido las circunstancias excepcionales y la imposi-
bilidad de seguir los trámites ordinarios para la san-
ción de las leyes que justificarían y darían sustento
al decreto de necesidad y urgencia de que se trate.

Uno de los casos en los que la Corte Suprema de
Justicia analizó con más cuidado esta espinosa cues-
tión de hecho fue el caso “Peralta” (27/12/1990, “Fa-
llos”, 313:1513), aunque la decisión es anterior a la
reforma constitucional de 1994. En esa sentencia, el
alto tribunal exigió, para justificar la procedencia de
un decreto de necesidad y urgencia, la existencia
de una situación de grave riesgo social (conside-
rando 24), que pusiese en peligro la existencia mis-
ma de la Nación y el Estado (considerando 26) y
tuvo en cuenta el descalabro económico generali-
zado y la necesidad de asegurar la continuidad y
vigencia de la unión nacional (considerandos 33 a
35). Es decir que, a criterio del tribunal, sólo una
situación de muy extrema gravedad justificaría la
emisión de un decreto de necesidad y urgencia.

Luego de sancionada la reforma constitucional de
1994, la Corte Suprema reiteró el mismo criterio en
la sentencia dictada en el caso “Video Club Dreams”
(6/6/1995, “Fallos”, 318:1154). El tribunal, en efecto,
anuló dos decretos de necesidad y urgencia emiti-
dos por el Poder Ejecutivo porque, entre otras ra-
zones, “los motivos que impulsaron el dictado de
los decretos no se exhiben como respuesta a una
situación de grave riesgo social que hiciera nece-
sario el dictado de medidas súbitas como las que
aquí se tratan” (considerando 15).

La Corte pareció flexibilizar grandemente su cri-
terio al resolver el caso “Rodríguez” (17/12/1997,
“Fallos”, 320:2851), en el cual no analizó la existen-
cia de circunstancias justificantes pero tácitamente
aceptó la explicación del jefe de Gabinete, quien ale-
gó como circunstancia excepcional “los graves de-
fectos que afectan a nuestro sistema aeroportuario”.

Pero poco tiempo después, al resolver el caso
“Verrochi” (19/8/1999), el tribunal volvió sobre sus
pasos y se mostró dispuesto a examinar si el Poder
Ejecutivo había actuado para remediar una situación



16 O.D. Nº 2.069 CAMARA DE DIPUTADOS DE LA NACION

de hecho constitutiva de un estado de emergencia,
es decir si estaba fácticamente justificada la emisión
de un decreto de necesidad y urgencia. Y con toda
claridad dijo la Corte en ese caso que “para que el
Poder Ejecutivo pueda ejercer legítimamente facul-
tades legislativas que, en principio, le son ajenas,
es necesaria la concurrencia de alguna de estas dos
circunstancias: 1) que sea imposible dictar la ley me-
diante el trámite ordinario previsto por la Constitu-
ción, vale decir que las Cámaras del Congreso no
puedan reunirse por circunstancias de fuerza ma-
yor que lo impidan, como ocurriría en el caso de ac-
ciones bélicas o desastres naturales que impidiesen
su reunión o el traslado de los legisladores a la Ca-
pital Federal; o 2) que la situación que requiere la
solución legislativa sea de una urgencia tal que deba
ser solucionada inmediatamente, en un plazo incom-
patible con el que demanda el trámite normal de las
leyes” (“Fallos”, 322:1726, considerando 9).

Para que no quedaran dudas, agregó el tribunal
que al analizar “el presupuesto fáctico que justifi-
caría la adopción de decretos de necesidad y ur-
gencia” corresponde “descartar criterios de mera
conveniencia ajenos a circunstancias extremas de
necesidad, puesto que la Constitución no habilita a
elegir discrecionalmente entre la sanción de una ley
o la imposición más rápida de ciertos contenidos
materiales por medio de un decreto” (considerando
9, segundo párrafo).

El criterio fue reiterado al menos en tres casos
posteriores. En “Risolía de Ocampo” expresó la Cor-
te Suprema que “el fundamento de los decretos de
necesidad y urgencia es la necesidad de poner fin
o remediar situaciones de gravedad que obligan a
intervenir en el orden patrimonial, fijando plazos,
concediendo esperas, como una forma de hacer po-
sible el cumplimiento de las obligaciones, a la vez
que atenuar su gravitación negativa sobre el orden
económico e institucional y la sociedad en su con-
junto”, con el agregado de que “uno de los requisi-
tos indispensables para que pueda reconocerse la
validez de un decreto como el cuestionado en el sub-
lite es que éste tenga la finalidad de proteger los
intereses generales de la sociedad y no de determi-
nados individuos” (2/8/2000, “Fallos”, 323:1934).

Luego, en “Cooperativa de Trabajo Fast Limita-
da”, la Corte requirió, para justificar la imposibili-
dad de seguir el trámite ordinario de las leyes, “que
las Cámaras del Congreso no puedan reunirse por
circunstancias de fuerza mayor que lo impidan” (1º/
11/2003, “Fallos”, 326:3180). Y en “Leguizamón Ro-
mero”, del 7 de diciembre de 2004 (“Fallos”, 327:
5559), la Corte reiteró que para que sea procedente
la emisión de un decreto de necesidad y urgencia
por parte del Poder Ejecutivo es necesario que exis-
ta un “grave trastorno que amenace la existencia,
seguridad o el orden público o económico”.

Esta doctrina es la actualmente vigente y contie-
ne las premisas bajo las cuales debe realizarse el aná-

lisis de los decretos de necesidad y urgencia reque-
rido por el artículo 99, inciso 3, cuarto párrafo, de la
Constitución Nacional, y por los artículos 2º, 10, 19
y concordantes de la ley 26.122.

3. Primera conclusión

Lo hasta aquí expuesto permite sintetizar una pri-
mera conclusión acerca de en qué situaciones o bajo
qué circunstancias –de acuerdo con la doctrina de la
Corte Suprema de Justicia– puede el presidente de la
Nación dictar decretos de necesidad y urgencia.

Las “circunstancias excepcionales” contempladas
en el artículo 99, inciso 3, de la Constitución Nacio-
nal se configuran ante una “situación de grave ries-
go social”, que “ponga en peligro la existencia mis-
ma de la Nación y el Estado”, o ante un “descalabro
económico generalizado” y frente a la necesidad de
“asegurar la continuidad y vigencia de la unión na-
cional”. Pero también es necesario que “las Cáma-
ras del Congreso no puedan reunirse por circuns-
tancias de fuerza mayor” y que se trate de “proteger
los intereses generales de la sociedad y no de de-
terminados individuos”.

Por lo tanto, en cada caso en que deba determi-
narse si un decreto de necesidad y urgencia ha sido
emitido de conformidad con la previsión constitu-
cional, o no, será necesario verificar la existencia de
los referidos supuestos de hecho. Y siempre apli-
cando un criterio de interpretación restrictivo, dado
el carácter excepcional de esta atribución del presi-
dente de la Nación.

4. Los decretos 185/02, 355/02, 473/02, 1.210/2,
37/03, 1.283/03, 141/03, 684/03, 923/04, 1.066/
04 y 267/05

Los decretos 185/02, 355/02, 473/02, 1.210/02, 37/
03, 1.283/03, 141/03, 684/03, 923/04, 1.066/04 y 267/
05 fueron dictados con el propósito de modificar
distintos artículos la Ley de Ministerios, disponien-
do entre otras cosas la fusión o escisión de las car-
teras de Estado o la modificación de sus respecti-
vos nombres o competencias.

Lo primero que debe señalarse es que, aparente-
mente, el jefe de Gabinete se ha limitado a enviar al
Congreso sólo el texto de los decretos, sin haber
adjuntado todos los antecedentes del caso, como hu-
biera correspondido. Digo aparentemente porque no
he recibido otro antecedente más que los menciona-
dos, pero no puedo descartar que ellos hayan ingre-
sado junto con el mensaje del jefe de Gabinete.

De todas maneras, surge del texto de los decre-
tos 473/02, 1.210/02, 1.283/03, 141/03, 684/03, 923/
04, 1.066/04 y 267/05 que fueron dictados entre los
meses de marzo y noviembre de sus respectivos
años, en pleno período de sesiones ordinarias del
Congreso (artículo 63 de la Constitución Nacional).
En el caso de los decretos 185, del 24 de enero de
2002, y 355, del 22 de febrero de 2002, también fue-
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ron dictados durante el período de sesiones ordi-
narias, prorrogadas hasta el día 28 de febrero de
2002 por el artículo 2º del decreto 23/2001 (artículos
63 y 99, inciso 9, CN). Por su parte, el decreto 37/03
fue dictado el 7 de enero de 2003 y, aunque en esa
fecha no se encontraba reunido el Congreso, el pre-
sidente no alegó circunstancia alguna que le impi-
diera prorrogar las sesiones ordinarias o convocar
a extraordinarias (artículos 63 y 99, inciso 9, CN, y
como de hecho lo hizo hasta el 31 de diciembre de
2002 por decreto 2.417/02 y a partir del 10 de febre-
ro de 2003 por decreto 208/03).

De todo ello resulta que al momento de dictarse
los decretos de necesidad y urgencia en cuestión
no existió ningún obstáculo de fuerza mayor que
hiciera imposible el tratamiento de las iniciativas an-
tes mencionadas por parte del Poder Legislativo.

A ello se agrega que en algunos de los decretos
bajo examen la falta de necesidad y urgencia es os-
tensible, tal como sucede, por ejemplo, con el de-
creto 923/04, que se limitó a sustituir la denomina-
ción del Ministerio de Salud por la de Ministerio de
Salud y Ambiente. Otro tanto ocurre con los decre-
tos 473/02, 1.210/02, 141/03, 684/03 y 1.066/04, cuyo
único cometido es el de transferir ciertas competen-
cias ya existentes de la órbita de una cartera a otra.
No se discute que estas medidas puedan tender a
mejorar la eficiencia de la administración; no obs-
tante, en todos los casos resulta imposible soste-
ner que estas reformas debieron necesariamente rea-
lizarse con urgencia excepcional o que se las pueda
vincular con una situación de “grave riesgo social”.

En síntesis, a partir de los datos consignados en
los párrafos anteriores, es muy difícil encontrar una
causa súbita, urgente, imprevista e impostergable
que hubiera justificado la emisión de los decretos
bajo examen.

En este punto recuerdo que, de acuerdo con la
interpretación de la Corte Suprema, para que proce-
da la emisión de un decreto de necesidad y urgen-
cia es preciso que “sea imposible dictar la ley
mediante el trámite ordinario previsto por la Consti-
tución, vale decir, que las Cámaras del Congreso no
puedan reunirse por circunstancias de fuerza ma-
yor que lo impidan, como ocurriría en el caso de ac-
ciones bélicas o desastres naturales que impidiesen
su reunión o el traslado de los legisladores a la Ca-
pital Federal” (“Verrochi”, “Fallos”, 322:1726, ya ci-
tado). En los casos bajo análisis, el presidente ni
siquiera ha intentado una explicación acerca de por
qué es imposible seguir el trámite previsto en la
Constitución para la sanción de las leyes. Sólo ha
expresado esa imposibilidad como una petición de
principio, sin fundamento alguno.

Las decisiones deberían haber sido adoptadas
mediante una ley, en sentido formal y material, dado
que en el caso de los decretos bajo examen se trató
de modificaciones a la ley 22.520, de Ministerios

(conforme artículo 100, inciso 6, de la Constitución
Nacional).

5. Conclusión

La conclusión, luego del precedente análisis, es
que el Poder Ejecutivo dictó los decretos de nece-
sidad y urgencia bajo análisis sin que estuvieran
reunidas las condiciones sustanciales para ello y
que, muy por el contrario, lo hizo por razones de
mera conveniencia, que es justamente lo que no
debe hacer (CSJ, “Fallos”, 322:1726, considerando 9).

Sí se encuentran cumplidos, en cambio, los recau-
dos formales previstos en la Constitución Nacional
por cuanto los decretos han sido dictados en acuer-
do general de ministros, han sido firmados por el
jefe de Gabinete de Ministros y este mismo funcio-
nario los ha remitido al Congreso. Además, las ma-
terias no son de las expresamente vedadas por el
artículo 99, inciso 3, párrafo tercero, de la Constitu-
ción Nacional. Pero el cumplimiento de estos recau-
dos formales es insuficiente para dotar de validez a
los decretos bajo análisis, dada la falta de cumpli-
miento de los recaudos sustanciales.

Por la materia de que se trata, el presidente po-
dría haber recurrido al ejercicio de facultades dele-
gadas [artículo 76 de la Constitución Nacional; artículo
2º, incisos a) y c), de las leyes 25.645 y 25.918], razón
por la cual resulta llamativo que haya optado por emi-
tir decretos de necesidad y urgencia que están clara-
mente fuera de la previsión constitucional.

En tal sentido, creo necesario subrayar que el he-
cho de que presidente de la Nación hubiera podido
resolver mediante otra forma normativa lo mismo que
resolvió mediante los decretos de necesidad y ur-
gencia bajo análisis no autoriza a concluir que es-
temos frente a un legítimo ejercicio de la atribución
contemplada en el artículo 99, inciso 3, de la Cons-
titución Nacional.

Todo lo contrario; tal como lo ha resuelto la Cor-
te Suprema, “no es procedente que frente a una de-
legación [...] el Poder Ejecutivo ejerza facultades ex-
cepcionales, concebidas para ser desempeñadas en
defecto de la actuación del Poder Legislativo y no
en forma concurrente con él” (CSJ, “Fallos”, 326:417,
considerando 30). Porque una vez producida la de-
legación, el presidente ya no tiene obstáculos para
actuar. En lo sucesivo, no puede alegar que no es
posible esperar a que se complete el tramite ordina-
rio de sanción de las leyes, ya que el hecho de la
delegación resulta en sí mismo “suficiente eviden-
cia de que no concurre la hipótesis que habilita el
mecanismo establecido en el artículo 99, inciso 3”,
(CSJ, fallo citado).

A lo cual se suma, en primer lugar, que ninguna
norma constitucional autoriza a suponer que el fin
puede justificar los medios (artículo 28 de la Cons-
titución Nacional) y, sobre todo, cuando está en jue-
go el principio de división de poderes (artículos 1º,
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44 y concordantes de la Constitución Nacional). En
segundo lugar, que las autoridades de la Nación no
pueden escoger a su libre arbitrio la forma del acto
jurídico mediante el cual expresar su voluntad o adop-
tar una decisión (argumento artículos 973, 976, 977 y
concordantes del Código Civil). Y en tercer lugar, que
en el caso específico de la delegación legislativa, uti-
lizar otra vía normativa podría erigirse como un meca-
nismo espurio para burlar las bases o política legisla-
tiva que el Congreso fija en toda norma de delegación
(conforme artículo 76 de la Constitución Nacional), y
eludir así el necesario control a cargo del propio Po-
der Legislativo o el Poder Judicial.

La Constitución Nacional ha establecido determi-
nadas formas y formalidades para que las decisio-
nes del presidente sean válidas y tengan fuerza obli-
gatoria. Deben constituir el ejercicio de una
atribución o competencia propia del jefe de la Na-
ción (artículo 99) y requieren del refrendo y legali-
zación de los ministros y el jefe de Gabinete (artícu-
lo 100). La falta de los requisitos prescritos por la
Constitución priva de validez y eficacia a los actos
del presidente (artículo 100, citado). Es decir, que
las formas deben ser respetadas y no es posible re-
currir indistintamente a cualquiera de los diferentes
tipos de decreto que el titular del Poder Ejecutivo
puede emitir. Más aún, las formas y procedimientos
empleados para la sanción y para la puesta en vi-
gencia de las normas legales son “de la mayor im-
portancia” por cuanto expresan “el consentimiento
de los diversos órganos” de gobierno; es así que
la falta de “cualquiera de esas formas esenciales”
hace que la norma “no sea tal o sea nula” (Joaquín
V. González, Manual de la Constitución Argenti-
na, N° 489, 26ª edición, Angel Estrada y Cía., Bue-
nos Aires, 1971).

Por último, basta pensar, aunque sea por un ins-
tante, en el desconcierto jurídico y político que se
produciría si se prescindiera de las formas y se
aceptara cualquier medio o instrumento como ge-
nuina expresión de voluntad de las autoridades, para
desechar de inmediato semejante absurdo.

Por todas las razones expuestas se aconseja el
rechazo de los decretos de necesidad y urgencia
185/02, 355/02, 473/02, 1.210/02, 37/03, 1.283/03, 141/
03, 684/03, 923/04, 1.066/04 y 267/05 bajo análisis.

Pablo G. Tonelli.

ANTECEDENTES

1

Mensaje del Poder Ejecutivo

Buenos Aires, 30 de enero de 2002.

Al Honorable Congreso de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabi-
lidad a fin de comunicarle el dictado del decreto 185

del 24 de enero de 2002, que en copia autenticada
se acompaña.

Dios guarde a vuestra honorabilidad.

Mensaje 196

EDUARDO A. DUHALDE.
Jorge M. Capitanich. – Rodolfo Gabrielli.

Buenos Aires, 24 de enero de 2002.

VISTO la Ley de Ministerios (texto ordenado por
decreto 438/92) y sus modificatorios, y

CONSIDERANDO:
Que por la ley citada se estableció la conforma-

ción de los distintos ministerios, así como también
las competencias asignadas a los mismos.

Que habiéndose analizado la composición actual
de los citados ministerios y considerando la tras-
cendencia que la producción constituye para el pro-
greso y desarrollo de la economía nacional, se hace
necesaria la creación de un área de nivel superior
que profundice la temática sobre el particular y que
esté destinada a fomentar, entre otros aspectos, el
comercio y la industria, a fin de maximizar la partici-
pación de los distintos sectores involucrados.

Que, en tal sentido, la incorporación del Ministe-
rio de la Producción permitirá perfeccionar el uso
de los recursos públicos, incrementando la calidad
de la acción estatal, además de concretar las metas
políticas diagramadas, y racionalizar y tornar más
eficiente la gestión pública.

Que la crítica situación económica por la que atra-
viesa la Nación determina la imperiosa necesidad de
creación de la citada área, configurando una circuns-
tancia excepcional que hace imposible seguir los trá-
mites ordinarios previstos por la Constitución Na-
cional para la sanción de las leyes.

Que la presente medida se dicta en uso de las atri-
buciones emergentes del artículo 99, incisos 1 y 3,
de la Constitución Nacional.

Por ello,

El presidente de la Nación Argentina en acuerdo
general de ministros

DECRETA:

Artículo 1º – Dáse por incorporado, a partir del 3
de enero de 2002, al artículo 1º de la Ley de Minis-
terios (texto ordenado por decreto 438/92), y
modificatorios, el Ministerio de la Producción, el que
quedará sujeto a las disposiciones contenidas en
la citada norma legal.

Art. 2º – Compete al Ministerio de la Producción
asistir al presidente de la Nación y al jefe de Gabi-
nete de Ministros, en orden a sus competencias, en
todo lo inherente a la producción, la industria, el
comercio, la minería, la agricultura, la ganadería, la pes-
ca y al desarrollo de las actividades productivas.
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Art. 3º – La presente medida comenzará a regir a
partir de su publicación en el Boletín Oficial.

Art. 4º – Comuníquese, publíquese, dese a la Di-
rección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Decreto 185

EDUARDO A. DUHALDE.

Jorge M. Capitanich. – José I. De
Mendiguren. – Carlos F. Ruckauf. –
Graciela M. Giannettasio. – Ginés M.
González García. – Alfredo N.
Atanasof. – Jorge L. Remes Lenicov. –
Rodolfo Gabrielli. – Jorge R. Vanossi.
– José H. Jaunarena.

2

Mensaje del Poder Ejecutivo

Buenos Aires, 21 de febrero de 2002.

Al Honorable Congreso de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabi-
lidad a fin de comunicarle el dictado del decreto 355
del 21 de febrero de 2002, que en copia autenticada
se acompaña.

Dios guarde a vuestra honorabilidad.

Mensaje 356

EDUARDO A. DUHALDE.

Jorge M. Capitanich. – Rodolfo Gabrielli.

Buenos Aires, 21 de febrero de 2002.

VISTO la Ley de Ministerios (texto ordenado por
decreto 438/92), modificada por las leyes 24.190 y
25.233 y por los decretos 1.343 de fecha 24 de octu-
bre de 2001, 1.366 de fecha 26 de octubre de 2001 y
1.454 de fecha 8 de noviembre de 2001, y

CONSIDERANDO:

Que con el fin de perfeccionar el uso de los re-
cursos públicos, incrementando la calidad de la ac-
ción estatal, corresponde efectuar un reordenamien-
to estratégico que permita concretar las metas
políticas diagramadas así como racionalizar y tor-
nar más eficiente la gestión pública.

Que atento a la presente situación socio-econó-
mica del país, es recomendable la creación de un
área específicamente dedicada al diseño e instru-
mentación de acciones que fortalezcan el desarro-
llo del sector productivo privado y favorezcan el
crecimiento económico, a fin de mejorar las condi-
ciones de vida de amplios sectores de la población
económicamente activos.

Que el área de producción representa a sectores
de desarrollo alternativo de la actividad económica

que permite la generación de empleo, de divisas y
la reconversión de las economías regionales.

Que es necesario generar sinergias positivas en-
tre el área de formulación y ejecución de la política
económica y aquella orientada a la regulación de
servicios públicos concesionados o privatizados en
condiciones monopólicas, por su evidente inciden-
cia en la competitividad y desarrollo sustentable del
país.

Que la experiencia acumulada demuestra la nece-
sidad de continuar realizando acciones que conduz-
can a la concentración del gasto con el objeto de
dar respuesta a los grupos sociales de mayor vul-
nerabilidad.

Que la crítica situación económica por la que atra-
viesa la Nación determina la imperiosa necesidad de
efectuar la reorganización proyectada, configuran-
do una circunstancia excepcional que hace imposi-
ble seguir los trámites ordinarios previstos por la
Constitución Nacional para la sanción de las leyes.

Que el presente decreto se dicta en uso de las
facultades conferidas al Poder Ejecutivo nacional por
el artículo 99, inciso 3, de la Constitución Nacional.

Por ello,

El presidente de la Nación Argentina en acuerdo
general de ministros

DECRETA:

Artículo 1º – Sustitúyese el artículo 1º de la Ley
de Ministerios (texto ordenado por decreto 438/92),
modificada por las leyes 24.190 y 25.233 y por los
decretos 1.343 de fecha 24 de octubre de 2001, 1.366
de fecha 26 de octubre de 2001 y 1.454 de fecha 8
de noviembre de 2001, por el siguiente:

Artículo 1º: El jefe de Gabinete de Ministros
y diez (10) ministros secretarios tendrán a su
cargo el despacho de los negocios de la Na-
ción. Los ministerios serán los siguientes:

Del Interior.
De Relaciones Exteriores, Comercio Interna-

cional y Culto.
De Defensa.
De Economía e Infraestructura.
De la Producción.
De Justicia y Derechos Humanos.
De Trabajo, Empleo y Seguridad Social.
De Desarrollo Social.
De Salud.
De Educación, Ciencia y Tecnología.

Art. 2º – Sustitúyese el título III de la Ley de Mi-
nisterios (texto ordenado por decreto 438/92), mo-
dificada por las leyes 24.190 y 25.233 y por los de-
cretos 1.343 de fecha 24 de octubre de 2001, 1.366
de fecha 26 de octubre de 2001 y 1.454 de fecha 8
de noviembre de 2001, por el siguiente:
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TITULO III

De las secretarías de la Presidencia
de la Nación

Artículo 9º: Las tareas necesarias para posi-
bilitar la actividad del presidente de la Nación
serán atendidas por las siguientes secretarías
presidenciales:

1. General.
2. Legal y Técnica.
3. De Inteligencia.
4. De Seguridad Interior.
5. De Turismo y Deporte.
6. De Obras Públicas.
7. De Medios de Comunicación.
8. De Cultura.
9. De Programación para la Prevención de

la Drogadicción y la Lucha contra el
Narcotráfico.

Las secretarías enunciadas precedentemen-
te asistirán al Poder Ejecutivo nacional en for-
ma directa. Análoga asistencia prestarán las
demás secretarías y organismos que el presi-
dente de la Nación cree al efecto, sin perjuicio
de sus facultades de modificación, transferen-
cia o supresión de dichas secretarías y orga-
nismos.

Artículo 10: El presidente de la Nación de-
terminará las funciones específicas de cada se-
cretaría y organismo presidencial. Los secreta-
rios de la Presidencia de la Nación integrarán
el gabinete nacional con funciones similares a
las enunciadas en el artículo 4º, inciso a).

Los secretarios General y Legal y Técnico,
ambos de la Presidencia de la Nación, tendrán
rango y jerarquía de ministro.

Artículo 11: El presidente de la Nación de-
terminará el o los ministros secretarios que re-
frendarán y legalizarán los decretos originados
en las secretarías y organismos de su unidad
conforme a la naturaleza de la medida, sin per-
juicio de la intervención que corresponda al
jefe de Gabinete de Ministros.

Artículo 12: El Poder Ejecutivo nacional po-
drá disponer la creación de comisiones nacio-
nales de asesoramiento o simples asesorías
permanentes o transitorias, con dependencia
directa del presidente de la Nación, sin funcio-
nes ejecutivas.

Art. 3º – Sustitúyese el título V de la Ley de Mi-
nisterios (texto ordenado por decreto 438/92), mo-
dificada por las leyes 24.190 y 25.233 y por los de-
cretos 1.343 de fecha 24 de octubre de 2001, 1.366
de fecha 26 de octubre de 2001 y 1.454 de fecha 8
de noviembre de 2001, por el siguiente:

TITULO V

Del jefe de Gabinete de Ministros
y de cada ministerio en particular

Artículo 16: Son atribuciones del jefe de Ga-
binete de Ministros, con responsabilidad polí-
tica ante el Congreso de la Nación, las esta-
blecidas en la Constitución Nacional. En
consecuencia le corresponde:

1. Cumplir y hacer cumplir la Constitución
Nacional y la legislación vigente.

2. Ejercer la administración general del país
y asistir al presidente de la Nación en
la conducción política de dicha adminis-
tración.

3. Ejercer las atribuciones de administra-
ción que le delegue el presidente de la
Nación respecto de los poderes propios
de éste.

4. Entender en la organización y convo-
catoria de las reuniones y acuerdos de
gabinete, coordinando los asuntos a
tratar.

5. Coordinar y controlar las actividades de
los ministerios y de las distintas áreas
a su cargo, realizando su programación
y control estratégico a fin de obtener
coherencia en el accionar de la adminis-
tración e incrementar su eficacia.

6. Coordinar las relaciones del Poder Eje-
cutivo nacional con ambas Cámaras del
Honorable Congreso de la Nación, sus
comisiones e integrantes, en cumpli-
miento de las atribuciones que le asig-
na la Constitución Nacional, procuran-
do la mayor fluidez en dichas relaciones
y el más pronto trámite de los mensajes
del presidente de la Nación que promue-
van la iniciativa legislativa.

7. Producir los informes mensuales que
establece el artículo 101 de la Constitu-
ción Nacional, relativos a la marcha del
gobierno, y los demás que le fueren re-
queridos por las Cámaras del Congre-
so.

8. Dictar decisiones administrativas refe-
ridas a los actos y reglamentos que sean
necesarios para ejercer las facultades
que le atribuye la Constitución Nacio-
nal y aquéllas que le delegue el presi-
dente de la Nación, con el refrendo del
ministro secretario que corresponda en
razón de la materia.

9. Nombrar, promover y remover a los em-
pleados de la administración pública
nacional, excepto a aquéllos cuyo nom-
bramiento está reservado al presidente
de la Nación por el artículo 99, inciso 7,
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de la Constitución Nacional y por el ar-
tículo 13 del decreto 977 del 6 de julio
de 1995 y/o la norma que lo reemplace;
y entender en la definición de las polí-
ticas de recursos humanos, que asegu-
ren el desarrollo y funcionamiento de un
sistema eficiente de carrera administra-
tiva.

10. Entender en el perfeccionamiento de la
organización y funcionamiento de la ad-
ministración pública nacional, procuran-
do optimizar y coordinar los recursos
humanos, técnicos, materiales y finan-
cieros con que cuenta.

11. Dirigir y supervisar el accionar del cuer-
po de administradores gubernamenta-
les.

12. Aprobar las estructuras organizativas
de la jurisdicción, ministerios y organis-
mos descentralizados que les depen-
dan, correspondientes al primer nivel
operativo.

13. Presentar al Honorable Congreso de la
Nación, junto con los ministros secre-
tarios, la memoria anual detallada del es-
tado de la Nación en lo relativo a los
negocios de los ministerios.

14. Hacer recaudar las rentas de la Nación.
15. Intervenir en la elaboración y control de

ejecución de la ley de presupuesto, así
como también en los niveles del gasto
y de los ingresos públicos, sin perjui-
cio de la responsabilidad primaria del
ministro secretario del área y de la su-
pervisión que al presidente de la Nación
compete en la materia.

16. Requerir de los ministros secretarios,
secretarios y demás funcionarios de la
administración pública nacional la infor-
mación necesaria para el cumplimiento
de su función específica y de las res-
ponsabilidades emergentes de los ar-
tículos 100, incisos 10 y 11, y 101 de la
Constitución Nacional, la que deberá
producirse dentro del plazo que a tal
efecto establezca.

17. Asistir al presidente de la Nación en el
análisis de los mensajes que promueven
la iniciativa legislativa, en particular los
proyectos de ley de ministerios y de
presupuesto que deberán ser tratados
en acuerdo de gabinete, y de los pro-
yectos de ley sancionados por el Con-
greso Nacional.

18. Asistir al presidente de la Nación en el
dictado de instrucciones y reglamentos
que sean necesarios para la ejecución de
las leyes de la Nación y de los decretos

que dispongan la prórroga de las sesio-
nes ordinarias o la convocatoria a ex-
traordinarias del Congreso de la Nación.

19. Coordinar y controlar la ejecución de las
delegaciones autorizadas a los ministros
secretarios.

20. Velar por el cumplimiento de las deci-
siones que emanen del Poder Judicial
en uso de sus atribuciones.

21. Coordinar y controlar las prioridades y
relaciones interjurisdiccionales vincula-
das con la gestión y ejecución del fi-
nanciamiento proveniente de organis-
mos internacionales de crédito.

22. Coordinar el seguimiento de la relación
fiscal entre la Nación y las provincias.

23. Entender en la evaluación y priorización
del gasto, efectuando el diagnóstico y
seguimiento permanente de sus efectos
sobre las condiciones de vida de la po-
blación.

24. Entender en la distribución de las ren-
tas nacionales, según la asignación de
presupuesto aprobada por el Congreso,
y en su ejecución.

25. Intervenir en la aplicación de la política
salarial del sector público, con partici-
pación de los ministerios y organismos
que correspondan.

26. Intervenir en los planes de acción y los
presupuestos de las sociedades del Es-
tado, entidades autárquicas, organis-
mos descentralizados o desconcentra-
dos y cuentas y fondos especiales,
cualquiera sea su denominación o na-
turaleza jurídica en su área; así como en
su intervención, liquidación, cierre,
privatización, fusión, disolución o cen-
tralización.

27. Entender en la elaboración, aplicación
y fiscalización del régimen de suminis-
tros del Estado.

Artículo 17: Compete al Ministerio del Inte-
rior asistir al presidente de la Nación, y al jefe
de Gabinete de Ministros, en orden a sus com-
petencias, en todo lo inherente al gobierno po-
lítico interno y al ejercicio pleno de los princi-
pios y garantías constitucionales, asegurando
y preservando el régimen republicano, repre-
sentativo y federal, y en particular:

1. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas del área de su com-
petencia.

2. Ejecutar los planes, programas y pro-
yectos del área de su competencia ela-
borados conforme las directivas que im-
parta el Poder Ejecutivo nacional.
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3. Entender en las cuestiones institucio-
nales en que estén en juego los dere-
chos y garantías de los habitantes de
la República, y en lo relacionado con la
declaración del estado de sitio y sus
efectos.

4. Entender en las propuestas de reforma
de la Constitución Nacional y en las re-
lacionadas con las convenciones que se
reúnan al efecto.

5. Entender en las relaciones y en el des-
envolvimiento con los gobiernos de las
provincias y el de la Ciudad de Buenos
Aires, y en las relaciones y cuestiones
interjurisdiccionales y coordinar políti-
cas que coadyuven y fomenten la for-
mación de regiones en el territorio nacio-
nal, a los fines establecidos en el artículo
124 de la Constitución Nacional.

6. Intervenir en la elaboración de la legis-
lación nacional, cuando sea necesario,
coordinar normas federales y provincia-
les.

7. Participar en la evaluación de la estruc-
tura económico-financiera de los esta-
dos provinciales y regiones del país
para estar en condiciones de asistir a
los mismos.

8. Entender en la implementación y coor-
dinación de las políticas y acciones ten-
dientes a propiciar la descentralización
en los gobiernos municipales.

9. Entender en lo concerniente a los pue-
blos indígenas argentinos, con interven-
ción de los ministerios que tengan asig-
nadas competencias en la materia, a los
efectos previstos en el artículo 75, inci-
so 17, de la Constitución Nacional.

10. Entender, a los efectos prescritos en los
artículos 37, 38, 39 y 40 de la Constitu-
ción Nacional, en lo relacionado con el
ejercicio de los derechos políticos de
los ciudadanos, al régimen electoral, al
de los partidos políticos y su financia-
miento, al derecho de iniciativa y a la
consulta popular.

11. Entender en lo relacionado con la pro-
gramación y ejecución de la legislación
electoral, el empadronamiento de los
ciudadanos, la organización, conduc-
ción y control del Registro Nacional de
las Personas y las leyes de amnistías
políticas.

12. Intervenir en lo relativo a la concesión
del derecho de asilo.

13. Entender en lo atinente a la nacionali-
dad, derechos y obligaciones de los ex-

tranjeros y su asimilación e integración
con la comunidad nacional.

14. Entender en la supervisión del Archivo
General de la Nación.

15. Entender en la coordinación de las ac-
ciones tendientes a solucionar situacio-
nes extraordinarias o emergencias que
se produzcan en el territorio de la Na-
ción.

16. Entender en los actos de carácter pa-
triótico, efemérides, feriados, custodia
de emblemas y símbolos nacionales,
uso de emblemas y símbolos extranje-
ros e intervenir en lo relativo a la erec-
ción y emplazamiento de monumentos.

17. Intervenir en el régimen jurídico de las
aguas de los ríos interprovinciales y sus
afluentes.

18. Entender en la elaboración y aplicación
de las normas que rijan lo inherente a
migraciones internas y externas y en el
otorgamiento de la condición de refu-
giado.

19. Intervenir en la creación de condiciones
favorables para afincar núcleos de po-
blación en zonas de baja densidad de-
mográfica y de interés geopolítico.

20. Intervenir en la elaboración de las polí-
ticas para el desarrollo de las áreas y
zonas de frontera y entender en su eje-
cución en el área de su competencia.

21. Entender en la intervención del gobier-
no federal en las provincias y en la Ciu-
dad de Buenos Aires.

22. Intervenir, juntamente con las áreas
competentes, en la gestión, elaboración,
ejecución y supervisión de políticas de
acciones tendientes a optimizar el fun-
cionamiento armónico de los espacios
integrados a los efectos previstos en los
artículos 75, inciso 24, y 124 de la Cons-
titución Nacional.

Artículo 18: Compete al Ministerio de Rela-
ciones Exteriores, Comercio Internacional y
Culto asistir al presidente la Nación, y al jefe
de Gabinete de Ministros, en orden a sus com-
petencias, en todo lo inherente a las relacio-
nes exteriores de la Nación y su representación
ante los gobiernos extranjeros, la Santa Sede
y las entidades internacionales en todos los
campos del accionar de la República, y en par-
ticular:

1. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas del área de su com-
petencia.

2. Ejecutar los planes, programas y pro-
yectos del área de su competencia ela-
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borados conforme las directivas que im-
parta el Poder Ejecutivo nacional.

3. Entender, desde el punto de vista de la
política exterior, en todas las reuniones,
congresos y conferencias de carácter
internacional y en las misiones especia-
les ante los gobiernos extranjeros, or-
ganismos y entidades internacionales,
así como en las instrucciones que co-
rresponda impartir en cada caso, y su
ejecución.

4. Entender en las relaciones con el cuer-
po diplomático y consular extranjero y
con los representantes gubernamenta-
les, de organismos y entidades intergu-
bernamentales en la República.

5. Entender, desde el punto de vista de la
política exterior, en la elaboración, regis-
tro e interpretación de los tratados, pac-
tos, convenios, protocolos, acuerdos,
arreglos o cualquier otro instrumento de
naturaleza internacional, en todas las
etapas de la negociación, adopción, ad-
hesión, accesión y denuncia.

6. Entender, desde el punto de vista de la
política exterior, en todo lo inherente a
las actividades de las misiones especia-
les enviadas a la República por los go-
biernos extranjeros o por organismos o
entidades internacionales.

7. Entender en la protección y asistencia
de los ciudadanos e intereses de los ar-
gentinos en el exterior, así como forta-
lecer sus vínculos con la República.

8. Intervenir, en su área, en las decisiones
sobre el uso de la fuerza armada, en las
materias relacionadas con el estado de
guerra y su declaración, en la solución
de las controversias internacionales, los
ajustes de paz, la aplicación de sancio-
nes decididas por organismos interna-
cionales competentes y otros actos con-
templados por el derecho internacional.

9. Entender en la política vinculada con las
operaciones de mantenimiento de la paz
en el ámbito de las organizaciones in-
ternacionales y como resultado de com-
promisos bilaterales adquiridos por la
República, e intervenir en su ejecución.

10. Entender en la política de desarme, se-
guridad y antiterrorismo internacional.

11. Entender en la introducción y tránsito
de fuerzas extranjeras por el territorio de
la República y la salida de fuerzas na-
cionales.

12. Entender, desde el punto de vista de la
política exterior, en las materias referi-

das a la no proliferación de tecnologías
sensitivas vinculadas a las armas de
destrucción en masa e intervenir en el
control de exportaciones sensitivas y
material bélico.

13. Entender, desde el punto de vista de la
política exterior, en la tramitación de los
tratados de arreglos concernientes a los
límites internacionales, y en el registro
y difusión de los mapas oficiales de los
límites de la República.

14. Entender en la tramitación de rogatorias
judiciales, pedidos de extradición y en
los asuntos relativos a la asistencia ju-
dicial internacional.

15. Entender en la concesión del derecho
de asilo y el otorgamiento de la condi-
ción de refugiado.

16. Entender en la promoción y difusión de
la imagen de la República en el exterior,
coordinando previamente con los orga-
nismos que correspondan.

17. Entender en los aspectos políticos y
económicos internacionales en la formu-
lación y conducción de los procesos de
integración de los que participa la Repú-
blica, así como también en el estableci-
miento y conducción de los órganos co-
munitarios surgidos de dichos procesos,
y en todo lo relativo a su convergencia
futura con otros procesos de integración.

18. Entender, desde el punto de vista de la
política exterior y en coordinación con
los organismos nacionales, provinciales
y regionales de enlace, en el desarrollo
de los procesos de integración física
con los países limítrofes.

19. Entender en la ejecución de la política
comercial en el exterior, incluyendo la
promoción y las negociaciones interna-
cionales de naturaleza económica y co-
mercial, así como en la conducción del
servicio económico y comercial exterior
e intervenir en la formulación, definición
y contenidos de la política comercial en
el exterior.

20. Entender en las relaciones con los or-
ganismos económicos y comerciales in-
ternacionales.

21. Entender en la promoción, organización
y participación en exposiciones, ferias,
concursos, muestras y misiones de ca-
rácter económico, oficiales y privadas,
en el exterior, atendiendo a las orienta-
ciones de política económica global y
sectorial que se definan.

22. Entender en las políticas y determina-
ción de acciones de asistencia humani-
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taria internacional, ayuda de emergen-
cia y rehabilitación para el desarrollo a
nivel internacional, su implementación,
financiación y ejecución, en coordina-
ción con los organismos competentes
del sistema de las Naciones Unidas y
otros organismos internacionales.

23. Entender en todo lo relacionado con las
representaciones permanentes o transi-
torias de la República en el exterior.

24. Entender en la organización del Servi-
cio Exterior de la Nación y en el ingre-
so, capacitación, promoción y propues-
tas de ascensos de sus integrantes que
se realicen al Honorable Congreso de
la Nación.

25. Entender en la legalización de documen-
tos para y del exterior.

26. Entender en la publicación del texto ofi-
cial de los tratados y demás acuerdos in-
ternacionales concluidos por la Nación.

27. Entender, desde el punto de vista de la
política exterior, en la negociación de la
cooperación internacional en los ámbi-
tos educativos, cultural, ambiental, eco-
nómico, social, científico, técnico, tec-
nológico, nuclear, espacial, laboral y
jurídico, en coordinación con los res-
pectivos ministerios y con los demás or-
ganismos nacionales que tengan com-
petencia en alguno de dichos ámbitos.

28. Intervenir, desde el punto de vista de
la política exterior, en la elaboración y
ejecución de la política de migración e
inmigración en el plano internacional y
en lo relacionado con la nacionalidad,
derechos y obligaciones de los extran-
jeros y su asimilación e integración con
la comunidad nacional.

29. Entender en las negociaciones interna-
cionales y participar, desde el punto de
vista de las relaciones exteriores, en la
formulación y ejecución de las políticas
sobre protección de medio ambiente y
de la preservación del territorio terres-
tre y marítimo argentino y sus áreas ad-
yacentes, así como del espacio aéreo.

30. Entender, desde el punto de vista de la
política exterior, en todo lo relativo a la
prevención y sanción de delitos inter-
nacionales.

31. Entender en las negociaciones interna-
cionales e intervenir en la formulación
de políticas que conduzcan a conve-
nios bilaterales y multilaterales de co-
operación internacional en materia de
lucha contra el tráfico ilícito de estupe-
facientes y sustancias psicotrópicas.

32. Entender en el reconocimiento de Esta-
dos, gobiernos y situaciones internacio-
nales.

33. Entender en la aplicación del derecho
humanitario internacional en coopera-
ción con los organismos especializados
de Naciones Unidas, con la Cruz Roja
Internacional, así como también en la
formulación y ejecución del programa
internacional denominado Cascos Blan-
cos.

34. Participar en la formulación de políticas,
elaboración de planes y programas, y
en la representación del Estado nacio-
nal ante los organismos internacionales
en materia de derechos humanos y en
aquellos relativos a la condición y si-
tuación de la mujer, e intervenir en la re-
forma de la legislación nacional en di-
chas materias.

35. Intervenir en todos los actos del Poder
Ejecutivo nacional que tengan conexión
con la política exterior de la Nación o
se vinculen con los compromisos asu-
midos por la República.

36. Entender en la planificación y dirección
de la política antártica, así como tam-
bién en la implementación de los com-
promisos internacionales e intervenir en
la ejecución de la actividad antártica.

37. Entender en las relaciones del gobier-
no con la Iglesia Católica, Apostólica y
Romana; en la centralización de las ges-
tiones que ante la autoridad pública
hicieren la Iglesia, personas y entidades
del culto y en las acciones correspon-
dientes al otorgamiento de credenciales
eclesiásticas.

38. Entender en las relaciones con todas las
organizaciones religiosas que funcio-
nen en el país para garantizar el libre
ejercicio del culto y en el registro de las
mismas.

39. Intervenir en la elaboración de las polí-
ticas para el desarrollo de áreas y zo-
nas de frontera y entender en su ejecu-
ción en el área de su competencia.

Artículo 19: Compete al Ministerio de Defen-
sa asistir al presidente de la Nación y al jefe
de Gabinete de Ministros, en orden a sus com-
petencias, en todo lo inherente a la defensa na-
cional y las relaciones con las fuerzas armadas
dentro del marco institucional vigente, y en par-
ticular:

1. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas del área de su com-
petencia.
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2. Ejecutar los planes, programas y pro-
yectos del área de su competencia ela-
borados conforme las directivas que im-
parta el Poder Ejecutivo nacional.

3. Entender en la determinación de los re-
querimientos de la defensa nacional.

4. Entender en la elaboración del presu-
puesto de las fuerzas armadas y en la
coordinación y distribución de los cré-
ditos correspondientes.

5. Entender en la coordinación de las
actividades logísticas de las fuerzas ar-
madas en todo lo relativo al abasteci-
miento, normalización, catalogación y
clasificación de efectos y las emergen-
tes del planeamiento militar conjunto.

6. Intervenir en la planificación, dirección
y ejecución de las actividades de inves-
tigación y desarrollo de interés para la
defensa nacional.

7. Entender en la formulación de la políti-
ca de movilización y plan de moviliza-
ción nacional, para el caso de guerra y
su ejecución.

8. Entender en el registro, clasificación y
distribución del potencial humano des-
tinado a la reserva de las fuerzas arma-
das y en el fomento de las actividades
y aptitudes de interés para la defensa.

9. Entender en las actividades concernien-
tes a la inteligencia de estratégica mili-
tar, conforme lo establecido en la ley
25.520.

10. Entender en la coordinación de los as-
pectos comunes a las fuerzas armadas,
especialmente en los ámbitos adminis-
trativo, legal y logístico.

11. Coordinar juntamente con la Secretaría
de Seguridad Interior de la Presidencia
de la Nación los aspectos comunes a
las fuerzas armadas y de seguridad.

12. Entender en la determinación de la in-
tegración de los contingentes que se
envíen al exterior para componer fuer-
zas de mantenimiento de la paz.

13. Entender en la dirección de los organis-
mos conjuntos de las fuerzas armadas
puestos bajo su dependencia.

14. Intervenir en la proposición de los nom-
bramientos para los cargos superiores
de los organismos conjuntos que le es-
tán subordinados.

15. Entender en la administración de justi-
cia y disciplina militar, a través de tri-
bunales que de él dependen.

16. Entender en el registro, habilitación, fis-
calización y supervisión que establece

la legislación vigente en materia de ar-
mas, pólvoras, explosivos y afines.

17. Entender en la propuesta de efectivos
de las fuerzas armadas y su distribución.

18. Participar en la planificación, dirección
y ejecución de las actividades produc-
tivas en las cuales resulte conveniente
la participación del Estado por ser de
interés para la defensa nacional.

19. Entender en los estudios y trabajos téc-
nicos y en la formulación y ejecución
de las políticas nacionales en lo que hace
específicamente a la defensa nacional.

20. Intervenir en la definición de políticas
relativas a las actividades productivas
que integran el sistema de producción
para la defensa.

21. Entender en la elaboración y propuesta
de los planes tendientes al cumplimien-
to de los fines de la defensa nacional
en las áreas de frontera, así como su di-
rección y ejecución.

22. Entender conjuntamente con el Minis-
terio de Relaciones Exteriores, Comer-
cio Internacional y Culto en la planifi-
cación, dirección y ejecución de la
actividad antártica.

23. Entender en el planeamiento militar con-
junto, la determinación de los requeri-
mientos provenientes del mismo y la fis-
calización de su cumplimiento.

24. Entender en la formulación y aplicación
de los principios y normas para el fun-
cionamiento y empleo de las fuerzas ar-
madas.

25. Entender en el registro, habilitación, fis-
calización y dirección técnica de los ac-
tos y actividades vinculadas a la nave-
gación por agua y aire en cuanto sean
de su jurisdicción.

Artículo 20: Compete al Ministerio de Eco-
nomía e Infraestructura asistir al presidente de
la Nación y al jefe de Gabinete de Ministros,
en orden a sus competencias, en todo lo inhe-
rente a la política económica, a la administra-
ción de las finanzas públicas, a los servicios
públicos de competencia federal, a las relacio-
nes económicas, financieras y fiscales con las
provincias y la Ciudad de Buenos Aires, y en
particular:

1. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas del área de su com-
petencia.

2. Ejecutar los planes, programas y pro-
yectos del área de su competencia ela-
borados conforme las directivas que im-
parta el Poder Ejecutivo nacional.
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3. Entender en la elaboración y control de
ejecución del presupuesto general de
gastos y cálculo de recursos de la ad-
ministración nacional, así como también
en los niveles del gasto y de los ingre-
sos públicos.

4. Entender en la recaudación y distribu-
ción de las rentas nacionales, según la
asignación de presupuesto aprobada
por el Honorable Congreso de la Na-
ción y en su ejecución conforme a las
pautas que decida el jefe de Gabinete
de Ministros con la supervisión del Po-
der Ejecutivo nacional.

5. Entender en lo referente a la contabili-
dad pública y en la fiscalización de
todo gasto e inversión que se ordene
sobre el Tesoro de la Nación.

6. Entender en la aplicación de la política
salarial del sector público, con la parti-
cipación de los ministerios y organis-
mos que correspondan.

7. Participar en la elaboración de las nor-
mas regulatorias de las negociaciones
colectivas del sector privado.

8. Participar en la elaboración, aplicación
y fiscalización del régimen de suminis-
tros del Estado conforme a las pautas
que decida el jefe de Gabinete de Mi-
nistros, con la supervisión del Poder
Ejecutivo nacional.

9. Entender en la elaboración, aplicación
y fiscalización del régimen impositivo y
aduanero.

10. Entender en la legislación de saldos de
deudas a cargo de la administración na-
cional.

11. Entender en lo referido al crédito y a la
deuda pública.

12. Entender en la política monetaria, finan-
ciera y cambiaria con arreglo a las atri-
buciones que le competen al Banco
Central de la República Argentina.

13. Supervisar y coordinar las acciones de
las entidades financieras oficiales na-
cionales.

14. Entender en el régimen de bolsas y mer-
cados de valores.

15. Entender en todo lo relacionado con el
régimen de seguros y reaseguros.

16. Entender en el desenvolvimiento de las
empresas y sociedades del Estado, en-
tidades autárquicas, organismos des-
centralizados o desconcentrados y
cuentas y fondos especiales, cualquie-
ra sea su denominación o naturaleza ju-
rídica, correspondientes a su órbita, tan-

to en lo referido a los planes de acción
y presupuesto como en cuanto a su in-
tervención, cierre, liquidación, privatiza-
ción, fusión, disolución o centralización,
e intervenir en aquellas que no perte-
nezcan a su jurisdicción, conforme las
pautas que decida el jefe de Gabinete
de Ministros con la supervisión del Po-
der ejecutivo nacional.

17. Entender en la autorización de operacio-
nes de crédito interno y externo del sec-
tor público nacional, incluyendo los or-
ganismos descentralizados y empresas
del sector público; de los empréstitos
públicos por cuenta del gobierno de la
Nación y de otras obligaciones con ga-
rantías especiales, o sin ellas, como en-
tender, asimismo, en las operaciones fi-
nancieras del mismo tipo que se realicen
para necesidades del sector público
provincial, municipal y de la Ciudad de
Buenos Aires, cuando se trate de pre-
servar el crédito público de la Nación.

18. Entender en las negociaciones interna-
cionales de naturaleza monetaria y fi-
nanciera y en las relaciones con los or-
ganismos monetarios y financieros
internacionales.

19. Entender en la administración de las
participaciones mayoritarias o minorita-
rias que el Estado posea en sociedades
o empresas.

20. Entender en la elaboración de las es-
tructuras arancelarias con la interven-
ción de las áreas que correspondan.

21. Entender en la elaboración y ejecución
de la política de reembolsos y reintegros
a la exportación y aranceles.

22. Entender en la elaboración y ejecución
de la política de inversiones extranjeras.

23. Intervenir en la definición de la política
comercial en el campo exterior.

24. Intervenir en los regímenes de precios
índices y mecanismos antidúmping y
otros instrumentos de regulación del
comercio exterior.

25. Entender en la elaboración del plan de
inversión pública, conforme las pautas
y prioridades que decida el jefe de Ga-
binete de Ministros y según las directi-
vas del Poder Ejecutivo nacional.

26. Entender en la organización, dirección
y fiscalización del registro de los bie-
nes del Estado y en la administración
de los inmuebles no afectados a otros
organismos.

27. Entender en la acuñación de monedas
e impresión de billetes, timbres, sellos,
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papeles fiscales, otros valores y otros
impresos oficiales de similares caracte-
rísticas.

28. Entender en la programación macroeco-
nómica a mediano y largo plazo y en la
orientación de los recursos acorde con
la política nacional en materia regional.

29. Entender en la elaboración de las polí-
ticas y normas de regulación de los ser-
vicios públicos, en la supervisión de los
organismos y entes de control de los
concesionarios de obra o de servicios
públicos.

30. Entender en la elaboración de normas
de regulación de las licencias de servi-
cios públicos otorgadas por el Estado
nacional o las provincias acogidas por
convenios, a los regímenes federales en
la materia.

31. Entender en la elaboración y ejecución
de la política nacional de transporte flu-
vial, marítimo y terrestre, así como en
su regulación y coordinación.

32. Entender en todo lo relacionado con el
transporte internacional.

33. Entender en la supervisión, el fomento
y el desarrollo técnico y económico de
los sistemas de transporte terrestre.

34. Entender en la coordinación de las ta-
reas de las reparticiones, empresas na-
cionales o privadas que operan en los
puertos y vías navegables, así como en
el otorgamiento de las habilitaciones
que correspondan y en su fiscalización
o administración.

35. Entender en la elaboración, aplicación
y fiscalización del régimen de la flota
mercante, fluvial, de cabotaje y ultramar.

36. Entender en la elaboración y en la eje-
cución de la política energética nacio-
nal.

37. Entender en la elaboración y fiscaliza-
ción del régimen de combustibles.

38. Entender en la elaboración y en la eje-
cución de la política en materia de co-
municaciones.

39. Entender en la elaboración, ejecución y
fiscalización del servicio postal.

40. Intervenir en la elaboración de las polí-
ticas para el desarrollo de las áreas y
zonas de frontera.

41. Ejercer las facultades de contralor res-
pecto de aquellos entes u organismos
de control de las áreas privatizadas o
dadas en concesión en el área de su
competencia, así como también hacer
cumplir los marcos regulatorios corres-

pondientes, e intervenir en los regíme-
nes de tarifas, cánones, aranceles y ta-
sas de las mismas.

Artículo 21: Compete al Ministerio de la Pro-
ducción asistir al presidente de la Nación y al
jefe de Gabinete de Ministros, en orden a sus
competencias, en todo lo inherente a la produc-
ción, la industria, el comercio, la minería, la agri-
cultura, la ganadería, la pesca y al desarrollo
de las actividades económicas, y en particular:

1. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas del área de su com-
petencia.

2. Ejecutar los planes, programas y pro-
yectos del área de su competencia ela-
borados conforme las directivas que im-
parta el Poder Ejecutivo nacional.

3. Entender en la elaboración de los regí-
menes de promoción y protección de
actividades económicas y de los instru-
mentos que los concreten, así como en
la elaboración, ejecución y fiscalización
de los mismos en su área.

4. Entender en la elaboración, ejecución y
fiscalización del régimen de promoción
de actividades industriales o de cual-
quier otro sector, incluyendo las relati-
vas a la explotación y catastro minero.

5. Intervenir en la elaboración de las polí-
ticas para el desarrollo de las áreas y
zonas de frontera y entender en su eje-
cución en coordinación con las áreas
competentes.

6. Entender en la elaboración de los regí-
menes de las actividades relacionadas
con los sectores forestal y pesquero.

7. Entender en la fiscalización sanitaria de
la producción agropecuaria, forestal y
pesquera.

8. Entender en la normatización, registro,
control y fiscalización sanitaria de ali-
mentos.

9. Entender en la tipificación, certificación
de calidad y normalización para la
comercialización de los productos pri-
marios de origen agropecuario, forestal
y pesquero.

10. Entender en la elaboración, aplicación
y fiscalización de los regímenes de las
actividades relacionadas con los secto-
res agropecuario, forestal y pesquero e
intervenir en lo referente a minerales de
lechos marinos.

11. Participar en la administración de las
participaciones del Estado en las empre-
sas de carácter productivo.
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12. Participar en la política laboral y tribu-
taria vinculada a las unidades de pro-
ducción.

13. Entender en la defensa fito y zoosani-
taria de fronteras, puertos, aeropuertos
y en la fiscalización de la importación
de origen agropecuario, forestal y
pesquero.

14. Entender en la normalización y control
de calidad de la producción industrial
y extractiva minera.

15. Entender en la elaboración, ejecución y
fiscalización del régimen de patentes y
marcas y en la legislación concordante.

16. Entender en el otorgamiento de los cer-
tificados de origen y calidad de los pro-
ductos destinados a la exportación en
el ámbito de su competencia.

17. Intervenir en la elaboración y ejecución
de la política de la industria, control de
calidad, reparación naval y puertos y
vías navegables.

18. Entender en la formulación de políticas
y desarrollos de programas destinados
a la promoción y fortalecimiento de las
micro, pequeñas y medianas empresas.

19. Coordinar y generar propuestas sobre
el desarrollo de mecanismos y sistemas
para la protección de los derechos de
los clientes y usuarios en materia de
sus competencias.

20. Ejercer las funciones de autoridad de
aplicación de las leyes que regulan el
ejercicio de las actividades de su com-
petencia.

21. Efectuar la propuesta, ejecución y con-
trol de la política comercial interna en
todo lo relacionado con la defensa del
consumidor y la defensa de la compe-
tencia.

22. Entender en la implementación de polí-
ticas y en los marcos normativos nece-
sarios para afianzar la competencia, los
derechos del consumidor y el aumento
en la oferta de bienes y servicios.

23. Supervisar el accionar de la Comisión Na-
cional de Defensa de la Competencia.

24. Supervisar el accionar de los tribunales
arbitrales de defensa del consumidor.

25. Intervenir en la elaboración de las es-
tructuras arancelarias con la interven-
ción de las áreas que correspondan.

26. Intervenir en la elaboración y ejecución
de la política de reembolsos y reintegros
a la exportación y aranceles.

27. Entender en la definición de la política
comercial en el campo exterior.

28. Entender en los regímenes de precios
índices y mecanismos antidúmping y
otros instrumentos de regulación del
comercio exterior.

29. Entender en la definición de la política
de fomento de la producción y del co-
mercio, incluyendo todas las acciones
que se efectúen en el país para el fo-
mento, la promoción y organización de
muestras, ferias, concursos y misiones
que estén destinadas a estimular el in-
tercambio con el exterior.

30. Intervenir en el ámbito de su competen-
cia en la promoción, organización y par-
ticipación en exposiciones, ferias, con-
cursos, muestras y misiones en el
exterior.

31. Entender en la supervisión de la liber-
tad de los mercados de la producción
de su área, interviniendo en los mismos
en los casos de su desvirtuación a tra-
vés de la existencia de monopolios,
oligopolios o toda otra forma de distor-
sión, así como en la aplicación de las
políticas de regulación y desregulación
de mercados de bienes y servicios y en
las condiciones de competencia de los
mismos, primando criterios de libre ini-
ciativa y propendiendo a su normal fun-
cionamiento, a la protección de la leal-
tad comercial y la defensa del usuario
y el consumidor.

32. Entender en la normalización, tipifica-
ción e identificación de mercaderías y
en el régimen de pesas y medidas.

33. Participar en la elaboración de políticas,
objetivos y acciones atinentes al desa-
rrollo y consolidación de las cooperati-
vas y mutuales, así como también la ac-
tualización de la legislación aplicable
con la participación de los sectores in-
volucrados.

34. Entender en la elaboración, ejecución y
control de las políticas mineras de la
Nación, tendiendo al aprovechamiento,
uso racional y desarrollo de los recur-
sos geológicos mineros.

35. Entender en la elaboración, ejecución y
fiscalización del régimen de localización,
regionalización y radicación de estable-
cimientos industriales acorde con la po-
lítica nacional de ordenamiento territo-
rial.

36. Participar en las políticas de producción
cinematográfica.

Artículo 22: Compete al Ministerio de Justi-
cia y Derechos Humanos asistir al presidente
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de la Nación y al jefe de Gabinete de Minis-
tros, en orden a sus competencias, en las rela-
ciones con el Poder Judicial, con el Ministerio
Público, con el Defensor del Pueblo y con el
Consejo de la Magistratura en la actualización
de la legislación nacional, y a requerimiento del
presidente de la Nación en el asesoramiento ju-
rídico y en la coordinación de las actividades
del Estado referidas a dicho asesoramiento, sin
perjuicio de la competencia propia e indepen-
dencia técnica de la Procuración del Tesoro de
la Nación, y en particular:

1. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas del área de su com-
petencia.

2. Ejecutar los planes, programas y pro-
yectos del área de su competencia ela-
borados conforme las directivas que im-
parta el Poder Ejecutivo nacional.

3. Entender en la formulación y aplicación
de políticas y programas de promoción
y fortalecimiento de los derechos huma-
nos.

4. Intervenir en la organización del Poder
Judicial y en el nombramiento de los
magistrados, conforme a los procedi-
mientos y recaudos previstos en la
Constitución Nacional y sus leyes com-
plementarias.

5. Entender en las relaciones con el Mi-
nisterio Público, en la organización y
nombramiento de sus magistrados con-
forme a los procedimientos y recaudos
previstos en la Constitución Nacional
y leyes complementarias.

6. Entender en las relaciones con el De-
fensor del Pueblo.

7. Entender en las relaciones con el Con-
sejo de la Magistratura.

8. Entender en los asesoramientos jurídi-
cos que le sean requeridos por el Po-
der Ejecutivo, la Jefatura de Gabinete de
Ministros y los ministros, secretarios y
demás funcionarios competentes a tra-
vés de la Procuración del Tesoro de la
Nación.

9. Entender en la organización y aplicación
del régimen de la representación y de-
fensa del Estado en juicio a través de
la Procuración del Tesoro de la Nación.

10. Intervenir en cualquier estado procesal
en los litigios en que los intereses del
Estado nacional o sus entidades des-
centralizadas puedan verse comprome-
tidos, sin asumir la calidad de parte en
el juicio, en apoyo y sin perjuicio de la
intervención necesaria del cuerpo de
abogados del Estado.

11. Intervenir en la reforma y actualización
de la legislación general y entender en
la adecuación de los códigos.

12. Entender en la determinación de la po-
lítica criminal y en la elaboración de pla-
nes y programas para su aplicación, así
como para la prevención del delito.

13. Entender en la organización, funciona-
miento y supervisión de los estableci-
mientos penales y de sus servicios
asistenciales promoviendo las mejoras
necesarias para lograr la readaptación
del condenado y el adecuado tratamien-
to del procesado y la efectiva coordi-
nación de la asistencia pospenitencia-
ria.

14. Entender en los casos de indulto y con-
mutación de pena.

15. Entender en la conformación, inscrip-
ción y registro de los contratos consti-
tutivos de las sociedades, la autoriza-
ción del funcionamiento de las
asociaciones y fundaciones y su fisca-
lización.

16. Entender en la organización, dirección
y fiscalización de los registros de bie-
nes y derechos de las personas.

17. Entender en la organización, dirección
y fiscalización del registro de antece-
dentes judiciales de las personas y el
intercambio de la información respecti-
va en el territorio de la Nación.

18. Entender en la formalización de los ac-
tos notariales en que sea parte directa
o indirectamente el Estado nacional.

19. Entender en la determinación de la
política, en la elaboración de planes y
programas y en la representación del
Estado nacional ante los organismos in-
ternacionales en materia de derechos
humanos y la no discriminación de gru-
pos o personas.

20. Intervenir en los pedidos de extradición.
21. Entender en la elaboración de proyec-

tos normativos tendientes al impulso de
métodos alternativos de solución de
controversias y en las acciones desti-
nadas a la organización, registro y fis-
calización.

22. Entender en la aplicación de los conve-
nios de asistencia y cooperación jurídi-
cas nacionales e intervenir en la de los
convenios internacionales de la misma
naturaleza.

23. Entender en los programas de lucha
contra la corrupción del sector público
nacional e intervenir como parte quere-
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llante en los procesos en que se en-
cuentre afectado el patrimonio del Es-
tado nacional.

24. Entender en la compilación e informa-
ción sistematizada de la legislación na-
cional, provincial y extranjera, la juris-
prudencia y la doctrina.

Artículo 23: Compete al Ministerio de Tra-
bajo, Empleo y Seguridad Social asistir al pre-
sidente de la Nación y al jefe de Gabinete de
Ministros, en orden a sus competencias, en
todo lo inherente a las relaciones y condicio-
nes individuales y colectivas de trabajo, al ré-
gimen legal de las negociaciones colectivas y
de las asociaciones profesionales de trabaja-
dores y empleadores, al empleo y la capacita-
ción laboral, a la seguridad social y, en parti-
cular:

1. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas del área de su com-
petencia.

2. Ejecutar los planes, programas y pro-
yectos del área de su competencia ela-
borados conforme las directivas que im-
parta el Poder Ejecutivo nacional.

3. Entender en la promoción, regulación y
fiscalización del cumplimiento de los
derechos fundamentales de los trabaja-
dores, en especial la libertad sindical, la
negociación colectiva, la igualdad en las
oportunidades y de trato y la elimina-
ción del trabajo forzoso y del infantil.

4. Entender en todo lo relativo al régimen
de contrato de trabajo y demás normas
de protección del trabajo.

5. Entender en lo relativo a las negocia-
ciones y convenciones colectivas de
trabajo en el territorio de la Nación.

6. Entender en el tratamiento de los con-
flictos individuales y colectivos de tra-
bajo, ejerciendo facultades de concilia-
ción, mediación y arbitraje, con arreglo
a las respectivas normas particulares.

7. Entender en la aplicación de las normas
legales relativas a la constitución y fun-
cionamiento de las asociaciones profe-
sionales y de trabajadores y en la orga-
nización del registro de las asociaciones
de empleadores en el territorio de la Na-
ción.

8. Entender en el ejercicio del poder de
policía en el orden laboral como autori-
dad central y de superintendencia de la
inspección del trabajo y coordinar las
políticas y los planes nacionales de fis-
calización y en especial los relativos al
control del empleo no registrado.

9. Entender en la elaboración, aplicación
y fiscalización del régimen de trabajo de
menores, discapacitados y otros grupos
especiales de trabajadores.

10. Entender en la igualdad de oportunida-
des y de trato entre hombres y mujeres
en el acceso al empleo y en el trabajo,
así como la protección de la maternidad.

11. Entender en la elaboración, organiza-
ción, aplicación y fiscalización de los re-
gímenes de trabajo portuario y del trans-
porte terrestre, aéreo, marítimo, fluvial y
otros regímenes especiales de trabajo.

12. Entender en la elaboración y fiscaliza-
ción de las normas generales y particu-
lares referidas a higiene, salud, seguri-
dad y a los lugares o ambientes donde
se desarrollan las tareas en el territorio
de la Nación.

13. Entender en la elaboración y ejecución
de las pautas que orienten la política
salarial del sector privado e intervenir
en la fijación de las del sector público
nacional.

14. Intervenir en lo relativo a las políticas
y acciones tendientes a incrementar la
productividad del trabajo y su equitati-
va distribución.

15. Intervenir en la coordinación y armoni-
zación de los planes de empleo con los
planes económicos.

16. Entender en el funcionamiento de los
servicios públicos y privados de em-
pleo en el orden nacional y promover
su coordinación en los ámbitos provin-
ciales y municipales.

17. Entender en la formulación de políticas,
el diseño de instrumentos y la gestión
de financiamiento destinado a progra-
mas de empleo y capacitación laboral.

18. Entender en la definición de los criterios
de asignación de recursos financieros
para programas de empleo y capacitación
laboral y en la reglamentación, control y
auditoría de dichos programas descen-
tralizados a las provincias y municipios.

19. Entender en la formulación y gestión de
políticas vinculadas al sector social de
la economía, tales como la promoción
de incubadoras de microempresas, de-
sarrollo de proyectos microempresarios
y de pequeñas unidades productivas,
asistencia técnica y formación de recur-
sos afectados a ésta.

20. Entender en la formulación, gestión, su-
pervisión y auditorías de planes y polí-
ticas relacionados con la capacitación
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laboral, preferentemente aplicando cri-
terios de descentralización, en el marco
de una política de promoción del desa-
rrollo local.

21. Intervenir en la vinculación entre el em-
pleo, la capacitación laboral, la produc-
ción y la tecnología.

22. Intervenir en la elaboración de las polí-
ticas de migraciones laborales internas
y externas.

23. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas de la seguridad so-
cial y en la elaboración, ejecución y fis-
calización de programas y regímenes
integrados de seguridad social en ma-
teria de riesgos del trabajo, maternidad,
vejez, invalidez, muerte, cargas de fami-
lia, desempleo y otras contingencias de
carácter social.

24. Entender en la aprobación de los con-
venios entre los organismos competen-
tes de la seguridad social y asociacio-
nes sindicales de trabajadores y de
empleadores.

25. Entender en la armonización y coordi-
nación del sistema integrado de jubila-
ciones y pensiones con los regímenes
provinciales, municipales, de profesio-
nales y de Estados extranjeros, así como
de los sistemas de complementación
previsional.

26. Entender en la aplicación de las normas
de derecho internacional público y pri-
vado del trabajo e intervenir en su ela-
boración y en los aspectos laborales de
los procesos de integración y coordi-
nar las acciones en materia de trabajo,
empleo, capacitación laboral y seguri-
dad social con los organismos interna-
cionales.

27. Intervenir en la definición de conteni-
dos y el diseño de los censos y encues-
tas que realizan los organismos oficia-
les en lo referente al trabajo, al empleo,
la capacitación laboral, los ingresos y
la seguridad social.

28. Entender en la elaboración de estadís-
ticas, estudios y encuestas que propor-
cionen un mejor conocimiento de la
problemática del trabajo, del empleo, la
capacitación laboral, los ingresos y la
seguridad social.

29. Ejercer la regulación y el contralor de
lo relacionado con el régimen previsio-
nal de capitalización.

Artículo 23 bis: Compete al Ministerio de
Desarrollo Social asistir al presidente de la Na-

ción y al jefe de Gabinete de Ministros, en or-
den a sus competencias, en todo lo inherente
a la promoción y asistencia social orientada
hacia el fomento de la integración social y de-
sarrollo humano, la atención y la reducción de
las situaciones de pobreza, el desarrollo de
igualdad de oportunidades para los sectores
más vulnerables, discapacitados, menores, mu-
jeres y ancianos, la protección de la familia y
el fortalecimiento de las organizaciones comu-
nitarias, así como en lo relativo al acceso a la
vivienda digna y a la preservación y protec-
ción de los recursos naturales y el desarrollo
sustentable y al cumplimiento de los compro-
misos asumidos en relación con los tratados
internacionales y los convenios multinaciona-
les, en materia de su competencia y, en par-
ticular:

1. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas del área de su com-
petencia.

2. Ejecutar los planes, programas y pro-
yectos del área de su competencia ela-
borados conforme las directivas que im-
parta el Poder Ejecutivo nacional.

3. Entender en la ejecución de las accio-
nes tendientes a asistir a la población
desde el punto de vista social, así como
también en la planificación y fiscaliza-
ción de todo lo relativo a la promoción,
protección, integración, capacitación y
desarrollo de los grupos humanos con
problemas sociales, dentro de las polí-
ticas establecidas por el gobierno na-
cional, los tratados y convenios inter-
nacionales.

4. Entender en los casos de emergencias
sociales que requieran el auxilio del Es-
tado.

5. Entender en las medidas y acciones
tendientes a obtener financiamiento
para planes de desarrollo social, dentro
de las pautas establecidas por el jefe de
Gabinete de Ministros, controlando –en
el ámbito de su competencia– el cum-
plimiento por los organismos ejecutores
–nacionales, provinciales o municipa-
les– de los compromisos adquiridos.

6. Entender en la administración de los fon-
dos provenientes de los juegos de azar.

7. Entender en la coordinación de toda la
política social del Estado nacional y sus
respectivos planes de desarrollo en los
ámbitos nacional, provincial y munici-
pal, diseñando, promoviendo y apoyan-
do las actividades tendientes a mejorar
la estructura institucional de las políti-
cas y programas sociales públicos.
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8. Intervenir en las actividades de carác-
ter internacional relacionadas con el de-
sarrollo social de nuestro país, así como
también ejercer la representación de la
República Argentina en las reuniones,
foros y ámbitos internacionales vincu-
lados con el desarrollo y la promoción
social.

9. Entender en la reglamentación, control
y auditoría de los programas sociales
descentralizados a las provincias, mu-
nicipios y organizaciones no guberna-
mentales, por transferencia o copartici-
pación.

10. Intervenir en la definición de los crite-
rios de asignación de recursos financie-
ros del Estado nacional destinados a la
población en situación de pobreza y a
los grupos sociales especialmente vul-
nerables.

11. Entender en la organización y operación
de un sistema de información social,
con indicadores relevantes sobre los
grupos poblacionales en situaciones de
vulnerabilidad, que permita una adecua-
da focalización del conjunto de las po-
líticas y programas sociales nacionales,
así como también en la identificación,
selección y registro único de las fami-
lias e individuos beneficiarios y el es-
tablecimiento y ejecución sistemática de
monitoreo de dichos programas, eva-
luando el resultado de los mismos.

12. Entender en la formulación, normatiza-
ción, coordinación, monitoreo y evalua-
ción de las políticas alimentarias imple-
mentadas en el ámbito nacional,
provincial y municipal, así como en la
formulación, ejecución, monitoreo y
evaluación de todos los programas
alimentarios implementados en el ámbi-
to nacional.

13. Intervenir en la elaboración y ejecución
de acciones tendientes a lograr el ple-
no desarrollo personal del discapacita-
do en situación de pobreza.

14. Entender en la ejecución de acciones de
asistencia directa a personas en situa-
ción de riesgo social, tanto del país
como fuera de él, participando en accio-
nes en cumplimiento de compromisos o
planes de ayuda internacionales.

15. Entender en la formulación de las polí-
ticas destinadas a la infancia y a la ado-
lescencia y en el diseño, ejecución, co-
ordinación, monitoreo y evaluación de
programas de promoción, protección,
integración social y defensa de los de-

rechos de los menores, siguiendo los
lineamientos de la Convención Interna-
cional sobre los Derechos del Niño.

16. Entender en la formulación de las polí-
ticas destinadas a la familia y en el di-
seño, ejecución, coordinación, monito-
reo y evaluación de programas de
promoción, protección y desarrollo de
la familia, y en las tendientes al cumpli-
miento de los objetivos previstos en el
artículo 75, inciso 23, de la Constitución
Nacional.

17. Entender en la elaboración, dirección y
fiscalización de los regímenes relaciona-
dos con menores, ancianos, mujeres,
jóvenes, discapacitados y otros secto-
res de la comunidad que se encuentren
en estado de vulnerabilidad social, así
como en la defensa de sus derechos.

18. Elaborar, ejecutar y fiscalizar las accio-
nes del área tendientes a lograr la pro-
tección y la defensa de los derechos de
las comunidades aborígenes y su ple-
na inclusión en la sociedad.

19. Entender en la formulación de las polí-
ticas destinadas a la tercera edad y en
la coordinación de programas de pro-
moción e integración social de las per-
sonas mayores.

20. Intervenir en la elaboración de normas
de acreditación que regulen el funcio-
namiento, control y evaluación de las
instituciones y organizaciones destina-
das a la atención de las personas ma-
yores.

21. Entender en la formulación, ejecución,
coordinación, monitoreo y evaluación
de programas destinados al fortaleci-
miento de instituciones locales y a la
promoción del desarrollo social.

22. Entender en la formulación de políticas
tendientes al fortalecimiento de la eco-
nomía social y en el diseño, ejecución,
monitoreo y evaluación de programas de
microcréditos destinados a la población
en situación de vulnerabilidad social.

23. Entender en las acciones que promue-
van el desarrollo humano en áreas de
pobreza rural y urbana mediante la pro-
moción de actividades productivas.

24. Intervenir en la elaboración, ejecución
y fiscalización de programas integrados
de seguridad social en lo atinente a los
aspectos del ámbito de su competencia.

25. Entender en la elaboración, aplicación,
ejecución y fiscalización de los regíme-
nes de mutualidades y en el control de
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las prestaciones sociales brindadas por
entidades cooperativas.

26. Entender en la asignación y distribución
de subsidios tendientes a resolver es-
tados de necesidad no previstos o no
cubiertos por los sistemas en vigor y
en los que se otorguen a entidades pú-
blicas o privadas que desarrollan acti-
vidades de asistencia a la población.

27. Entender en la elaboración de los pla-
nes de urbanismo destinados a adecuar
la vivienda, la infraestructura de servi-
cios y el equipamiento social tanto ru-
ral como urbana a los principios de hi-
giene y salubridad indispensables para
el desarrollo integral de la familia.

28. Entender en la elaboración de progra-
mas de vivienda destinados a los sec-
tores de menores recursos.

29. Entender en la promoción, cooperación
y asistencia técnica de las instituciones
de bien público destinadas a la asisten-
cia de la población, así como en el re-
gistro y fiscalización de aquéllas y de
los organismos no gubernamentales, or-
ganizaciones comunitarias y de base, y
en la coordinación de las acciones que
permitan su adecuada y sistemática in-
tegración en las políticas y programas
sociales.

30. Entender en la promoción, programa-
ción, ejecución y control de actividades
tendientes a la reactivación de conjun-
tos sociales mediante la paulatina dele-
gación de responsabilidades sociales
desde el Estado hacia la comunidad o
entidades intermedias, siguiendo el
principio de subsidiariedad.

31. Entender en todo lo inherente a la pre-
servación y protección ambiental y a la
implementación del desarrollo sustenta-
ble, en el marco de lo dispuesto en el
artículo 41 de la Constitución Nacional.

32. Entender en el relevamiento, conserva-
ción, recuperación, protección y uso
sustentable de los recursos naturales,
renovables y no renovables.

33. Entender en la propuesta y elaboración
de los regímenes normativos relativos
a la calidad de los recursos ambienta-
les, a la conservación y utilización de
los recursos naturales, al desarrollo
sustentable, al ordenamiento ambiental
del territorio y a la calidad ambiental.

34. Entender en el ordenamiento ambiental
del territorio y en la planificación de los
diferentes aspectos de la gestión am-
biental nacional.

35. Entender en la gestión ambientalmente
sustentable de los recursos hídricos.

36. Entender en la promoción del desarro-
llo sustentable de los asentamientos
humanos mediante acciones que garan-
ticen la calidad de vida y la disponibili-
dad y conservación de los recursos na-
turales.

37. Entender en el establecimiento de mé-
todos tendientes a la evaluación y con-
trol de la calidad ambiental en los
asentamientos humanos, así como en la
formulación y aplicación de indicadores
y pautas para verificar el uso sustenta-
ble de los recursos naturales.

38. Entender en la definición de políticas
vinculadas con la información y coope-
ración internacional en el campo de la
política ambiental y de desarrollo sus-
tentable.

39. Intervenir desde el punto de vista de su
competencia en el desarrollo de la
biotecnología.

40. Entender en las relaciones con las or-
ganizaciones no gubernamentales vin-
culadas a los temas ambientales y al de-
sarrollo sustentable.

41. Entender en la aplicación de los trata-
dos internacionales relacionados con
los temas de su competencia e interve-
nir en la formulación de convenios in-
ternacionales en los asuntos propios de
su área.

Artículo 23 ter: Compete al Ministerio de Sa-
lud asistir al presidente de la Nación y al jefe
de Gabinete de Ministros, en orden a sus com-
petencias, en todo lo inherente a la salud de la
población, a la promoción de conductas salu-
dables de la comunidad y, en particular:

1. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas del área de su com-
petencia.

2. Ejecutar los planes, programas y pro-
yectos del área de su competencia ela-
borados conforme las directivas que im-
parta el Poder Ejecutivo nacional.

3. Entender en la fiscalización del funcio-
namiento de los servicios, estableci-
mientos e instituciones relacionadas
con la salud.

4. Entender en la planificación global del
sector salud y en la coordinación con
las autoridades sanitarias de las juris-
dicciones provinciales y del gobierno
autónomo de la Ciudad de Buenos Ai-
res con el fin de implementar un siste-
ma federal de salud, consensuado, que
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cuente con la suficiente viabilidad so-
cial.

5. Entender en la elaboración de las nor-
mas destinadas a regular los alcances e
incumbencias para el ejercicio de la me-
dicina, la odontología y profesiones afi-
nes, garantizando la accesibilidad y la
calidad de la atención médica.

6. Intervenir en la fiscalización del estado
de salud de los aspirantes a ingresar en
la administración pública nacional y de
aquellos que ya se desempeñan en la
misma.

7. Intervenir en su ámbito, en el estudio,
reconocimiento y evaluación de las
condiciones ambientales de los lugares
destinados a realizar tareas, cualquiera
sea su índole o naturaleza, con presen-
cia circunstancial o permanente de per-
sonas físicas.

8. Intervenir en la elaboración de las nor-
mas reglamentarias sobre medicina del
trabajo.

9. Intervenir en la elaboración de las nor-
mas reglamentarias sobre medicina del
deporte.

10. Entender en la fiscalización médica de
la inmigración y la defensa sanitaria de
fronteras, puertos, aeropuertos y me-
dios de transporte internacional.

11. Entender en el ejercicio del poder de po-
licía sanitaria en lo referente a produc-
tos, equipos e instrumental vinculados
con la salud e intervenir en la radica-
ción de las industrias productoras de los
mismos.

12. Entender en el dictado de normas y pro-
cedimientos de garantía de calidad de
la atención médica.

13. Intervenir en la aprobación de los pro-
yectos de los establecimientos sanita-
rios que sean construidos con partici-
pación de entidades privadas.

14. Entender en la coordinación, articula-
ción y complementación de sistemas de
servicios de salud estatales del ámbito
nacional, provincial y municipal, de la
seguridad social, y del sector privado.

15. Entender en la organización, dirección
y fiscalización del registro de estableci-
mientos sanitarios públicos y privados.

16. Intervenir en la fiscalización de todo lo
atinente a la elaboración, distribución y
comercialización de los productos me-
dicinales, biológicos, drogas, dietéticos,
insecticidas, de tocador, aguas minera-
les, hierbas medicinales y del material e

instrumental de aplicación médica, en
coordinación con los ministerios perti-
nentes.

17. Intervenir en la corrección y eliminación
de las distorsiones que se operen en el
mercado interno de productos medici-
nales.

18. Intervenir en las acciones destinadas a
promover la formación y capacitación
de los recursos humanos destinados al
área de la salud.

19. Intervenir en las acciones destinadas a
la fiscalización sanitaria y bromatológi-
ca de los alimentos, en coordinación
con el Ministerio de la Producción;.

20. Entender y fiscalizar la distribución de
subsidios a otorgar con fondos propios
a las entidades públicas y privadas que
desarrollen actividades de medicina
preventiva o asistencial.

21. Intervenir, en su ámbito, en la asigna-
ción y control de subsidios tendientes
a resolver problemas de salud en situa-
ciones de emergencia o necesidad, no
previstos o no cubiertos por los siste-
mas en vigor.

22. Intervenir en la elaboración y ejecución
de programas integrados de seguridad
social en los aspectos relacionados con
la salud.

23. Entender en la actualización de las es-
tadísticas de salud y los estudios de re-
cursos disponibles, oferta, demanda y
necesidad, así como el diagnóstico de
la situación necesaria para la planifica-
ción estratégica del sector salud.

24. Entender en la normatización y elabo-
ración de procedimientos para la capta-
ción y el procesamiento de datos sani-
tarios producidos a nivel jurisdiccional,
efectuar su consolidación a nivel nacio-
nal y difundir el resultado de los mis-
mos.

25. Entender en la difusión e información
sobre los servicios sustantivos de salud
a los destinatarios de los mismos para
disminuir las asimetrías de información.

26. Entender en el desarrollo de estudios
sobre epidemiología, economía de la sa-
lud y gestión de las acciones sanitarias
de manera de mejorar la eficiencia, efi-
cacia y calidad de las organizaciones
públicas de salud.

27. Entender en la regulación de los planes
de cobertura básica de salud.

28. Entender en las relaciones sanitarias in-
ternacionales y en las relaciones de co-
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operación técnica con los organismos
internacionales de salud.

29. Entender en la formulación, promoción
y ejecución de planes tendientes a la re-
ducción de inequidades en las condi-
ciones de salud de la población, en el
marco del desarrollo humano integral y
sostenible mediante el establecimiento
de mecanismos participativos y la cons-
trucción de consensos a nivel federal,
intra e intersectorial.

30. Intervenir con criterio preventivo en la
disminución de la morbilidad por tóxi-
cos y riesgos químicos en todas las eta-
pas del ciclo vital.

31. Intervenir, en su ámbito, en la promo-
ción de la educación sanitaria a través
de las escuelas primarias, secundarias
o especiales para crear desde la niñez
conciencia sanitaria en la población, en
coordinación con el Ministerio de Edu-
cación, Ciencia y Tecnología.

32. Entender en la elaboración y ejecución
de los programas materno-infantiles
tanto en el ámbito nacional como inter-
regional tendientes a disminuir la mor-
talidad infantil.

33. Entender en la elaboración de los pla-
nes de las campañas sanitarias destina-
das a lograr la erradicación de enferme-
dades endémicas, la rehabilitación de
los enfermos y la detección y preven-
ción de enfermedades no transmisibles.

34. Intervenir, en su ámbito, en el desarro-
llo de programas preventivos y de pro-
moción de la salud tendientes a lograr
la protección de las comunidades abo-
rígenes y todo otro servicio sanitario.

35. Entender en el control, la vigilancia
epidemiológica y la notificación de en-
fermedades.

36. Entender en la programación y direc-
ción de los programas nacionales de
vacunación e inmunizaciones.

37. Entender, en su ámbito, en la elabora-
ción, ejecución y fiscalización de pro-
gramas integrados que cubran a los
habitantes en caso de patologías espe-
cíficas y grupos poblacionales determi-
nados en situación de riesgo.

38. Entender en la elaboración y ejecución
de acciones tendientes a lograr la re-
adaptación y reeducación del discapaci-
tado e inválido.

39. Entender en la elaboración, aplicación,
ejecución y fiscalización de los regíme-
nes de mutuales y de obras sociales

comprendidas en las leyes 23.660 y
23.661.

40. Entender, en su ámbito, en las relacio-
nes y normativa de la medicina prepaga.

Artículo 23 quáter: Compete al Ministerio de
Educación, Ciencia y Tecnología asistir al pre-
sidente de la Nación y al jefe de Gabinete de
Ministros, en orden a sus competencias, en
todo lo inherente a la educación, a la ciencia, a
la tecnología e innovación productiva, de con-
formidad a lo establecido por las leyes 24.195,
24.521, el Pacto Federal Educativo (ley 24.856)
y a las demás leyes y reglamentaciones vigen-
tes y que se dicten en consecuencia y, en par-
ticular:

1. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas del área de su com-
petencia.

2. Ejecutar los planes, programas y pro-
yectos del área de su competencia ela-
borados conforme las directivas que im-
parta el Poder Ejecutivo nacional.

3. Entender en la definición de los objeti-
vos de la política educativa concerta-
dos en el seno del Consejo Federal de
Cultura y Educación y dentro del mar-
co de los principios establecidos en la
Ley Federal de Educación.

4. Entender en acuerdo con el Consejo Fe-
deral de Cultura y Educación en el es-
tablecimiento de los objetivos y conte-
nidos básicos comunes de las currículas
de los distintos niveles, ciclos y regí-
menes especiales de enseñanza, garan-
tizando la unidad del Sistema Educati-
vo Nacional.

5. Entender en la formulación de políticas
compensatorias y programas naciona-
les de cooperación técnica y financiera
que promuevan la calidad y la equidad
en el desarrollo de la educación en todo
el ámbito de la Nación.

6. Entender en el desarrollo y administra-
ción de la Red Federal de Formación
Docente Continua para garantizar la ca-
lidad, profesionalidad y pertinencia en
la formación de los docentes depen-
dientes de las distintas jurisdicciones.

7. Entender en la elaboración y aplicación
del Sistema Nacional Integrado de In-
formación y Evaluación de la Calidad
Educativa.

8. Entender en una adecuada federaliza-
ción del sistema educativo brindando a
tal efecto la asistencia técnica que re-
quieran las provincias y el gobierno au-
tónomo de la Ciudad de Buenos Aires.
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9. Entender en la formulación de políticas
generales para el desarrollo y coordina-
ción del Sistema de Educación Superior,
universitario y no universitario.

10. Intervenir en la definición de los crite-
rios de asignación de recursos financie-
ros del Estado nacional destinados a
las universidades nacionales.

11. Entender en la creación y operación de
fondos para la mejora de la calidad en
las universidades nacionales.

12. Entender en la creación de nuevas ins-
tituciones universitarias y en la fiscali-
zación de las instituciones universita-
rias de gestión privada.

13. Entender en las acciones inherentes a
la formulación de un sistema de evalua-
ción y acreditación para la educación
superior, universitaria y no universita-
ria.

14. Entender en la determinación de la vali-
dez nacional de estudios y títulos, en
la habilitación de títulos profesionales
con validez nacional, así como en el re-
conocimiento de títulos expedidos en el
extranjero.

15. Entender en la formulación de las polí-
ticas y en la planificación del desarro-
llo de la tecnología como instrumento
que permita el mejoramiento de la cali-
dad de vida, supervisar la actividad de
los organismos destinados a promover
la tecnología aplicada, en el ámbito de
su competencia.

16. Entender en la formulación de planes,
programas, proyectos y en el diseño de
medidas e instrumentos para el desarro-
llo de la ciencia, la tecnología y la inno-
vación.

17. Entender en la formulación de políticas
y programas para el establecimiento y
funcionamiento del Sistema Nacional de
Ciencia, Tecnología e Innovación ins-
taurado por la ley 25.467 y entender en
la gestión de instrumentos para la apli-
cación de la ley 23.877, de innovación
tecnológica.

18. Entender en la promoción y el impulso
de la investigación y en la aplicación,
el financiamiento y la transferencia de
los conocimientos científicos tecnoló-
gicos.

19. Intervenir en la formulación y gestación
de convenios internacionales de inte-
gración educativa, científica y tecnoló-
gica de carácter bilateral o multilateral.

20. Intervenir en la negociación de tratados
y convenios internacionales relativos a
la educación, ciencia, tecnología e in-
novaciones productivas y entender en
la aplicación de los tratados y conve-
nios internacionales, leyes y reglamen-
tos generales relativos a la materia.

21. Coordinar la cooperación internacional
en el ámbito de su competencia.

Art. 4º – Las atribuciones conferidas al Ministe-
rio del Interior por la normativa vigente a la fecha
de dictado del presente en materia de seguridad se-
rán asumidas por la Secretaría de Seguridad Inte-
rior de la Presidencia de la Nación, sin perjuicio de
las demás funciones que el Poder Ejecutivo nacio-
nal le atribuya.

Art. 5º – Sustitúyese el artículo 2º del Estatuto
de la Policía Federal –decreto ley 333 del 14 de ene-
ro de 1958–, el que quedará redactado de la siguien-
te manera:

Artículo 2º: Depende del Poder Ejecutivo
nacional, por intermedio de la Secretaría de Se-
guridad Interior de la Presidencia de la Nación.

Art. 6º – Transfiérense la Gendarmería Nacional
y la Prefectura Naval Argentina del ámbito del Mi-
nisterio del Interior a la órbita de la Secretaría de
Seguridad Interior de la Presidencia de la Nación.

Art. 7º – Transfiérese la Caja de Retiros, Jubila-
ciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina,
organismo descentralizado del ámbito del Ministe-
rio del Interior, a la órbita de la Secretaría de Seguri-
dad Interior de la Presidencia de la Nación.

Art. 8º – Las transferencias dispuestas por los ar-
tículos 5º, 6º y 7º del presente comprenden sus com-
petencias, unidades organizativas con sus respec-
tivos cargos, nivel de funciones ejecutivas,
dotaciones de personal, patrimonio, bienes y crédi-
tos presupuestarios, manteniendo el personal trans-
ferido sus respectivos niveles y grados de revista
escalafonarios vigentes a la fecha de la presente
medida.

Art. 9º – El presente decreto entrará en vigencia
a partir de la fecha de su publicación en el Boletín
Oficial.

Art. 10. – Comuníquese, publíquese, dese a la Di-
rección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Decreto 355

EDUARDO A. DUHALDE.
Jorge M. Capitanich. – Rodolfo Gabrielli.

– José H. Jaunarena. – Graciela M.
Giannettasio. – María N. Doga. – Jorge
R. Vanossi. – José I. De Mendiguren. –
Jorge L. Remes Lenicov. – Carlos F.
Ruckauf. – Ginés M. González García.
– Alfredo N. Atanasof.
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3
Mensaje del Poder Ejecutivo

Buenos Aires, 8 de marzo de 2002.

Al Honorable Congreso de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabi-
lidad a fin de comunicarle el dictado del decreto 473
del 8 de marzo de 2002, que en copia autenticada se
acompaña.

Dios guarde a vuestra honorabilidad.

Mensaje 474

EDUARDO A. DUHALDE.

Jorge M. Capitanich. – Jorge L. Remes
Lenicov.

Buenos Aires, 8 de marzo de 2002.

VISTO el decreto 355 de fecha 21 de febrero de
2002, y

CONSIDERANDO:

Que por el decreto citado en el visto, entre otros
aspectos, se sustituyó parcialmente la Ley de Mi-
nisterios (texto ordenado por decreto 438/92) y sus
modificatorias, estableciendo un reordenamiento de
los ministerios y de sus respectivas competencias.

Que, en esta instancia, razones operativas deter-
minan la necesidad de transferir los cometidos vin-
culados al área del transporte del ámbito del Minis-
terio de Economía e Infraestructura a la órbita del
Ministerio de la Producción, en atención a la espe-
cificidad de los objetivos asignados a este último.

Que, asimismo, corresponde adecuar la denomi-
nación del Ministerio de Economía e Infraestructu-
ra por el de Ministerio de Economía a los fines de
reflejar con mayor precisión los objetivos asignados.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de
las facultades conferidas por el artículo 99, inciso
3, de la Constitución Nacional.

Por ello,

El presidente de la Nación Argentina en acuerdo
general de ministros

DECRETA:

Artículo 1º – Sustitúyese la denominación del Mi-
nisterio de Economía e Infraestructura por la de
Ministerio de Economía, debiendo considerarse mo-
dificada tal denominación cada vez que se hace refe-
rencia a la cartera ministerial citada en primer término.

Art. 2º – Sustitúyese el artículo 20 del decreto 355
del 21 de febrero de 2002, el que quedará redactado
de la siguiente manera:

Artículo 20: Compete al Ministerio de Eco-
nomía asistir al presidente de la Nación y al jefe

de Gabinete de Ministros, en orden a sus com-
petencias, en todo lo inherente a la política eco-
nómica, a la administración de las finanzas pú-
blicas, a los servicios públicos en materia de
energía y comunicaciones de competencia fe-
deral, a las relaciones económicas, financieras
y fiscales con las provincias y la Ciudad de
Buenos Aires, y en particular:

1. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas del área de su com-
petencia.

2. Ejecutar los planes, programas y pro-
yectos del área de su competencia ela-
borados conforme las directivas que im-
parta el Poder Ejecutivo nacional.

3. Entender en la elaboración y control de
ejecución del presupuesto general de
gastos y cálculo de recursos de la ad-
ministración nacional, así como también
en los niveles del gasto y de los ingre-
sos públicos.

4. Entender en la recaudación y distribu-
ción de las rentas nacionales, según la
asignación de presupuesto aprobada
por el Honorable Congreso de la Na-
ción y en su ejecución conforme a las
pautas que decida el jefe de Gabinete
de Ministros con la supervisión del Po-
der Ejecutivo nacional.

5. Entender en lo referente a la contabili-
dad pública y en la fiscalización de
todo gasto e inversión que se ordene
sobre el Tesoro de la Nación.

6. Entender en la aplicación de la política
salarial del sector público, con la parti-
cipación de los ministerios y organis-
mos que correspondan.

7. Participar en la elaboración de las nor-
mas regulatorias de las negociaciones
colectivas del sector privado.

8. Participar en la elaboración, aplicación
y fiscalización del régimen de suminis-
tros del Estado conforme a las pautas
que decida el jefe de Gabinete de Mi-
nistros, con la supervisión del Poder
Ejecutivo nacional.

9. Entender en la elaboración, aplicación
y fiscalización del régimen impositivo y
aduanero.

10. Entender en la legislación de saldos de
deudas a cargo de la administración na-
cional.

11. Entender en lo referido al crédito y a la
deuda pública.

12. Entender en la política monetaria, finan-
ciera y cambiaria con arreglo a las atri-
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buciones que le competen al Banco
Central de la República Argentina.

13. Supervisar y coordinar las acciones de
las entidades financieras oficiales na-
cionales.

14. Entender en el régimen de bolsas y mer-
cados de valores.

15. Entender en todo lo relacionado con el
régimen de seguros y reaseguros.

16. Entender en el desenvolvimiento de las
empresas y sociedades del Estado, en-
tidades autárquicas, organismos des-
centralizados o desconcentrados y
cuentas y fondos especiales, cualquie-
ra sea su denominación o naturaleza ju-
rídica, correspondientes a su órbita, tan-
to en lo referido a los planes de acción
y presupuesto como en cuanto a su
intervención, cierre, liquidación,
privatización, fusión, disolución o cen-
tralización, e intervenir en aquellas que
no pertenezcan a su jurisdicción, con-
forme las pautas que decida el jefe de
Gabinete de ministros con la supervi-
sión del Poder Ejecutivo nacional.

17. Entender en la autorización de operacio-
nes de crédito interno y externo del sec-
tor público nacional, incluyendo los or-
ganismos descentralizados y empresas
del sector público; de los empréstitos
públicos por cuenta del gobierno de la
Nación y de otras obligaciones con ga-
rantías especiales o sin ellas, como en-
tender, asimismo, en las operaciones fi-
nancieras del mismo tipo que se realicen
para necesidades del sector público
provincial, municipal y de la Ciudad de
Buenos Aires, cuando se trate de pre-
servar el crédito público de la Nación.

18. Entender en las negociaciones interna-
cionales de naturaleza monetaria y fi-
nanciera y en las relaciones con los or-
ganismos monetarios y financieros
internacionales.

19. Entender en la administración de las
participaciones mayoritarias o minorita-
rias que el Estado posea en sociedades
o empresas.

20. Entender en la elaboración de las es-
tructuras arancelarias con la interven-
ción de las áreas que correspondan.

21. Entender en la elaboración y ejecución
de la política de reembolsos y reintegros
a la exportación y aranceles.

22. Entender en la elaboración y ejecución
de la política de inversiones extranjeras.

23. Intervenir en la definición de la política
comercial en el campo exterior.

24. Intervenir en los regímenes de precios
índices y mecanismos antidúmping y
otros instrumentos de regulación del
comercio exterior.

25. Entender en la elaboración del plan de
inversión pública, conforme las pautas
y prioridades que decida el jefe de Ga-
binete de Ministros y según las directi-
vas del Poder Ejecutivo nacional.

26. Entender en la organización, dirección
y fiscalización del registro de los bie-
nes del Estado y en la administración
de los inmuebles no afectados a otros
organismos.

27. Entender en la acuñación de monedas
e impresión de billetes, timbres, sellos,
papeles fiscales, otros valores y otros
impresos oficiales de similares caracte-
rísticas.

28. Entender en la programación macroeco-
nómica a mediano y largo plazo y en la
orientación de los recursos acorde con
la política nacional en materia regional.

29. Entender en la elaboración de las polí-
ticas y normas de regulación de los
servicios públicos del área de su com-
petencia, en la supervisión de los orga-
nismos y entes de control de los con-
cesionarios de obra o de servicios
públicos.

30. Entender en la elaboración de normas
de regulación de las licencias de servi-
cios públicos del área de su competen-
cia otorgadas por el Estado nacional o
las provincias acogidas por convenios,
a los regímenes federales en la materia.

31. Entender en la elaboración y en la ejecu-
ción de la política energética nacional.

32. Entender en la elaboración y fiscaliza-
ción del régimen de combustibles.

33. Entender en la elaboración y en la eje-
cución de la política en materia de co-
municaciones.

34. Entender en la elaboración, ejecución y
fiscalización del servicio postal.

35. Intervenir en la elaboración de las polí-
ticas para el desarrollo de las áreas y
zonas de frontera.

36. Ejercer las facultades de contralor res-
pecto de aquellos entes u organismos
de control de las áreas privatizadas o
dadas en concesión en el área de su
competencia, así como también hacer
cumplir los marcos regulatorios corres-
pondientes e intervenir en los regíme-
nes de tarifas, cánones, aranceles y ta-
sas de las mismas.
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Art. 3º – Sustitúyese el artículo 21 del decreto 355
del 21 de febrero de 2002, el que quedará redactado
de la siguiente manera:

Artículo 21: Compete al Ministerio de la Pro-
ducción asistir al presidente de la Nación y al
jefe de Gabinete de Ministros, en orden a sus
competencias, en todo lo inherente a la produc-
ción, la industria, el comercio, la minería, la agri-
cultura, la ganadería, la pesca, el transporte y
al desarrollo de las actividades económicas, y
en particular:

1. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas del área de su com-
petencia.

2. Ejecutar los planes, programas y pro-
yectos del área de su competencia ela-
borados conforme las directivas que im-
parta el Poder Ejecutivo nacional.

3. Entender en la elaboración de los regí-
menes de promoción y protección de
actividades económicas y de los instru-
mentos que los concreten, así como en
la elaboración, ejecución y fiscalización
de los mismos en su área.

4. Entender en la elaboración, ejecución y
fiscalización del régimen de promoción
de actividades industriales o de cual-
quier otro sector, incluyendo las relati-
vas a la explotación y catastro minero.

5. Intervenir en la elaboración de las polí-
ticas para el desarrollo de las áreas y
zonas de frontera y entender en su eje-
cución en coordinación con las áreas
competentes.

6. Entender en la elaboración de los regí-
menes de las actividades relacionadas
con los sectores forestal y pesquero.

7. Entender en la fiscalización sanitaria de
la producción agropecuaria, forestal y
pesquera.

8. Entender en la normatización, registro,
control y fiscalización sanitaria de ali-
mentos.

9. Entender en la tipificación, certificación
de calidad y normalización para la
comercialización de los productos pri-
marios de origen agropecuario, forestal
y pesquero.

10. Entender en la elaboración, aplicación
y fiscalización de los regímenes de las
actividades relacionadas con los secto-
res agropecuario, forestal y pesquero e
intervenir en lo referente a minerales de
lechos marinos.

11. Participar en la administración de las
participaciones del Estado en las empre-
sas de carácter productivo.

12. Participar en la política laboral y tribu-
taria vinculada a las unidades de pro-
ducción.

13. Entender en la defensa fito y zoosanita-
ria de fronteras, puertos, aeropuertos y
en la fiscalización de la importación de
origen agropecuario, forestal y pes-
quero.

14. Entender en la normalización y control
de calidad de la producción industrial
y extractiva minera.

15. Entender en la elaboración, ejecución y
fiscalización del régimen de patentes y
marcas y en la legislación concordante.

16. Entender en el otorgamiento de los cer-
tificados de origen y calidad de los pro-
ductos destinados a la exportación en
el ámbito de su competencia.

17. Intervenir en la elaboración y ejecución
de la política de la industria, control de
calidad, reparación naval y puertos y
vías navegables.

18. Entender en la formulación de políticas
y desarrollos de programas destinados
a la promoción y fortalecimiento de las
micro, pequeñas y medianas empresas.

19. Coordinar y generar propuestas sobre
el desarrollo de mecanismos y sistemas,
para la protección de los derechos de
los clientes y usuarios, en materia de
sus competencias.

20. Ejercer las funciones de autoridad de
aplicación de las leyes que regulan el
ejercicio de las actividades de su com-
petencia.

21. Efectuar la propuesta, ejecución y con-
trol de la política comercial interna en
todo lo relacionado con la defensa del
consumidor y la defensa de la compe-
tencia.

22. Entender en la implementación de polí-
ticas y en los marcos normativos nece-
sarios para afianzar la competencia, los
derechos del consumidor y el aumento
en la oferta de bienes y servicios.

23. Supervisar el accionar de la Comisión Na-
cional de Defensa de la Competencia.

24. Supervisar el accionar de los tribunales
arbitrales de defensa del consumidor.

25. Intervenir en la elaboración de las es-
tructuras arancelarias con la interven-
ción de las áreas que correspondan.

26. Intervenir en la elaboración y ejecución
de la política de reembolsos y reintegros
a la exportación y aranceles.

27. Entender en la definición de la política
comercial en el campo exterior.
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28. Entender en los regímenes de precios
índices y mecanismos antidúmping y
otros instrumentos de regulación del
comercio exterior.

29. Entender en la definición de la política
de fomento de la producción y del co-
mercio, incluyendo todas las acciones
que se efectúen en el país para el fo-
mento, la promoción y organización de
muestras, ferias, concursos y misiones
que estén destinadas a estimular el in-
tercambio con el exterior.

30. Intervenir en el ámbito de su competen-
cia en la promoción, organización y par-
ticipación en exposiciones, ferias, concur-
sos, muestras y misiones en el exterior.

31. Entender en la supervisión de la liber-
tad de los mercados de la producción
de su área, interviniendo en los mismos
en los casos de su desvirtuación a tra-
vés de la existencia de monopolios,
oligopolios o toda otra forma de distor-
sión, así como en la aplicación de las
políticas de regulación y desregulación
de mercados de bienes y servicios y en
las condiciones de competencia de los
mismos, primando criterios de libre ini-
ciativa y propendiendo a su normal fun-
cionamiento, a la protección de la leal-
tad comercial y la defensa del usuario
y el consumidor.

32. Entender en la normalización, tipifica-
ción e identificación de mercaderías y
en el régimen de pesas y medidas.

33. Participar en la elaboración de políticas,
objetivos y acciones atinentes al desa-
rrollo y consolidación de las cooperati-
vas y mutuales, así como también la ac-
tualización de la legislación aplicable
con la participación de los sectores
involucrados.

34. Entender en la elaboración, ejecución y
control de las políticas mineras de la Na-
ción, tendiendo al aprovechamiento,
uso racional y desarrollo de los recur-
sos geológicos mineros.

35. Entender en la elaboración, ejecución y
fiscalización del régimen de localización,
regionalización y radicación de estable-
cimientos industriales acorde con la po-
lítica nacional de ordenamiento territorial.

36. Participar en las políticas de producción
cinematográfica.

37. Entender en la elaboración de las polí-
ticas y normas de regulación de los
servicios públicos del área de su com-
petencia, en la supervisión de los orga-
nismos y entes de control de los con-

cesionarios de obra o de servicios pú-
blicos.

38. Entender en la elaboración de normas
de regulación de las licencias de servi-
cios públicos del área de su competen-
cia, otorgadas por el Estado nacional o
las provincias acogidas por convenios,
a los regímenes federales en la materia.

39. Entender en la elaboración y ejecución
de la política nacional de transporte aé-
reo fluvial, marítimo y terrestre, así
como en su regulación y coordinación.

40. Entender en todo lo relacionado con el
transporte internacional.

41. Entender en la supervisión, el fomento
y el desarrollo técnico y económico de
los sistemas de transporte terrestre.

42. Entender en la coordinación de las ta-
reas de las reparticiones, empresas na-
cionales o privadas que operan en los
puertos y vías navegables, así como en
el otorgamiento de las habilitaciones
que correspondan y en su fiscalización
o administración.

43. Entender en la elaboración, aplicación
y fiscalización del régimen de la flota
mercante, fluvial, de cabotaje y ultramar.

44. Ejercer, en su ámbito, facultades de con-
tralor respecto de aquellos entes u or-
ganismos de control de las áreas priva-
tizadas o dadas en concesión en el área
de su competencia, así como también
hacer cumplir los marcos regulatorios
correspondientes, e intervenir en los re-
gímenes de tarifas, cánones, aranceles
y tasas de las mismas.

Art. 4º – Comuníquese, publíquese, dese a la Di-
rección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Decreto 473

EDUARDO A. DUHALDE.
Jorge M. Capitanich. – Rodolfo Gabrielli.

– José I. De Mendiguren. – José H.
Jaunarena. – Carlos F. Ruckauf. –
Alfredo N. Atanasof. – Graciela
Giannettasio. – Ginés M. González
García. – Jorge R. Vanossi. – María N.
Doga. – Jorge Remes Lenicov.

4
Mensaje del Poder Ejecutivo

Buenos Aires, 10 de julio de 2002.
Al Honorable Congreso de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabi-
lidad a fin de comunicarle el dictado del decreto
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1.210 del 10 de julio de 2002, que en copia autenti-
cada se acompaña.

Dios guarde a vuestra honorabilidad.

Mensaje 1.214

EDUARDO A. DUHALDE.

Alfredo N. Atanasof. – Jorge R. Matzkin.

Buenos Aires, 10 de julio de 2002.

VISTO el decreto 355 de fecha 21 de febrero de 2002
y su similar modificatorio 473 del 8 de marzo de 2002,
y

CONSIDERANDO:

Que por el decreto citado en el visto, entre otros
aspectos, se sustituyó parcialmente la Ley de Mi-
nisterios (texto ordenado por decreto 438/92) y sus
modificatorias, estableciendo un reordenamiento de
los ministerios y de sus respectivas competencias.

Que, en esta instancia, razones operativas deter-
minan la necesidad de transferir los cometidos vin-
culados al área de la seguridad interior a la órbita
del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.

Que, asimismo, corresponde adecuar la denomi-
nación del Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos por el de Ministerio de Justicia, Seguridad y
Derechos Humanos a los fines de reflejar con ma-
yor precisión los objetivos asignados.

Que la imperiosa necesidad de efectuar la reor-
ganización proyectada, configura una circunstancia
excepcional que hace imposible seguir los trámites
ordinarios previstos por la Constitución Nacional
para la sanción de las leyes.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de
las facultades conferidas por el artículo 99, inciso
3, de la Constitución Nacional.

Por ello,

El presidente de la Nación Argentina en acuerdo
general de ministros

DECRETA:

Artículo 1º – Sustitúyese la denominación del
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos por la
de Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos
Humanos, debiendo considerarse modificada tal de-
nominación cada vez que se hace referencia a la car-
tera ministerial citada en primer término.

Art. 2º – Sustitúyese el artículo 22 del título V de
la Ley de Ministerios (texto ordenado por decreto
438/92) y sus modificatorias, el que quedará redac-
tado de la siguiente manera:

Artículo 22: Compete al Ministerio de Justi-
cia, Seguridad y Derechos Humanos asistir al
presidente de la Nación y al jefe de Gabinete
de Ministros, en orden a sus competencias, en
las relaciones con el Poder Judicial, con el Mi-

nisterio Público, con el Defensor del Pueblo y
con el Consejo de la Magistratura, en la actua-
lización de la legislación nacional, en todo lo
concerniente a la seguridad interior, a la pre-
servación de la libertad, la vida y el patrimonio
de los habitantes, sus derechos y garantías en
un marco de plena vigencia de las institucio-
nes del sistema democrático y a requerimiento
del presidente de la Nación en el asesoramien-
to jurídico y en la coordinación de las activi-
dades del Estado referidas a dicho asesora-
miento, sin perjuicio de la competencia propia
e independencia técnica de la Procuración del
Tesoro de la Nación, y en particular:

1. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas del área de su com-
petencia.

2. Ejecutar los planes, programas y pro-
yectos del área de su competencia ela-
borados conforme las directivas que im-
parta el Poder Ejecutivo nacional.

3. Entender en la formulación y aplicación
de políticas y programas de promoción
y fortalecimiento de los derechos huma-
nos.

4. Intervenir en la organización del Poder
Judicial y en el nombramiento de los
magistrados, conforme a los procedi-
mientos y recaudos previstos en la
Constitución Nacional y sus leyes com-
plementarias.

5. Entender en las relaciones con el Mi-
nisterio Público, en la organización y
nombramiento de sus magistrados con-
forme a los procedimientos y recaudos
previstos en la Constitución Nacional
y leyes complementarias.

6. Entender en las relaciones con el De-
fensor del Pueblo.

7. Entender en las relaciones con el Con-
sejo de la Magistratura.

8. Entender en los asesoramientos jurídi-
cos que le sean requeridos por el Po-
der Ejecutivo, la Jefatura de Gabinete de
Ministros y los ministros secretarios y
demás funcionarios competentes a tra-
vés de la Procuración del Tesoro de la
Nación.

9. Entender en la organización y aplicación
del régimen de la representación y de-
fensa del Estado en juicio a través de
la Procuración del Tesoro de la Nación.

10. Intervenir en cualquier estado procesal
en los litigios en que los intereses del
Estado nacional o sus entidades des-
centralizadas puedan verse comprome-
tidos, sin asumir la calidad de parte en
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el juicio, en apoyo y sin perjuicio de la
intervención necesaria del cuerpo de
abogados del Estado.

11. Intervenir en la reforma y actualización
de la legislación general y entender en
la adecuación de los códigos.

12. Entender en la determinación de la po-
lítica criminal y en la elaboración de pla-
nes y programas para su aplicación, así
como para la prevención del delito.

13. Entender en la organización, funciona-
miento y supervisión de los estableci-
mientos penales y de sus servicios
asistenciales promoviendo las mejoras
necesarias para lograr la readaptación
del condenado y el adecuado tratamien-
to del procesado y la efectiva coordi-
nación de la asistencia pospeniten-
ciaria.

14. Entender en los casos de indulto y con-
mutación de pena.

15. Entender en la conformación, inscrip-
ción y registro de los contratos consti-
tutivos de las sociedades, la autori-
zación del funcionamiento de las
asociaciones y fundaciones y su fisca-
lización.

16. Entender en la organización, dirección
y fiscalización de los registros de bie-
nes y derechos de las personas.

17. Entender en la organización, dirección
y fiscalización del registro de antece-
dentes judiciales de las personas y el
intercambio de la información respecti-
va en el territorio de la Nación.

18. Entender en la formalización de los ac-
tos notariales en que sea parte directa
o indirectamente el Estado nacional.

19. Entender en la determinación de la po-
lítica, en la elaboración de planes y pro-
gramas y en la representación del Esta-
do nacional ante los organismos
internacionales en materia de derechos
humanos y la no discriminación de gru-
pos o personas.

20. Intervenir en los pedidos de extradición.
21. Entender en la elaboración de proyec-

tos normativos tendientes al impulso de
métodos alternativos de solución de
controversias y en las acciones desti-
nadas a la organización, registro y fis-
calización.

22. Entender en la aplicación de los conve-
nios de asistencia y cooperación jurídi-
cas nacionales e intervenir en la de los
convenios internacionales de la misma
naturaleza.

23. Entender en los programas de lucha
contra la corrupción del sector público
nacional e intervenir como parte quere-
llante en los procesos en que se en-
cuentre afectado el patrimonio del Es-
tado nacional.

24. Entender en la compilación e informa-
ción sistematizada de la legislación na-
cional, provincial y extranjera, la juris-
prudencia y la doctrina.

25. Entender en el ejercicio del poder de
policía de seguridad interna y la direc-
ción y coordinación de funciones y ju-
risdicciones de las fuerzas de seguridad
nacionales (Policía Federal Argentina,
Gendarmería Nacional, Prefectura Naval
Argentina), provinciales y territoriales.

26. Intervenir en lo relativo a la declaración
del estado de sitio y sus efectos.

27. Intervenir en la coordinación de las ac-
ciones tendientes a solucionar situacio-
nes extraordinarias o emergencias que
se produzcan en el territorio de la Na-
ción.

28. Entender en la aplicación de la ley
22.352 y el decreto ley 15.385 (ley
12.913) en todo lo relacionado con la
preservación de la seguridad de las
áreas y zonas de frontera.

29. Dirigir el esfuerzo nacional de policía,
planificando y coordinando las accio-
nes individuales y de conjunto de las
fuerzas de seguridad y policiales, aten-
diendo a todo lo que a ellas concierne
en cuanto a su preparación, doctrina y
equipamiento.

30. Coordinar y ejecutar las acciones de
prevención y respuesta requeridas para
la protección civil de los habitantes ante
hechos del hombre y de la naturaleza.

31. Entender en la organización, doctrina,
despliegue, equipamiento y esfuerzos
operativos de las fuerzas de seguridad
y de las fuerzas policiales.

32. Elaborar las medidas necesarias para el
cumplimiento de las políticas que hacen
a la protección de la comunidad cola-
borando con los entes nacionales, pro-
vinciales o privados, frente a desastres
naturales o causados por el hombre y a
ilícitos que por naturaleza sean de su
competencia.

33. Formular el diagnóstico de la situación
de la seguridad interior en el Mercosur
e impulsar la coordinación de políticas
de seguridad conjuntas con los países
miembros.
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34. Supervisar el accionar individual o con-
junto de las fuerzas de seguridad y
policiales, de acuerdo con lo previsto
en la ley 24.059, de seguridad interior.

35. Entender en la producción de inteligen-
cia e información que compete a las
fuerzas de seguridad y las fuerzas
policiales.

36. Intervenir en la distribución de los re-
cursos humanos, materiales y financie-
ros asignados para el logro de los ob-
jetivos en función de lo prescrito por la
Ley de Seguridad Interior.

37. Coordinar la formulación de planes de
mediano y largo plazo de capacitación,
inversión, equipamiento y bienestar de
las fuerzas, en el marco del sistema de
seguridad interior.

38. Coordinar el Sistema Federal de Emer-
gencias (SIFEM) creado por el decreto
1.250 del 28 de octubre de 1999.

39. Supervisar el accionar de la Caja de Re-
tiros, Jubilaciones y Pensiones de la
Policía Federal Argentina.

40. Entender en el registro, habilitación, fis-
calización y dirección técnica de los ac-
tos y actividades vinculados a la nave-
gación por agua.

Art. 3º – Suprímese del artículo 9º del título III de
la Ley de Ministerios (texto ordenado por decreto
438/92) y sus modificatorias el ítem “4 De seguri-
dad interior”.

Art. 4º – Sustitúyese el artículo 4º del decreto
355/02, el que quedará redactado de la siguiente
manera:

Artículo 4º: Las atribuciones conferidas a la
Secretaría de Seguridad Interior de la Presiden-
cia de la Nación por la normativa vigente a la
fecha de dictado del presente en materia de se-
guridad serán asumidas por el Ministerio de
Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, sin
perjuicio de las demás funciones que el Poder
Ejecutivo nacional le atribuya.

Art. 5º – Sustitúyese el artículo 2° del Estatuto
de la Policía Federal –decreto ley 333 del 14 de ene-
ro de 1958–, el que quedará redactado de la siguien-
te manera:

Artículo 2º: Depende del Poder Ejecutivo na-
cional, por intermedio del Ministerio de Justi-
cia, Seguridad y Derechos Humanos.

Art. 6º – Transfiérense la Gendarmería Nacional
y la Prefectura Naval Argentina del ámbito de la Se-
cretaría de Seguridad Interior de la Presidencia de
la Nación a la órbita del Ministerio de Justicia, Se-
guridad y Derechos Humanos.

Art. 7º – Transfiérese la Caja de Retiros, Jubila-
ciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina,
organismo descentralizado del ámbito de la Secre-
taría de Seguridad Interior de la Presidencia de la
Nación a la órbita del Ministerio de Justicia, Segu-
ridad y Derechos Humanos.

Art. 8º – Las transferencias dispuestas por los ar-
tículos 5°, 6° y 7° del presente comprenden sus
competencias, unidades organizativas con sus res-
pectivos cargos, nivel de funciones ejecutivas, do-
taciones de personal, patrimonio, bienes y créditos
presupuestarios, manteniendo el personal transfe-
rido sus respectivos niveles y grados de revista
escalafonarios vigentes a la fecha de la presente
medida.

Art. 9º – Deróganse los artículos 5°, 6°, 7° y 8°
del decreto 355/02.

Art. 10. – El presente decreto entrará en vigencia
a partir de la fecha de su publicación en el Boletín
Oficial.

Art. 11. – Dese cuenta al Honorable Congreso de
la Nación.

Art. 12. – Comuníquese, publíquese, dese a la Di-
rección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Decreto 1.210

EDUARDO A. DUHALDE.

Alfredo N. Atanasof. – Roberto Lavagna.
– Graciela Giannettasio. – Graciela
Camaño. – Carlos F. Ruckauf. – María
N. Doga. – Ginés M. González García.
– José H. Jaunarena. – Jorge R.
Matzkin.

5
Mensaje del Poder Ejecutivo

Buenos Aires, 7 de enero de 2003.

Al Honorable Congreso de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabi-
lidad a fin de comunicarle el dictado del decreto 37
del 7 de enero de 2003, que en copia autenticada se
acompaña.

Dios guarde a vuestra honorabilidad.

Mensaje 38

EDUARDO A. DUHALDE.
Alfredo N. Atanasof. – Ginés M. González

García.

Buenos Aires, 7 de enero de 2003.

VISTO la Ley de Ministerios (texto ordenado por
decreto 438 del 12 de marzo de 1992) modificada por
las leyes 24.190 y 25.233 y por los decretos 1.343
del 24 de octubre de 2001, 1.366 del 26 de octubre
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de 2001, 1.454 del 8 de noviembre de 2001, 185 del
24 de enero de 2002, 355 del 21 de febrero de 2002,
357 del 21 de febrero de 2002, 473 y 475, ambos del
8 de marzo de 2002, y

CONSIDERANDO:

Que por el decreto 355 del 21 de febrero de 2002,
entre otros aspectos, se sustituyó parcialmente la
Ley de Ministerios (texto ordenado por decreto 438
del 12 de marzo de 1992) y sus modificatorias esta-
bleciendo un reordenamiento de los ministerios y
sus respectivas competencias.

Que, en tanto, por el citado decreto 357 del 21 de
febrero de 2002 y su similar modificatorio 475 del 8
de marzo de 2002 se aprobó el organigrama de apli-
cación de la administración pública nacional, dis-
poniéndose sus objetivos.

Que razones operativas determinan la necesidad
de efectuar precisiones respecto a los cometidos
asignados por el decreto 355 del 21 de febrero de
2002 y su similar modificatorio 473 del 8 de marzo
de 2002 al Ministerio de la Producción y al Ministe-
rio de Salud con relación a la fiscalización sanitaria
de alimentos.

Que, por su parte, en el inciso 19 del artículo 23
ter de la mencionada normativa se mantuvo la com-
petencia del Ministerio de Salud para intervenir en
las acciones destinadas a la fiscalización sanitaria
y bromatológica de los alimentos, en coordinación
con el Ministerio de la Producción, omitiéndose la
acción de registro de dichos productos en el ámbi-
to de su competencia.

Que en el inciso 16 del artículo antes menciona-
do se dispuso intervenir en la fiscalización de todo
lo atinente a la elaboración, distribución y comercia-
lización de los productos medicinales, biológicos,
drogas, dietéticos, insecticidas, de tocador, aguas
minerales, hierbas medicinales y del material e ins-
trumental de aplicación médica en coordinación con
los ministerios pertinentes, omitiéndose la acción de
registro de dichos productos y, asimismo, la inclu-
sión de los alimentos en su enumeración.

Que la ley 18.284, en su artículo 7°, dispuso que
la autoridad sanitaria nacional deberá organizar un
registro que tendrá el carácter de registro nacional
de establecimientos productores y de productos ali-
menticios autorizados en todo el país, de acuerdo
con el Código Alimentario Nacional.

Que en concordancia con el reparto de compe-
tencias efectuado por la ley 18.284, el Sistema Na-
cional de Control de Alimentos creado por el decre-
to 815 del 26 de julio de 1999, en su artículo 15, inciso
g), atribuye competencia al Instituto Nacional de
Alimentos de la Administración Nacional de Medi-
camentos, Alimentos y Tecnología Médica, organis-
mo descentralizado de la órbita del Ministerio de
Salud, para crear y mantener actualizado el Regis-
tro Unico de Productos y Establecimientos de su

competencia, tal como lo establece el Código Alimen-
tario Argentino.

Que, en consecuencia es procedente, a fin de
mantener el reparto de competencia en materia de
productos alimenticios efectuado por las normas in-
dicadas, explicitar las incumbencias del Ministerio
de Salud en el registro de los productos alimenti-
cios que se hallan bajo su competencia. Así como
también los objetivos de la Secretaría de Política,
Regulación y Relaciones Sanitarias del Ministerio
de Salud establecidas por el decreto 357 del 21 de
febrero de 2002.

Que, con fundamento en las consideraciones
efectuadas, se considera conveniente y ajustado a
las normas sustanciales proceder a la sustitución
de los incisos 16 y 19 del artículo 23 ter de la Ley
de Ministerios, correspondiente a las competencias
del Ministerio de Salud, y las del artículo 20, punto
8, del Ministerio de la Producción.

Que la imperiosa necesidad de efectuar la modifi-
cación a que se alude en el considerando tercero
configura una circunstancia excepcional que hace
imposible seguir los trámites ordinarios previstos
por la Constitución Nacional para la sanción de las
leyes.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de
las facultades conferidas por el artículo 99, incisos
1 y 3, de la Constitución Nacional.

Por ello,

El presidente de la Nación Argentina en acuerdo
general de ministros

DECRETA:

Artículo 1º – Sustitúyese en el artículo 21 del tí-
tulo V de la Ley de Ministerios (texto ordenado por
decreto 438 del 12 de marzo de 1992) y modificato-
rias correspondiente al Ministerio de la Producción,
el inciso 8, el que quedará redactado de la siguien-
te manera:

8. Entender en la normatización, registro,
control y fiscalización sanitaria de ali-
mentos, en el ámbito de su competen-
cia, en coordinación con el Ministerio
de Salud.

Art. 2° – Sustitúyense en el artículo 23 ter del tí-
tulo V de la Ley de Ministerios (texto ordenado por
decreto 438 del 12 de marzo de 1992) y modificato-
rias correspondiente al Ministerio de Salud, los in-
cisos 16 y 19, los que quedarán redactados de la
siguiente manera:

16. Intervenir en la fiscalización de todo lo
atinente a la elaboración, distribución y
comercialización de los productos me-
dicinales, biológicos, drogas, dietéticos,
alimentos, insecticidas, de tocador,
aguas minerales, hierbas medicinales, y
del material e instrumental de aplicación
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médica, en coordinación con los minis-
terios pertinentes.

19. Intervenir en la normatización, registro,
control y fiscalización sanitaria y
bromatológica de alimentos, en el ám-
bito de su competencia, en coordinación
con el Ministerio de la Producción.

Art. 3° – Modifícase el objetivo 4 de la Secretaría
de Políticas, Regulación y Relaciones Sanitarias del
Ministerio de Salud previsto en el decreto 357 del
21 de febrero de 2002, el que quedará redactado de
la siguiente manera:

4. Entender en la problemática, como asimis-
mo mantener y actualizar el registro y los
controles sanitarios relacionados con la in-
fraestructura, equipamiento, aparatos, dro-
gas, medicamentos y alimentos conforme a
la normativa vigente.

Art. 4° – Dese cuenta al Honorable Congreso de
la Nación.

Art. 5° – Comuníquese, publíquese, dese a la Di-
rección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Decreto 37

EDUARDO A. DUHALDE.

Alfredo N. Atanasof. – Ginés M. González
García. – Aníbal D. Fernández. –
Roberto Lavagna. – María N. Doga. –
Carlos F. Ruckauf. – Graciela Camaño.
– Graciela Giannettasio. – Jorge R.
Matzkin.

6

Mensaje del Poder Ejecutivo

Buenos Aires, 24 de mayo de 2003.

Al Honorable Congreso de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabi-
lidad a fin de comunicarle el dictado del decreto
1.283 del 24 de mayo de 2003, que en copia autenti-
cada se acompaña.

Dios guarde a vuestra honorabilidad.

Mensaje 1.284

EDUARDO A. DUHALDE.

Alfredo N. Atanasof. – Rodolfo Lavagna.

Buenos Aires, 24 de mayo de 2003.

VISTO la Ley de Ministerios (texto ordenado por
decreto 438/92), modificada por las leyes 24.190 y
25.233 y sus modificaciones; los decretos 355 de
fecha 21 de febrero 2002 y 473 de fecha 8 de marzo
de 2002 y sus modificatorios, y

CONSIDERANDO:

Que mediante el decreto 355 de fecha 21 de fe-
brero 2002, modificado, entre otros, por el decre-
to  473 de fecha 8 de marzo de 2002, entre otros
aspectos, se sustituyó parcialmente la Ley de Mi-
nisterios (texto ordenado por decreto 438/92) y
sus modificatorias, estableciendo un reordena-
miento de los ministerios y de sus respectivas
competencias.

Que el aludido reordenamiento incluyó, entre
otros, al Ministerio de Economía y al Ministerio de
la Producción, en tanto todo lo atinente a la obra
pública, la temática hídrica, el desarrollo urbano y
la vivienda es atendido por la Secretaría de Obras
Públicas, en la órbita directa del señor presidente
de la Nación.

Que en esta instancia, razones operativas de im-
plementación del plan de gobierno previsto por la
nueva gestión en el gobierno nacional, así como la
necesidad de perfeccionar la utilización de los re-
cursos públicos, incrementando la calidad de la ac-
ción estatal, ameritan efectuar un reordenamiento
estratégico que permita concretar las metas políti-
cas diagramadas, por lo que se considera necesario
unificar los actuales ministerios de Economía y de
la Producción en una sola cartera de Estado,
rediseñando sus cometidos.

Que, por otra parte, y a los fines de reflejar con
mayor precisión las metas de gobierno fijadas, en
especial en materia de planificación de la inversión
pública tendiente a un equilibrado desarrollo geo-
gráfico regional que consolide el federalismo, se es-
tima aconsejable proceder a la creación de un Mi-
nisterio de Planificación Federal, Inversión Pública
y Servicios, al que, en atención a la especificidad
de los cometidos a asignar, le son transferidas las
áreas de energía y comunicaciones, provenientes
del actual Ministerio de Economía; lo atinente a las
obras públicas, la temática hídrica, el desarrollo ur-
bano, la vivienda y la energía atómica, entre otras,
desde la órbita de la Presidencia de la Nación; mien-
tras que todo lo atinente al sector minero y del trans-
porte, desde el actual Ministerio de la Producción.

Que asimismo, y en un mismo orden de ideas, son
asimiladas al Ministerio de Economía y Producción
las áreas encargadas de la agricultura, la ganadería
y la pesca, la desregulación, la defensa de la com-
petencia y del consumidor, la pequeña y mediana
empresa y el desarrollo regional, la industria y el co-
mercio, integrantes del actual Ministerio de la Pro-
ducción.

Que la necesidad de la puesta en marcha en for-
ma inmediata de los aludidos ministerios configura
una circunstancia excepcional que hace imposible
seguir los trámites ordinarios previstos por la Cons-
titución Nacional para la sanción de las leyes.

Que el Poder Ejecutivo nacional se encuentra
facultado para el dictado de la presente medida en
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virtud de las atribuciones emergentes del artículo
99, inciso 3, de la Constitución Nacional.

Por ello,

El presidente de la Nación Argentina en acuerdo
general de ministros

DECRETA:

Artículo 1º – Sustitúyese la denominación del
Ministerio de Economía por la de Ministerio de Eco-
nomía y Producción, debiendo considerarse modi-
ficada tal denominación cada vez que se hace refe-
rencia a la cartera ministerial citada en primer
término.

Art. 2º – Sustitúyese el artículo 20 del decreto 355
de fecha 21 de febrero de 2002 y sus modificatorios,
el que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 20: Compete al Ministerio de Eco-
nomía y Producción asistir al presidente de la
Nación y al jefe de Gabinete de Ministros, en
orden a sus competencias, en todo lo inheren-
te a la política económica y de producción, a
la administración de las finanzas públicas, la in-
dustria, la agricultura, la ganadería, la pesca, el
comercio, a las relaciones económicas, finan-
cieras y fiscales con las provincias y la Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires, y en particu-
lar:

1. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas del área de su com-
petencia.

2. Ejecutar los planes, programas y pro-
yectos del área de su competencia ela-
borados conforme las directivas que im-
parta el Poder Ejecutivo nacional.

3. Entender en la elaboración y control de
ejecución del presupuesto general de
gastos y cálculo de recursos de la ad-
ministración nacional, así como también
en los niveles del gasto y de los ingre-
sos públicos.

4. Entender en la recaudación y distribu-
ción de las rentas nacionales, según la
asignación de presupuesto aprobada
por el Honorable Congreso de la Na-
ción y en su ejecución conforme a las
pautas que decida el jefe de Gabinete
de Ministros con la supervisión del Po-
der Ejecutivo nacional.

5. Entender en lo referente a la contabili-
dad pública y en la fiscalización de
todo gasto e inversión que se ordene
sobre el Tesoro de la Nación.

6. Entender en la aplicación de la política
salarial del sector público, con la parti-
cipación de los ministerios y organis-
mos que correspondan.

7. Participar en la elaboración de las nor-
mas regulatorias de las negociaciones
colectivas del sector privado.

8. Participar en la elaboración, aplicación
y fiscalización del régimen de suminis-
tros del Estado conforme a las pautas
que decida el jefe de Gabinete de Mi-
nistros, con la supervisión del Poder
Ejecutivo nacional.

9. Entender en la elaboración, aplicación
y fiscalización del régimen impositivo y
aduanero.

10. Entender en la organización, dirección
y fiscalización del registro de los bie-
nes del Estado.

11. Entender en la acuñación de monedas
e impresión de billetes, timbres, sellos,
papeles fiscales, otros valores y otros
impresos oficiales de similares caracte-
rísticas.

12. Entender en la legislación de saldos de
deudas a cargo de la administración na-
cional.

13. Entender en lo referido al crédito y a la
deuda pública.

14. Entender en la política monetaria, finan-
ciera y cambiaria con arreglo a las atri-
buciones que le competen al Banco
Central de la República Argentina.

15. Supervisar y coordinar las acciones de
las entidades financieras oficiales na-
cionales.

16. Entender en el régimen de bolsas y mer-
cados de valores.

17. Entender en todo lo relacionado con el
régimen de seguros y reaseguros.

18. Entender en el desenvolvimiento de las
empresas y sociedades del Estado, en-
tidades autárquicas, organismos des-
centralizados o desconcentrados y
cuentas y fondos especiales, cualquie-
ra sea su denominación o naturaleza ju-
rídica, correspondientes a su órbita, tan-
to en lo referido a los planes de acción
y presupuesto como en cuanto a su in-
tervención, cierre, liquidación, privatiza-
ción, fusión, disolución o centralización,
e intervenir en aquellas que no perte-
nezcan a su jurisdicción, conforme las
pautas que decida el jefe de Gabinete
de Ministros con la supervisión del Po-
der Ejecutivo nacional.

19. Entender en la autorización de operacio-
nes de crédito interno y externo del sec-
tor público nacional, incluyendo los or-
ganismos descentralizados y empresas
del sector público; de los empréstitos
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públicos por cuenta del gobierno de la
Nación y de otras obligaciones con ga-
rantías especiales, o sin ellas, como en-
tender, asimismo, en las operaciones fi-
nancieras del mismo tipo que se realicen
para necesidades del sector público
provincial, municipal y de la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires, cuando se
trate de preservar el crédito público de
la Nación.

20. Entender en las negociaciones interna-
cionales de naturaleza monetaria y fi-
nanciera y en las relaciones con los or-
ganismos monetarios y financieros
internacionales.

21. Entender en la administración de las
participaciones mayoritarias o minorita-
rias que el Estado posea en sociedades
o empresas.

22. Entender en la elaboración y ejecución
de la política de inversiones extranjeras.

23. Entender en la programación macroeco-
nómica a mediano y largo plazo y en la
orientación de los recursos acorde con
la política nacional en materia regional.

24. Entender en la elaboración de las es-
tructuras arancelarias con la interven-
ción de las áreas que correspondan.

25. Entender en la elaboración y ejecución
de la política de reembolsos y reintegros
a la exportación y aranceles.

26. Entender en la definición de la política
comercial en el campo exterior.

27. Entender en los regímenes de precios
índices y mecanismos antidúmping y
otros instrumentos de regulación del
comercio exterior.

28. Entender en la elaboración del plan de
inversión pública, conforme las pautas
y prioridades que decida el jefe de Ga-
binete de Ministros y según las directi-
vas del Poder Ejecutivo nacional.

29. Coordinar y generar propuestas sobre
el desarrollo de mecanismos y sistemas
para la protección de los derechos de
los clientes y usuarios en materia de
sus competencias.

30. Efectuar la propuesta, ejecución y con-
trol de la política comercial interna en
todo lo relacionado con la defensa del
consumidor y la defensa de la compe-
tencia.

31. Entender en la implementación de polí-
ticas y en los marcos normativos nece-
sarios para afianzar la competencia, los
derechos del consumidor y el aumento
en la oferta de bienes y servicios.

32. Supervisar el accionar de la Comisión
Nacional de Defensa de la Competen-
cia.

33. Supervisar el accionar de los tribunales
arbitrales de defensa del consumidor.

34. Entender en la supervisión de la liber-
tad de los mercados de la producción
de su área, interviniendo en los mismos
en los casos de su desvirtuación a tra-
vés de la existencia de monopolios,
oligopolios o toda otra forma de distor-
sión, así como en la aplicación de las
políticas de regulación y desregulación
de mercados de bienes y servicios y en
las condiciones de competencia de los
mismos, primando criterios de libre ini-
ciativa y propendiendo a su normal fun-
cionamiento, a la protección de la leal-
tad comercial y la defensa del usuario
y el consumidor.

35. Entender en la elaboración de los regí-
menes de las actividades relacionadas
con los sectores forestal y pesquero.

36. Entender en la fiscalización sanitaria de
la producción agropecuaria, forestal y
pesquera.

37. Entender en la normatización, registro,
control y fiscalización sanitaria de ali-
mentos, en el ámbito de su competen-
cia, en coordinación con el Ministerio
de Salud.

38. Entender en la tipificación, certificación
de calidad y normalización para la
comercialización de los productos pri-
marios de origen agropecuario, forestal
y pesquero.

39. Entender en la elaboración, aplicación
y fiscalización de los regímenes de las
actividades relacionadas con los secto-
res agropecuario, forestal y pesquero e
intervenir en lo referente a minerales de
lechos marinos.

40. Entender en la defensa fito y zoosani-
taria de fronteras, puertos, aeropuertos
y en la fiscalización de la importación
de origen agropecuario, forestal y
pesquero.

41. Entender en la elaboración de los regí-
menes de promoción y protección de
actividades económicas y de los instru-
mentos que los concreten, así como en
la elaboración, ejecución y fiscalización
de los mismos en su área.

42. Entender en la elaboración del régimen
de promoción de actividades industria-
les o de cualquier otro sector.

43. Entender en la elaboración, ejecución y
fiscalización del régimen de localización,
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regionalización y radicación de estable-
cimientos industriales acorde con la po-
lítica nacional de ordenamiento territorial.

44. Entender en la normalización y control
de calidad de la producción industrial.

45. Entender en la elaboración, ejecución y
fiscalización del régimen de patentes y
marcas y en la legislación concordante.

46. Entender en la normalización, tipifica-
ción e identificación de mercaderías y
en el régimen de pesas y medidas.

47. Entender en la definición de la política
de fomento de la producción y del co-
mercio, incluyendo todas las acciones
que se efectúen en el país para el fo-
mento, la promoción y organización de
muestras, ferias, concursos y misiones
que estén destinadas a estimular el in-
tercambio con el exterior.

48. Intervenir en el ámbito de su competen-
cia en la promoción, organización y par-
ticipación en exposiciones, ferias, con-
cursos, muestras y misiones en el
exterior.

49. Entender en la formulación de políticas
y desarrollos de programas destinados
a la promoción y fortalecimiento de las
micro, pequeñas y medianas empresas.

50. Entender en el otorgamiento de los cer-
tificados de origen y calidad de los pro-
ductos destinados a la exportación vin-
culados con su competencia.

51. Participar en la administración de las
participaciones del Estado en las empre-
sas de carácter productivo.

52. Participar en la política laboral y tribu-
taria vinculada a las unidades de pro-
ducción.

53. Participar en la elaboración de políticas,
objetivos y acciones atinentes al desa-
rrollo y consolidación de las cooperati-
vas y mutuales, así como también la ac-
tualización de la legislación aplicable
con la participación de los sectores in-
volucrados.

54. Entender en la elaboración de normas
de regulación de las licencias de servi-
cios públicos del área de su competen-
cia, otorgadas por el Estado nacional o
las provincias acogidas por convenios,
a los regímenes federales en la materia.

55. Intervenir en las negociaciones y mo-
dificaciones de los contratos de obras
y servicios públicos.

56. Intervenir en la elaboración de las polí-
ticas y normas de regulación de los ser-
vicios públicos y en la fijación de tari-

fas, cánones, aranceles y tasas para los
mismos.

57. Intervenir en la elaboración de la políti-
ca energética nacional y en el régimen
de combustibles.

58. Intervenir en la elaboración de la políti-
ca en materia de comunicaciones.

59. Intervenir en la elaboración de políticas
del servicio postal.

60. Intervenir en la elaboración de las polí-
ticas para el desarrollo de las áreas y
zonas de frontera.

Art. 3º – Sustitúyese la denominación del Minis-
terio de la Producción por la de Ministerio de Plani-
ficación Federal, Inversión Pública y Servicios, de-
biendo considerarse modificada tal denominación
cada vez que se hace referencia a la cartera ministe-
rial citada en primer término.

Art. 4º – Sustitúyese el artículo 21 del decreto 355
de fecha 21 de febrero de 2002 y sus modificatorios,
el que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 21: Compete al Ministerio de Plani-
ficación Federal, Inversión Pública y Servicios
asistir al presidente de la Nación y al jefe de
Gabinete de Ministros, en orden a sus compe-
tencias, en todo lo inherente al transporte, las
comunicaciones, la minería, la energía, el sanea-
miento y en las obras públicas, la vivienda, las
obras de explotación y aprovechamiento sus-
tentable de los recursos hídricos, la actividad
vial y la planificación de la inversión pública
tendiente a un equilibrado desarrollo geográfi-
co regional que consolide el federalismo. En
particular tendrá a su cargo:

1. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas del área de su com-
petencia.

2. Ejecutar los planes, programas y pro-
yectos del área de su competencia ela-
borados conforme las directivas que im-
parta el Poder Ejecutivo nacional.

3. Entender en la elaboración de los regí-
menes de promoción y protección de la
inversión pública y de los instrumentos
que los concreten, así como en la ela-
boración, ejecución y fiscalización de
los mismos en su área.

4. Entender en el otorgamiento de los cer-
tificados de origen y calidad de los pro-
ductos destinados a la exportación en
el ámbito de su competencia.

5. Intervenir en la elaboración de las polí-
ticas para el desarrollo de las áreas y
zonas de frontera y entender en su eje-
cución en coordinación con las áreas
competentes.
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6. Participar en la administración de las
participaciones del Estado en las empre-
sas de carácter productivo.

7. Ejercer las funciones de autoridad de
aplicación de las leyes que regulan el
ejercicio de las actividades de su com-
petencia.

8. Intervenir en la elaboración de las es-
tructuras arancelarias.

9. Intervenir en la elaboración y ejecución
de la política de reembolsos y reintegros
a la exportación y aranceles en las áreas
de su competencia.

10. Entender en la elaboración de las polí-
ticas y normas de regulación de los
servicios públicos del área de su compe-
tencia, en la supervisión de los organis-
mos y entes de control de los concesio-
narios de obra o de servicios públicos.

11. Entender en la elaboración de normas
de regulación de las licencias de servi-
cios públicos del área de su competen-
cia, otorgadas por el Estado nacional o
las provincias acogidas por convenios,
a los regímenes federales en la materia.

12. Ejercer, en su ámbito, facultades de con-
tralor respecto de aquellos entes u or-
ganismos de control de las áreas priva-
tizadas o dadas en concesión en el área
de su competencia, así como también
hacer cumplir los marcos regulatorios
correspondientes, y entender en los re-
gímenes de tarifas, cánones, aranceles
y tasas de las mismas.

13. Entender en la investigación y desarro-
llo tecnológico en las distintas áreas de
su competencia.

14. Entender en el relevamiento, conserva-
ción, recuperación, defensa y desarro-
llo de los recursos naturales en el área
de su competencia.

15. Entender en la elaboración, ejecución y
control de las políticas mineras de la Na-
ción, tendiendo al aprovechamiento,
uso racional y desarrollo de los recur-
sos geológicos mineros.

16. Entender en la elaboración, ejecución y
fiscalización relativas a la explotación y
catastro minero.

17. Entender en la normalización y control
de calidad de la producción minera.

18. Entender en la elaboración y ejecución
de la política nacional en materia de pre-
vención sísmica.

19. Entender en la promoción y coordina-
ción de las investigaciones y estudios
de sismología e ingeniería antisísmica.

20. Entender en la elaboración y ejecución
de la política nacional de transporte aé-
reo, fluvial, marítimo y terrestre, así como
en su regulación y coordinación.

21. Entender en todo lo relacionado con el
transporte internacional, terrestre, ma-
rítimo y fluvial.

22. Entender en la supervisión, el fomento
y el desarrollo técnico y económico de
los sistemas de transporte terrestre.

23. Entender en la coordinación de las ta-
reas de las reparticiones, empresas na-
cionales o privadas que operan en los
puertos y vías navegables, así como en
el otorgamiento de las habilitaciones
que correspondan y en su fiscalización
o administración.

24. Entender en la elaboración, aplicación
y fiscalización del régimen de la flota
mercante, fluvial, de cabotaje y ultramar.

25. Entender en la regulación y coordina-
ción de los sistemas de transporte te-
rrestre, marítimo y fluvial.

26. Entender en la ejecución de la política
nacional de fletes.

27. Entender en la organización, dirección
y fiscalización del registro de inscrip-
ción, fijación de capacidades y califica-
ción de las empresas vinculadas a la in-
dustria y reparación naval.

28. Entender en todo lo relacionado con la
construcción, habilitación, administra-
ción y fiscalización de puertos y vías
navegables.

29. Entender en la elaboración y ejecución
de la política de transporte de carga re-
servada para la matrícula nacional.

30. Entender en la homologación de los
acuerdos armatoriales y sus accesorios.

31. Entender en la coordinación de las ta-
reas de las reparticiones, empresas del
Estado y/o privadas que integran la co-
munidad portuaria.

32. Intervenir en la elaboración y aplicación
de los regímenes de trabajo portuario,
marítimo y fluvial.

33. Entender en la elaboración, aplicación
y fiscalización del régimen de flotas mer-
cante, fluvial, de cabotaje y ultramar.

34. Intervenir en la compatibilización de la
navegabilidad de los cursos de agua
con su aprovechamiento como fuente
de energía.

35. Intervenir en la elaboración y ejecución
de la política de puertos y vías navega-
bles.
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36. Entender en la elaboración y en la eje-
cución de la política energética nacio-
nal.

37. Entender en la elaboración y fiscaliza-
ción del régimen de combustibles y en
la fijación de sus precios, cuando así
corresponda, acorde con las pautas res-
pectivas.

38. Entender en la coordinación de los pla-
nes nacionales de electrificación rural.

39. Entender en la elaboración y en la eje-
cución de la política en materia de co-
municaciones.

40. Entender en la elaboración, ejecución y
fiscalización del régimen del servicio
postal.

41. Entender en la elaboración y ejecución
de programas de vivienda destinada a
los sectores de menores recursos.

42. Promover la inversión de recursos en el
campo de la vivienda.

43. Entender en la coordinación y fiscaliza-
ción de la ejecución que realice el Esta-
do nacional, las provincias y los muni-
cipios, en lo concerniente a los planes
de vivienda y al planeamiento urbano,
acorde con el régimen de asentamiento
humano que establezca la política de or-
denamiento territorial.

44. Entender en la promoción de los siste-
mas de vivienda industrializados.

45. Entender en la legislación, reglamenta-
ción y fiscalización de los sistemas de
reajuste del costo de las obras y los tra-
bajos públicos o de saldos de deudas
a cargo de la administración nacional.

46. Entender en el dictado de normas rela-
cionadas con la contratación, construc-
ción y conservación de obras públicas
incluyendo las que se realicen en el ám-
bito del Ministerio de Educación, Cien-
cia y Tecnología.

47. Entender en la organización, dirección
y fiscalización del registro de empresas
contratistas de obras públicas y de
consultorías.

48. Entender en el dictado de normas rela-
cionadas con la construcción y conser-
vación de toda obra vial cuya realiza-
ción corresponda al gobierno nacional
en concordancia con la política de or-
denamiento territorial.

49. Entender en la construcción, adminis-
tración y prestación de los servicios de
obras sanitarias en jurisdicción nacional
y en las provincias acogidas, por conve-
nios, al régimen federal en la materia.

50. Entender en la adopción de medidas
para la defensa de cursos de agua y
avenamientos y zonas inundables e in-
salubres.

51. Entender en la ejecución de los planes
nacionales de riego.

52. Entender en la elaboración y ejecución
de la política hídrica nacional.

53. Entender en el régimen de utilización de
los recursos hídricos de uso múltiple
acorde con la política hídrica nacional.

54. Intervenir en lo referente a los usos y
efectos de las aguas provinciales y mu-
nicipales sobre las de jurisdicción fede-
ral.

Art. 5º – Suprímese, del artículo 2º del decreto 355
de fecha 21 de febrero de 2002 y sus modificatorios,
en el título III, artículo 9º, el apartado 6 Secretaría
de Obras Públicas de la Presidencia de la Nación.

Art. 6º – La presente medida entrará en vigencia
a partir del 25 de mayo de 2003.

Art. 7º – Comuníquese al Honorable Congreso de
la Nación.

Art. 8º – Comuníquese, publíquese, dese a la Di-
rección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Decreto 1.283
EDUARDO A. DUHALDE.

Alfredo N. Atanasof. – Roberto Lavagna.
– María N. Doga. – Juan J. Alvarez. –
Jorge R. Matzkin. – Graciela Camaño.
– Ginés M. González García. – Graciela
Giannettasio. – José H. Jaunarena. –
Aníbal D. Fernández.

7
Mensaje del Poder Ejecutivo

Buenos Aires, 4 de junio de 2003.

Al Honorable Congreso de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabi-
lidad a fin de comunicarle el dictado del decreto 141
del 4 de junio de 2003, que en copia autenticada se
acompaña.

Dios guarde a vuestra honorabilidad.

Mensaje 142
NÉSTOR C. KIRCHNER.

Alberto A. Fernández. – Aníbal D.
Fernández.

Buenos Aires, 4 de junio de 2003.

VISTO la Ley de Ministerios (texto ordenado por
decreto 438 del 12 de marzo de 1992), sus modifica-
torios y complementarios, y



CAMARA DE DIPUTADOS DE LA NACION O.D. Nº 2.069 51

CONSIDERANDO:

Que por el decreto 1.283 de fecha 24 de mayo de
2003 se sustituyó parcialmente la Ley de Ministe-
rios (texto ordenado por decreto 438 del 12 de mar-
zo de 1992), sus modificatorios y complementarios
estableciendo un reordenamiento de algunos minis-
terios y sus respectivas competencias.

Que con el fin de perfeccionar el uso de los re-
cursos públicos incrementando la calidad de la ac-
ción estatal, corresponde efectuar un reordenamien-
to estratégico que permita concretar las metas
políticas diagramadas, así como racionalizar y tor-
nar más eficiente la gestión pública.

Que la experiencia acumulada demuestra la nece-
sidad de continuar realizando acciones que conduz-
can a la concentración del gasto con el objeto de
dar respuesta a las demandas sociales.

Que atento al perfil perseguido por esta gestión
de gobierno es aconsejable transferir las competen-
cias relativas a la formulación, ejecución y control
de las políticas de comunicación social y de medios
de comunicación social, así como de la difusión de
la actividad del Poder Ejecutivo nacional a la Jefa-
tura de Gabinete de Ministros.

Que en este orden de ideas resulta también acon-
sejable transferir las competencias relativas a la pre-
servación y protección de los recursos naturales y
el desarrollo sustentable del ámbito del Ministerio
de Desarrollo Social a la órbita del Ministerio de Sa-
lud.

Que como consecuencia de dichas transferencias
se hace necesario la reformulación de las competen-
cias de las áreas afectadas por la presente medida.

Que la imperiosa necesidad de efectuar la reor-
ganización proyectada configura una circunstancia
excepcional que hace imposible seguir los trámites
ordinarios previstos por la Constitución Nacional
para la sanción de las leyes.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de
las facultades conferidas por el artículo 99, inciso
3, de la Constitución Nacional.

Por ello,

El presidente de la Nación Argentina en acuerdo
general de ministros

DECRETA:

Artículo 1º – Sustitúyese el artículo 9° de la Ley
de Ministerios (texto ordenado por decreto 438 del
12 de marzo de 1992), sus modificatorios y comple-
mentarios, por el siguiente:

Artículo 9º: Las tareas necesarias para posi-
bilitar la actividad del presidente de la Nación
serán atendidas por las siguientes secretarías
presidenciales:

1. General.
2. Legal y Técnica.

3. De Inteligencia.
4. De Turismo y Deporte.
5. De Cultura.
6. De Programación para la Prevención de

la Drogadicción y la Lucha contra el
Narcotráfico.

Las secretarías enunciadas precedentemen-
te asistirán al Poder Ejecutivo nacional en for-
ma directa. Análoga asistencia prestarán las
demás secretarías y organismos que el presi-
dente de la Nación cree al efecto, sin perjuicio
de sus facultades de modificación, transferen-
cia o supresión de dichas secretarías y orga-
nismos.

Art. 2° – Sustitúyese el artículo 16 de la Ley de
Ministerios (texto ordenado por decreto 438 del 12
de marzo de 1992), sus modificatorios y complemen-
tarios, por el siguiente:

Artículo 16: Son atribuciones del jefe de Ga-
binete de Ministros, con responsabilidad polí-
tica ante el Congreso de la Nación, las esta-
blecidas en la Constitución Nacional. En
consecuencia, le corresponde:

1. Cumplir y hacer cumplir la Constitución
Nacional y la legislación vigente.

2. Ejercer la administración general del país
y asistir al presidente de la Nación en
la conducción política de dicha adminis-
tración.

3. Ejercer las atribuciones de administra-
ción que le delegue el presidente de la
Nación respecto de los poderes propios
de éste.

4. Entender en la organización y convo-
catoria de las reuniones y acuerdos de
gabinete, coordinando los asuntos a
tratar.

5. Coordinar y controlar las actividades de
los ministerios y de las distintas áreas
a su cargo realizando su programación
y control estratégico a fin de obtener
coherencia en el accionar de la adminis-
tración e incrementar su eficacia.

6. Coordinar las relaciones del Poder Eje-
cutivo nacional con ambas Cámaras del
Honorable Congreso de la Nación, sus
comisiones e integrantes, en cumpli-
miento de las atribuciones que le asig-
na la Constitución Nacional, procuran-
do la mayor fluidez en dichas relaciones
y el más pronto trámite de los mensajes
del presidente de la Nación que promue-
van la iniciativa legislativa.

7. Producir los informes mensuales que
establece el artículo 101 de la Constitu-
ción Nacional relativos a la marcha del
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gobierno y los demás que le fueren re-
queridos por las Cámaras del Congre-
so.

8. Dictar decisiones administrativas refe-
ridas a los actos y reglamentos que sean
necesarios para ejercer las facultades
que le atribuye la Constitución Nacio-
nal y aquellas que le delegue el presi-
dente de la Nación, con el refrendo del
ministro secretario que corresponda en
razón de la materia.

9. Entender en la definición de las políti-
cas de recursos humanos y en el segui-
miento y evaluación de su aplicación
que aseguren el desarrollo y funciona-
miento de un sistema eficiente de carre-
ra administrativa.

10. Entender en el perfeccionamiento de la
organización y funcionamiento de la ad-
ministración pública nacional, procuran-
do optimizar y coordinar los recursos
humanos, técnicos, materiales y finan-
cieros con que cuenta.

11. Dirigir y supervisar el accionar del cuer-
po de administradores gubernamenta-
les.

12. Aprobar las estructuras organizativas
de la jurisdicción, ministerios y organis-
mos descentralizados que les depen-
dan, correspondientes al primer nivel
operativo.

13. Presentar al Honorable Congreso de la
Nación, junto con los ministros secre-
tarios, la memoria anual detallada del es-
tado de la Nación en lo relativo a los
negocios de los ministerios.

14. Hacer recaudar las rentas de la Nación.
15. Intervenir en la elaboración y control de

ejecución de la ley de presupuesto, así
como también en los niveles del gasto
y de los ingresos públicos, sin perjui-
cio de la responsabilidad primaria del
ministro secretario del área y de la su-
pervisión que al presidente de la Nación
compete en la materia.

16. Requerir de los ministros secretarios,
secretarios y demás funcionarios de la
administración pública nacional la infor-
mación necesaria para el cumplimiento
de su función específica y de las res-
ponsabilidades emergentes de los ar-
tículos 100, incisos 10 y 11, y 101 de la
Constitución Nacional, la que deberá
producirse dentro del plazo que a tal
efecto establezca.

17. Asistir al presidente de la Nación en el
análisis de los mensajes que promueven

la iniciativa legislativa, en particular los
proyectos de ley de ministerios y de
presupuesto que deberán ser tratados
en acuerdo de gabinete y de los pro-
yectos de ley sancionados por el Con-
greso Nacional.

18. Asistir al presidente de la Nación en el
dictado de instrucciones y reglamentos
que sean necesarios para la ejecución
de las leyes de la Nación y de los de-
cretos que dispongan la prórroga de las
sesiones ordinarias o la convocatoria a
extraordinarias del Congreso de la Na-
ción.

19. Coordinar y controlar la ejecución de las
delegaciones autorizadas a los ministros
secretarios.

20. Velar por el cumplimiento de las deci-
siones que emanen del Poder Judicial
en uso de sus atribuciones.

21. Coordinar y controlar las prioridades y
relaciones interjurisdiccionales vincula-
das con la gestión y ejecución del fi-
nanciamiento proveniente de organis-
mos internacionales de crédito.

22. Coordinar el seguimiento de la relación
fiscal entre la Nación y las provincias.

23. Entender en la evaluación y priorización
del gasto, efectuando el diagnóstico y
seguimiento permanente de sus efectos
sobre las condiciones de vida de la po-
blación.

24. Entender en la distribución de las ren-
tas nacionales, según la asignación de
presupuesto aprobada por el Congreso,
y en su ejecución.

25. Intervenir en la aplicación de la política
salarial del sector público, con partici-
pación de los ministerios y organismos
que correspondan.

26. Intervenir en los planes de acción y los
presupuestos de las sociedades del Es-
tado, entidades autárquicas, organis-
mos descentralizados o desconcentra-
dos y cuentas y fondos especiales,
cualquiera sea su denominación o na-
turaleza jurídica en su área, así como en
su intervención, liquidación, cierre,
privatización, fusión, disolución o cen-
tralización.

27. Entender en la elaboración, aplicación
y fiscalización del régimen de suminis-
tros del Estado.

28. Entender en la formulación, ejecución y
control de las políticas de comunicación
social y de medios de comunicación so-
cial.
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29. Entender en la difusión de la actividad
del Poder Ejecutivo nacional, así como
también la difusión de los actos del Es-
tado nacional a fin de proyectar la ima-
gen del país en el ámbito interno y ex-
terno.

30. Administrar y controlar los medios de
difusión que se encuentran bajo la res-
ponsabilidad del Poder Ejecutivo nacio-
nal y aquellas empresas del sector en
las que la jurisdicción sea accionista.

Art. 3º – Sustitúyese el artículo 23 bis de la Ley
de Ministerios (texto ordenado por decreto 438 del
12 de marzo de 1992), sus modificatorios y comple-
mentarios, por el siguiente:

Artículo 23 bis: Compete al Ministerio de De-
sarrollo Social asistir al presidente de la Nación
y al jefe de Gabinete de Ministros, en orden a
sus competencias, en todo lo inherente a la
promoción y asistencia social orientada hacia
el fomento de la integración social y desarro-
llo humano, la atención y la reducción de las
situaciones de vulnerabilidad social, el desa-
rrollo de igualdad de oportunidades para es-
tos sectores, capacidades especiales, menores,
mujeres y ancianos, la protección de la familia y
el fortalecimiento de las organizaciones comuni-
tarias, así como en lo relativo al acceso a la vi-
vienda digna, y al cumplimiento de los compro-
misos asumidos en relación con los tratados
internacionales y los convenios multinacionales,
en materia de su competencia y, en particular:

1. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas del área de su com-
petencia.

2. Ejecutar los planes, programas y pro-
yectos del área de su competencia ela-
borados conforme las directivas que im-
parta el Poder Ejecutivo nacional.

3. Entender en la ejecución de las accio-
nes tendientes a modificar actitudes de
la población desde el punto de vista so-
cial, así como también en la planifica-
ción y fiscalización de todo lo relativo
a la promoción, protección, integración,
capacitación y desarrollo de los grupos
humanos con problemas sociales, den-
tro de las políticas establecidas por el
gobierno nacional, los tratados y con-
venios internacionales.

4. Entender en los casos de emergencias
sociales, en coordinación con el Minis-
terio de Salud, que requieran el auxilio
del Estado.

5. Entender en las medidas y acciones
tendientes a obtener financiamiento
para planes de desarrollo social, dentro

de las pautas establecidas por el jefe de
Gabinete de Ministros, controlando –en
el ámbito de su competencia– el cum-
plimiento por los organismos ejecutores
–nacionales, provinciales o municipa-
les– de los compromisos adquiridos.

6. Entender en la administración de los
fondos provenientes de los juegos de
azar.

7. Entender en la coordinación de toda la
política social del Estado nacional y sus
respectivos planes de desarrollo en los
ámbitos nacional, provincial y munici-
pal, diseñando, promoviendo y ejecu-
tando las actividades tendientes a me-
jorar la estructura institucional de las
políticas y programas sociales públicos.

8. Intervenir en las actividades de carác-
ter internacional relacionadas con el de-
sarrollo social de nuestro país, así como
también ejercer la representación de la
República Argentina en las reuniones,
foros y ámbitos internacionales vincu-
lados con el desarrollo y la promoción
social.

9. Entender en la reglamentación, control
y auditoría de los programas sociales
descentralizados a las provincias, mu-
nicipios y organizaciones no guberna-
mentales, por transferencia o copartici-
pación.

10. Intervenir en la definición de los crite-
rios de asignación de recursos financie-
ros del Estado nacional destinados a la
población en situación de vulnerabili-
dad social.

11. Entender en la organización y operación
de un sistema de información social,
con indicadores relevantes sobre los
grupos poblacionales en situaciones de
vulnerabilidad, que permita una adecua-
da focalización del conjunto de las po-
líticas y programas sociales nacionales,
así como también en la identificación,
selección y registro único de las fami-
lias e individuos beneficiarios y el es-
tablecimiento y ejecución sistemática de
monitoreo de dichos programas, eva-
luando el resultado de los mismos.

12. Entender en la formulación, normatiza-
ción, coordinación, monitoreo y evalua-
ción de las políticas alimentarias imple-
mentadas en el ámbito nacional,
provincial y municipal, así como en la
formulación, ejecución, monitoreo y
evaluación de todos los programas
alimentarios implementados en el ámbi-
to nacional.
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13. Intervenir en la elaboración y ejecución
de acciones tendientes a lograr el ple-
no desarrollo personal de las personas
con capacidades especiales.

14. Entender en la ejecución de acciones de
asistencia directa a personas en situa-
ción de riesgo social, tanto del país
como fuera de él, participando en accio-
nes en cumplimiento de compromisos o
planes de ayuda internacionales.

15. Entender en la formulación de las polí-
ticas destinadas a la infancia y a la ado-
lescencia y en el diseño, ejecución, co-
ordinación, monitoreo y evaluación de
programas de promoción, protección,
integración social y defensa de los de-
rechos de los menores, siguiendo los
lineamientos de la Convención Interna-
cional sobre los Derechos del Niño.

16. Entender en la formulación de las polí-
ticas de promoción social destinada a
la juventud.

17. Elaborar programas de promoción, pro-
tección y desarrollo de la familia, y los
tendientes al cumplimiento de los obje-
tivos previstos en el artículo 75, inciso
23, de la Constitución Nacional.

18. Entender en la elaboración, dirección y
fiscalización de los regímenes relaciona-
dos con menores, ancianos, mujeres,
jóvenes, personas con capacidades es-
peciales y otros sectores de la comuni-
dad que se encuentren en estado de
vulnerabilidad social, así como en la de-
fensa de sus derechos.

19. Elaborar, ejecutar y fiscalizar las accio-
nes del área tendientes a lograr la pro-
tección y la defensa de los derechos de
las comunidades aborígenes y su ple-
na inclusión en la sociedad.

20. Entender en la formulación de las polí-
ticas destinadas a la tercera edad y en
la coordinación de programas de pro-
moción e integración social de las per-
sonas mayores.

21. Intervenir en la elaboración de normas
de acreditación que regulen el funcio-
namiento, control y evaluación de las
instituciones y organizaciones destina-
das a la atención de las personas ma-
yores.

22. Entender en la formulación, ejecución,
coordinación, monitoreo y evaluación
de programas destinados al fortaleci-
miento de instituciones locales y a la
promoción del desarrollo social.

23. Entender en la formulación de políticas
tendientes al fortalecimiento de la eco-

nomía social y en el diseño, ejecución,
monitoreo y evaluación de programas
de microcréditos destinados a la pobla-
ción en situación de vulnerabilidad so-
cial.

24. Entender en las acciones que promue-
van el desarrollo humano mediante la
promoción de actividades productivas
en zonas rurales y urbanas.

25. Intervenir en la elaboración, ejecución
y fiscalización de programas integrados
de seguridad social en lo atinente a los
aspectos del ámbito de su competencia.

26. Entender en la elaboración, aplicación,
ejecución y fiscalización de los regíme-
nes de mutualidades y en el control de
las prestaciones sociales brindadas por
entidades cooperativas.

27. Entender en la asignación y distribución
de subsidios tendientes a resolver es-
tados de necesidad no previstos o no
cubiertos por los sistemas en vigor y
en los que se otorguen a entidades pú-
blicas o privadas que desarrollan acti-
vidades en beneficio de la población.

28. Entender en la elaboración de los pla-
nes de urbanismo destinados a adecuar
la vivienda, la infraestructura de servi-
cios y el equipamiento social tanto ru-
ral como urbana, a los principios de hi-
giene y salubridad indispensables para
el desarrollo integral de la familia.

29. Entender en la elaboración de progra-
mas de vivienda e infraestructura social
en coordinación con las áreas compe-
tentes.

30. Entender en la promoción, cooperación
y asistencia técnica de las instituciones
de bien público destinadas a la asisten-
cia de la población, así como en el re-
gistro y fiscalización de aquéllas y de
los organismos no gubernamentales, or-
ganizaciones comunitarias y de base, y
en la coordinación de las acciones que
permitan su adecuada y sistemática in-
tegración en las políticas y programas
sociales.

31. Entender en la promoción, programa-
ción, ejecución y control de actividades
tendientes a la reactivación de conjun-
tos sociales, mediante la paulatina de-
legación de responsabilidades sociales
desde el Estado hacia la comunidad o
entidades intermedias, siguiendo el
principio de subsidiariedad.

32. Entender en la aplicación de los trata-
dos internacionales relacionados con
los temas de su competencia e interve-
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nir en la formulación de convenios in-
ternacionales en los asuntos propios de
su área.

Art. 4º – Sustitúyese el artículo 23 ter de la Ley
de Ministerios (texto ordenado por decreto 438 del
12 de marzo de 1992), sus modificatorios y comple-
mentarios, por el siguiente:

Artículo 23 ter: Compete al Ministerio de Sa-
lud asistir al presidente de la Nación y al jefe
de Gabinete de Ministros, en orden a sus com-
petencias, en todo lo inherente a la salud de la
población y al medio ambiente, a la promoción
de conductas saludables de la comunidad, a la
preservación y protección de los recursos na-
turales y el desarrollo sustentable, y en parti-
cular:

1. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas del área de su com-
petencia.

2. Ejecutar los planes, programas y pro-
yectos del área de su competencia ela-
borados conforme las directivas que im-
parta el Poder Ejecutivo nacional.

3. Entender en la fiscalización del funcio-
namiento de los servicios, estableci-
mientos e instituciones relacionadas
con la salud.

4. Entender en la planificación global del
sector salud y en la coordinación con
las autoridades sanitarias de las juris-
dicciones provinciales y del gobierno
autónomo de la Ciudad de Buenos Ai-
res con el fin de implementar un siste-
ma federal de salud, consensuado, que
cuente con la suficiente viabilidad so-
cial.

5. Entender en la elaboración de las nor-
mas destinadas a regular los alcances e
incumbencias para el ejercicio de la me-
dicina, la odontología y profesiones afi-
nes, garantizando la accesibilidad y la
calidad de la atención médica.

6. Intervenir en la fiscalización del estado
de salud de los aspirantes a ingresar en
la administración pública nacional y de
aquellos que ya se desempeñan en la
misma.

7. Intervenir en su ámbito, en el estudio,
reconocimiento y evaluación de las
condiciones ambientales de los lugares
destinados a realizar tareas, cualquiera
sea su índole o naturaleza, con presen-
cia circunstancial o permanente de per-
sonas físicas.

8. Intervenir en la elaboración de las nor-
mas reglamentarias sobre medicina del
trabajo.

9. Intervenir en la elaboración de las nor-
mas reglamentarias sobre medicina del
deporte.

10. Entender en la fiscalización médica de
la inmigración y la defensa sanitaria de
fronteras, puertos, aeropuertos y me-
dios de transporte internacional.

11. Entender en el ejercicio del poder de po-
licía sanitaria en lo referente a produc-
tos, equipos e instrumental vinculados
con la salud e intervenir en la radica-
ción de las industrias productoras de los
mismos.

12. Entender en el dictado de normas y pro-
cedimientos de garantía de calidad de
la atención médica.

13. Intervenir en la aprobación de los pro-
yectos de los establecimientos sanita-
rios que sean construidos con partici-
pación de entidades privadas.

14. Entender en la coordinación, articula-
ción y complementación de sistemas de
servicios de salud estatales del ámbito
nacional, provincial y municipal, de la
seguridad social y del sector privado.

15. Entender en la organización, dirección
y fiscalización del registro de estableci-
mientos sanitarios públicos y privados.

16. Intervenir en la fiscalización de todo lo
atinente a la elaboración, distribución y
comercialización de los productos me-
dicinales, biológicos, drogas, dietéticos,
alimentos, insecticidas, de tocador,
aguas minerales, hierbas medicinales y
del material e instrumental de aplicación
médica, en coordinación con los minis-
terios pertinentes.

17. Intervenir en la corrección y eliminación
de las distorsiones que se operen en el
mercado interno de productos medici-
nales.

18. Intervenir en las acciones destinadas a
promover la formación y capacitación
de los recursos humanos destinados al
área de la salud.

19. Intervenir en la normatización, registro,
control y fiscalización sanitaria y bro-
matológica de alimentos, en el ámbito
de su competencia, en coordinación con
el Ministerio de Economía y Producción.

20. Entender y fiscalizar la distribución de
subsidios a otorgar con fondos propios
a las entidades públicas y privadas que
desarrollen actividades de medicina
preventiva o asistencial.

21. Intervenir, en su ámbito, en la asigna-
ción y control de subsidios tendientes
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a resolver problemas de salud en situa-
ciones de emergencia o necesidad, no
previstos o no cubiertos por los siste-
mas en vigor.

22. Intervenir en la elaboración y ejecución
de programas integrados de seguridad
social en los aspectos relacionados con
la salud.

23. Entender en la actualización de las es-
tadísticas de salud y los estudios de re-
cursos disponibles, oferta, demanda y
necesidad, así como el diagnóstico de
la situación necesaria para la planifica-
ción estratégica del sector salud.

24. Entender en la normatización y elabo-
ración de procedimientos para la capta-
ción y el procesamiento de datos sani-
tarios producidos a nivel jurisdiccional,
efectuar su consolidación a nivel nacio-
nal y difundir el resultado de los mis-
mos.

25. Entender en la difusión e información
sobre los servicios sustantivos de sa-
lud a los destinatarios de los mismos
para disminuir las asimetrías de informa-
ción.

26. Entender en el desarrollo de estudios
sobre epidemiología, economía de la sa-
lud y gestión de las acciones sanitarias
de manera de mejorar la eficiencia, efi-
cacia y calidad de las organizaciones
públicas de salud.

27. Entender en la regulación de los planes
de cobertura básica de salud.

28. Entender en las relaciones sanitarias in-
ternacionales y en las relaciones de co-
operación técnica con los organismos
internacionales de salud.

29. Entender en la formulación, promoción
y ejecución de planes tendientes a la re-
ducción de inequidades en las condi-
ciones de salud de la población, en el
marco del desarrollo humano integral y
sostenible mediante el establecimiento
de mecanismos participativos y la cons-
trucción de consensos a nivel federal,
intra e intersectorial.

30. Intervenir con criterio preventivo en la
disminución de la morbilidad por tóxi-
cos y riesgos químicos en todas las eta-
pas del ciclo vital.

31. Intervenir, en su ámbito, en la promo-
ción de la educación sanitaria a través
de las escuelas primarias, secundarias
o especiales, para crear desde la niñez
conciencia sanitaria en la población, en
coordinación con el Ministerio de Edu-
cación, Ciencia y Tecnología.

32. Entender en la elaboración y ejecución
de los programas materno-infantiles,
tanto en el ámbito nacional como inter-
regional, tendientes a disminuir la mor-
talidad infantil.

33. Entender en la elaboración de los pla-
nes de las campañas sanitarias destina-
das a lograr la erradicación de enferme-
dades endémicas, la rehabilitación de
enfermos y la detección y prevención
de enfermedades no transmisibles.

34. Intervenir, en su ámbito, en el desarro-
llo de programas preventivos y de pro-
moción de la salud tendientes a lograr
la protección de las comunidades abo-
rígenes y todo otro servicio sanitario.

35. Entender en el control, la vigilancia
epidemiológica y la notificación de en-
fermedades.

36. Entender en la programación y direc-
ción de los programas nacionales de va-
cunación e inmunizaciones.

37. Entender, en su ámbito, en la elabora-
ción, ejecución y fiscalización de pro-
gramas integrados que cubran a los
habitantes en caso de patologías espe-
cíficas y grupos poblacionales determi-
nados en situación de riesgo.

38. Entender en la elaboración y ejecución
de acciones tendientes a lograr la re-
adaptación y reeducación del discapaci-
tado e inválido.

39. Entender en la elaboración, aplicación,
ejecución y fiscalización de los regíme-
nes de mutuales y de obras sociales
comprendidas en las leyes 23.660 y
23.661.

40. Entender, en su ámbito, en las relacio-
nes y normativa de la medicina prepaga.

41. Entender en todo lo inherente a la pre-
servación y protección ambiental y a la
implementación del desarrollo sustenta-
ble, en el marco de lo dispuesto en el
artículo 41 de la Constitución Nacional.

42. Entender en el relevamiento, conserva-
ción, recuperación, protección y uso
sustentable de los recursos naturales,
renovables y no renovables.

43. Entender en la propuesta y elaboración
de los regímenes normativos relativos
a la calidad de los recursos ambienta-
les, a la conservación y utilización de
los recursos naturales, al desarrollo
sustentable, al ordenamiento ambiental
del territorio y a la calidad ambiental.

44. Entender en el ordenamiento ambiental
del territorio y en la planificación de los
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diferentes aspectos de la gestión am-
biental nacional y su impacto en la cali-
dad de vida.

45. Intervenir en el Consejo Federal de Me-
dio Ambiente, integrando y proporcio-
nando los instrumentos administrativos
necesarios para una adecuada gestión
del organismo.

46. Entender en la gestión ambientalmente
sustentable de los recursos hídricos, en
coordinación con el Ministerio de Pla-
nificación Federal, Inversión Pública y
Servicios.

47. Entender en la promoción del desarro-
llo sustentable de los asentamientos
humanos mediante acciones que garan-
ticen la calidad de vida y la disponibili-
dad y conservación de los recursos
naturales y su impacto en la salud hu-
mana.

48. Entender en el establecimiento de mé-
todos tendientes a la evaluación y con-
trol de la calidad ambiental en los
asentamientos humanos, así como en la
formulación y aplicación de indicadores
y pautas para verificar el uso sustenta-
ble de los recursos naturales.

49. Entender en la definición de políticas
vinculadas con la información y coope-
ración internacional en el campo de la
política ambiental y de desarrollo sus-
tentable.

50. Intervenir desde el punto de vista de su
competencia en el desarrollo de la
biotecnología.

51. Entender en las relaciones con las or-
ganizaciones no gubernamentales vin-
culadas a los temas ambientales y al de-
sarrollo sustentable.

52. Entender en el establecimiento de un
sistema de información pública sobre el
estado del ambiente y sobre las políti-
cas que se desarrollan.

53. Entender en la conducción de la ges-
tión y obtención de cooperación técni-
ca y financiera internacional que otros
países u organismos internacionales
ofrezcan para el cumplimiento de los
objetivos y políticas de su competen-
cia, en coordinación con los demás or-
ganismos del Estado, para su implemen-
tación.

54. Entender en la aplicación de los trata-
dos internacionales relacionados con
los temas de su competencia e interve-
nir en la formulación de convenios in-
ternacionales en los asuntos propios de
su área.

Art. 5º – El presente decreto entrará en vigencia
a partir de la fecha de su publicación en el Boletín
Oficial.

Art. 6º – Dese cuenta al Honorable Congreso de
la Nación en cumplimiento del artículo 99, inciso 3,
de la Constitución Nacional.

Art. 7º – Comuníquese, publíquese, dese a la Di-
rección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Decreto 141

NÉSTOR C. KIRCHNER.

Alberto A. Fernández. – Carlos A.
Tomada. – José J. B. Pampuro. – Rafael
A. Bielsa. – Gustavo O. Beliz. – Daniel
F. Filmus. – Alicia M. Kirchner. –
Roberto Lavagna. – Aníbal D.
Fernández. – Ginés M. González García.
– Julio M. De Vido.
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Mensaje del Poder Ejecutivo

Buenos Aires, 1º de septiembre de 2003.

Al Honorable Congreso de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabi-
lidad a fin de comunicarle el dictado del decreto 684
del 1º de septiembre de 2003, que en copia autenti-
cada se acompaña.

Dios guarde a vuestra honorabilidad.

Mensaje 685

NÉSTOR C. KIRCHNER.

Alberto A. Fernández. – Aníbal D.
Fernández.

Buenos Aires, 1º de septiembre de 2003.

VISTO la Ley de Ministerios (texto ordenado por
decreto 438 del 12 de marzo de 1992), sus modificato-
rios y complementarios, y

CONSIDERANDO:

Que con el fin de perfeccionar el uso de los re-
cursos públicos incrementando la calidad de la ac-
ción estatal corresponde efectuar un reordenamiento
estratégico que permita concretar las metas políti-
cas diagramadas, así como racionalizar y tornar más
eficiente la gestión pública.

Que como consecuencia de los objetivos perse-
guidos por esta gestión de gobierno es aconseja-
ble transferir las competencias relativas a la promo-
ción y desarrollo en el país de la actividad deportiva
en todas sus formas de la Secretaría de Turismo y
Deporte de la Presidencia de la Nación al ámbito de
la Jefatura de Gabinete de Ministros.
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Que como consecuencia de dichas transferencias
se hace necesario la reformulación de las competen-
cias de las áreas afectadas por la presente medida.

Que la imperiosa necesidad de efectuar la reor-
ganización proyectada configura una circunstancia
excepcional que hace imposible seguir los trámites
ordinarios previstos por la Constitución Nacional
para la sanción de las leyes.

Que la presente medida se dicta en ejercicio de
las facultades conferidas por el artículo 99, inciso
3, de la Constitución Nacional.

Por ello,

El presidente de la Nación Argentina en acuerdo
general de ministros

DECRETA:

Artículo 1º – Sustitúyese el artículo 9° de la Ley
de Ministerios (texto ordenado por decreto 438 del
12 de marzo de 1992), sus modificatorios y comple-
mentarios, por el siguiente:

Artículo 9º: Las tareas necesarias para posi-
bilitar la actividad del presidente de la Nación
serán atendidas por las siguientes secretarías
presidenciales:

1. General.
2. Legal y Técnica.
3. De Inteligencia.
4. De Turismo.
5. De Cultura.
6. De Programación para la Prevención de

la Drogadicción y la Lucha contra el
Narcotráfico.

Las secretarías enunciadas precedentemen-
te asistirán al Poder Ejecutivo nacional en for-
ma directa. Análoga asistencia prestarán las
demás secretarías y organismos que el presi-
dente de la Nación cree al efecto, sin perjuicio
de sus facultades de modificación, transferen-
cia o supresión de dichas secretarías y orga-
nismos.

Art. 2º – Sustitúyese el artículo 16 de la Ley de
Ministerios (texto ordenado por decreto 438 del 12
de marzo de 1992), sus modificatorios y complemen-
tarios, por el siguiente:

Artículo 16: Son atribuciones del jefe de Ga-
binete de Ministros, con responsabilidad polí-
tica ante el Congreso de la Nación, las esta-
blecidas en la Constitución Nacional. En
consecuencia, le corresponde:

1. Cumplir y hacer cumplir la Constitución
Nacional y la legislación vigente.

2. Ejercer la administración general del país
y asistir al presidente de la Nación en
la conducción política de dicha adminis-
tración.

3. Ejercer las atribuciones de administra-
ción que le delegue el presidente de la
Nación respecto de los poderes propios
de éste.

4. Entender en la organización y convo-
catoria de las reuniones y acuerdos de
gabinete, coordinando los asuntos a
tratar.

5. Coordinar y controlar las actividades de
los ministerios y de las distintas áreas
a su cargo realizando su programación
y control estratégico a fin de obtener
coherencia en el accionar de la adminis-
tración e incrementar su eficacia.

6. Coordinar las relaciones del Poder Eje-
cutivo nacional con ambas Cámaras del
Honorable Congreso de la Nación, sus
comisiones e integrantes, en cumpli-
miento de las atribuciones que le asig-
na la Constitución Nacional, procuran-
do la mayor fluidez en dichas relaciones
y el más pronto trámite de los mensajes
del presidente de la Nación que promue-
van la iniciativa legislativa.

7. Producir los informes mensuales que
establece el artículo 101 de la Constitu-
ción Nacional relativos a la marcha del
gobierno, y los demás que le fueren re-
queridos por las Cámaras del Congre-
so.

8. Dictar decisiones administrativas refe-
ridas a los actos y reglamentos que sean
necesarios para ejercer las facultades
que le atribuye la Constitución Nacio-
nal y aquellas que le delegue el presi-
dente de la Nación, con el refrendo del
ministro secretario que corresponda en
razón de la materia.

9. Entender en la definición de las políti-
cas de recursos humanos y en el segui-
miento y evaluación de su aplicación,
que aseguren el desarrollo y funciona-
miento de un sistema eficiente de carre-
ra administrativa.

10. Entender en el perfeccionamiento de la
organización y funcionamiento de la ad-
ministración pública nacional, procuran-
do optimizar y coordinar los recursos
humanos, técnicos, materiales y finan-
cieros con que cuenta.

11. Dirigir y supervisar el accionar del cuer-
po de administradores gubernamenta-
les.

12. Aprobar las estructuras organizativas
de la jurisdicción, ministerios y organis-
mos descentralizados que les dependan
correspondientes al primer nivel opera-
tivo.
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13. Presentar al Honorable Congreso de la
Nación, junto con los ministros secre-
tarios, la memoria anual detallada del es-
tado de la Nación en lo relativo a los
negocios de los ministerios.

14. Hacer recaudar las rentas de la Nación.
15. Intervenir en la elaboración y control de

ejecución de la ley de presupuesto, así
como también en los niveles del gasto
y de los ingresos públicos, sin perjui-
cio de la responsabilidad primaria del
ministro secretario del área y de la su-
pervisión que al presidente de la Nación
compete en la materia.

16. Requerir de los ministros secretarios,
secretarios y demás funcionarios de la
administración pública nacional la infor-
mación necesaria para el cumplimiento
de su función específica y de las res-
ponsabilidades emergentes de los ar-
tículos 100, incisos 10 y 11, y 101 de la
Constitución Nacional, la que deberá
producirse dentro del plazo que a tal
efecto establezca.

17. Asistir al presidente de la Nación en el
análisis de los mensajes que promueven
la iniciativa legislativa, en particular los
proyectos de ley de ministerios y de
presupuesto que deberán ser tratados
en acuerdo de gabinete, y de los pro-
yectos de ley sancionados por el Con-
greso Nacional.

18. Asistir al presidente de la Nación en el
dictado de instrucciones y reglamentos
que sean necesarios para la ejecución
de las leyes de la Nación y de los de-
cretos que dispongan la prórroga de las
sesiones ordinarias o la convocatoria a
extraordinarias del Congreso de la Na-
ción.

19. Coordinar y controlar la ejecución de las
delegaciones autorizadas a los ministros
secretarios.

20. Velar por el cumplimiento de las deci-
siones que emanen del Poder Judicial
en uso de sus atribuciones.

21. Coordinar y controlar las prioridades y
relaciones interjurisdiccionales vincula-
das con la gestión y ejecución del fi-
nanciamiento proveniente de organis-
mos internacionales de crédito.

22. Coordinar el seguimiento de la relación
fiscal entre la Nación y las provincias.

23. Entender en la evaluación y priorización
del gasto, efectuando el diagnóstico y
seguimiento permanente de sus efectos
sobre las condiciones de vida de la po-
blación.

24. Entender en la distribución de las ren-
tas nacionales, según la asignación de
presupuesto aprobada por el Congreso,
y en su ejecución.

25. Intervenir en la aplicación de la política
salarial del sector público, con partici-
pación de los ministerios y organismos
que correspondan.

26. Intervenir en los planes de acción y los
presupuestos de las sociedades del Es-
tado, entidades autárquicas, organis-
mos descentralizados o desconcentra-
dos y cuentas y fondos especiales,
cualquiera sea su denominación o na-
turaleza jurídica en su área, así como en
su intervención, liquidación, cierre,
privatización, fusión, disolución o cen-
tralización.

27. Entender en la elaboración, aplicación
y fiscalización del régimen de suminis-
tros del Estado.

28. Entender en la formulación, ejecución y
control de las políticas de comunicación
social y de medios de comunicación so-
cial.

29. Entender en la difusión de la actividad
del Poder Ejecutivo nacional, así como
también la difusión de los actos del Es-
tado nacional a fin de proyectar la ima-
gen del país en el ámbito interno y ex-
terno.

30. Administrar y controlar los medios de
difusión que se encuentran bajo la res-
ponsabilidad del Poder Ejecutivo nacio-
nal y aquellas empresas del sector en
las que la jurisdicción sea accionista.

31. Entender en todo lo relativo a la pro-
moción y desarrollo en el país de la ac-
tividad deportiva en todas sus formas.

Art. 3º – El presente decreto entrará en vigencia
a partir de la fecha de su publicación en el Boletín
Oficial.

Art. 4º – Dese cuenta al Honorable Congreso de
la Nación, en cumplimiento del artículo 99, inciso 3,
de la Constitución Nacional.

Art. 5º – Comuníquese, publíquese, dese a la Di-
rección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Decreto 684
NÉSTOR C. KIRCHNER.

Alberto A. Fernández. – Aníbal D.
Fernández. – Rafael A. Bielsa. – José
J. B. Pampuro. – Roberto Lavagna. –
Julio M. De Vido. – Gustavo O. Beliz. –
Carlos A. Tomada. – Alicia M.
Kirchner. – Ginés González García. –
Daniel F. Filmus.
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9
Mensaje del Poder Ejecutivo

Buenos Aires, 21 de julio de 2004.

Al Honorable Congreso de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabi-
lidad a fin de comunicarle el dictado del decreto 923
del 21 de julio de 2004, que en copia debidamente
autenticada se acompaña.

Dios guarde a vuestra honorabilidad.

Mensaje 924

NÉSTOR C. KIRCHNER.
Alberto A. Fernández. – Ginés M.

González García.

Buenos Aires, 21 de julio de 2004.

VISTO la Ley de Ministerios (texto ordenado por
decreto 438 de fecha 12 de marzo de 1992, sus modi-
ficatorios y complementarios), el decreto 357 de fe-
cha 21 de febrero de 2002 y modificatorios, como
también el decreto 141 del 4 de junio de 2003 y el
decreto 295 de fecha 30 de junio de 2003, y

CONSIDERANDO:

Que a través de la ley citada en el visto y sus
modificatorios se establecieron los ministerios que
conforman la organización de la administración pú-
blica nacional y sus competencias.

Que por el decreto 357/02 y modificatorios se
aprobó el organigrama de aplicación de la adminis-
tración pública nacional centralizada hasta nivel de
subsecretaría y los objetos de las unidades organi-
zativas determinadas en dicho organigrama.

Que a través del decreto 141/03 se ampliaron las
competencias del Ministerio de Salud.

Que por el decreto 295/03 se transfirió la Secreta-
ría de Ambiente y Desarrollo Sustentable del ámbi-
to del Ministerio de Desarrollo Social al Ministerio
de Salud.

Que como consecuencia de dicha transferencia
resulta necesario otorgarle una nueva denominación
al Ministerio de Salud, de manera de que queden
referenciadas las nuevas competencias asignadas
a esa cartera.

Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del
Ministerio de Salud ha tomado la intervención de
su competencia.

Que la necesidad de adecuar la denominación de
la cartera de salud con sus nuevas competencias con-
figura una circunstancia excepcional que hace impo-
sible seguir los trámites ordinarios previstos por la
Constitución Nacional para la sanción de las leyes.

Que la presente medida se dicta en uso de las fa-
cultades conferidas por el artículo 99, inciso 3, de
la Constitución Nacional.

Por ello,

El presidente de la Nación Argentina en acuerdo
general de ministros

DECRETA:
Artículo 1º – Sustitúyese la denominación del

Ministerio de Salud por la de Ministerio de Salud y
Ambiente, debiendo considerarse modificada tal de-
nominación cada vez que se hace referencia a la car-
tera ministerial citada en primer término.

Art. 2º – Dese cuenta al Honorable Congreso de
la Nación.

Art. 3º – Comuníquese, publíquese, dese a la Di-
rección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Decreto 923

NÉSTOR C. KIRCHNER.
Alberto A. Fernández. – Ginés M.

González García. – José J. B. Pampuro.
– Gustavo O. Beliz. – Aníbal D.
Fernández. – Alicia M. Kirchner. –
Carlos A. Tomada. – Rafael A. Bielsa.
– Roberto Lavagna. – Daniel F. Filmus.

10
Mensaje del Poder Ejecutivo

Buenos Aires, 20 de agosto de 2004.

Al Honorable Congreso de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabi-
lidad a fin de comunicarle el dictado del decreto
1.066 del 20 de agosto de 2004, que en copia auten-
ticada se acompaña.

Dios guarde a vuestra honorabilidad.

Mensaje 1.068

NÉSTOR C. KIRCHNER.

Alberto A. Fernández. – Aníbal D.
Fernández.

Buenos Aires, 20 de agosto de 2004.

VISTO la Ley de Ministerios (texto ordenado por
decreto 438/92), sus modificatorias, y

CONSIDERANDO:

Que la seguridad interior constituye un objetivo
prioritario para el gobierno nacional, siendo potes-
tad indelegable del Estado garantizar y mantener la
paz social y la tranquilidad pública.

Que ello obliga a buscar el mejor aprovechamiento
de los recursos disponibles con una reorganización
que optimice su utilización en coordinación con el
resto de las jurisdicciones.

Que la actual problemática está signada por epi-
sodios de inseguridad que se alimentan de graves
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y resonantes hechos que tienen su escenario y epi-
centro principalmente en el territorio de la provin-
cia de Buenos Aires.

Que por sus cometidos el Ministerio del Interior
constituye e históricamente ha constituido el área
natural de las relaciones del gobierno federal con
las de las provincias y la de la Ciudad Autónoma
de Buenos Aires.

Que, en atención a ello, se estima pertinente trans-
ferir los cometidos concernientes a la seguridad in-
terior del ámbito del Ministerio de Justicia, Seguri-
dad y Derechos Humanos a la órbita del Ministerio
del Interior, reorganizando las competencias de di-
chas áreas.

Que la imperiosa necesidad de efectuar la
reformulación proyectada configura una circunstan-
cia excepcional que hace imposible seguir los trá-
mites ordinarios previstos por la Constitución Na-
cional para la sanción de las leyes.

Que el presente decreto se dicta en uso de las
facultades conferidas al Poder Ejecutivo nacional por
el artículo 99, inciso 3, de la Constitución Nacional.

Por ello,

El presidente de la Nación Argentina en acuerdo
general de ministros

DECRETA:

Artículo 1º – Sustitúyese el artículo 1° de la Ley
de Ministerios (texto ordenado por decreto 438/92)
y modificatorias, por el siguiente:

Artículo 1º – El jefe de Gabinete de Minis-
tros y diez (10) ministros secretarios tendrán a
su cargo el despacho de los negocios de la Na-
ción.

Los ministerios serán los siguientes:
Del Interior.
De Relaciones Exteriores, Comercio Interna-

cional y Culto.
De Defensa.
De Economía y Producción.
De Planificación Federal, Inversión Pública

y Servicios.
De Justicia y Derechos Humanos.
De Trabajo, Empleo y Seguridad Social.
De Desarrollo Social.
De Salud y Ambiente.
De Educación, Ciencia y Tecnología.

Art. 2º – Sustitúyese el artículo 17 del título V de
la Ley de Ministerios (texto ordenado por decreto
438/92) y modificatorias por el siguiente:

Artículo 17: Compete al Ministerio del Inte-
rior asistir al presidente de la Nación y al jefe
de Gabinete de Ministros, en orden a sus com-
petencias, en todo lo inherente al gobierno

político interno, a la seguridad interior y al ejer-
cicio pleno de los principios y garantías cons-
titucionales, asegurando y preservando el ré-
gimen republicano, representativo y federal, y
en particular:

1. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas del área de su com-
petencia.

2. Ejecutar los planes, programas y pro-
yectos del área de su competencia ela-
borados conforme las directivas que im-
parta el Poder Ejecutivo nacional.

3. Entender en las cuestiones institucio-
nales en que estén en juego los dere-
chos y garantías de los habitantes de
la República y en lo relacionado con la
declaración del estado de sitio y sus
efectos.

4. Entender en las propuestas de reforma
de la Constitución Nacional y en las re-
lacionadas con las convenciones que se
reúnan al efecto.

5. Entender en las relaciones y en el des-
envolvimiento con los gobiernos de las
provincias y el de la Ciudad de Buenos
Aires y en las relaciones y cuestiones
interjurisdiccionales y coordinar políti-
cas que coadyuven y fomenten la for-
mación de regiones en el territorio na-
cional a los fines establecidos en el
artículo 124 de la Constitución Nacio-
nal.

6. Intervenir en la elaboración de la legis-
lación nacional cuando sea necesario
coordinar normas federales y provincia-
les.

7. Participar en la evaluación de la estruc-
tura económico-financiera de los esta-
dos provinciales y regiones del país
para estar en condiciones de asistir a
los mismos.

8. Entender en la implementación y coor-
dinación de las políticas y acciones ten-
dientes a propiciar la descentralización
en los gobiernos municipales.

9. Entender en lo concerniente a los pue-
blos indígenas argentinos, con interven-
ción de los ministerios que tengan asig-
nadas competencias en la materia, a los
efectos previstos en el artículo 75, inci-
so 17, de la Constitución Nacional.

10. Entender, a los efectos prescritos en los
artículos 37, 38, 39 y 40 de la Constitu-
ción Nacional, en lo relacionado con el
ejercicio de los derechos políticos de
los ciudadanos, al régimen electoral, al
de los partidos políticos y su financia-
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miento, al derecho de iniciativa y a la
consulta popular.

11. Entender en lo relacionado con la pro-
gramación y ejecución de la legislación
electoral, el empadronamiento de los
ciudadanos, la organización, conduc-
ción y control del Registro Nacional de
las Personas y las leyes de amnistías
políticas.

12. Intervenir en lo relativo a la concesión
del derecho de asilo.

13. Entender en lo atinente a la nacionali-
dad, derechos y obligaciones de los ex-
tranjeros y su asimilación e integración
con la comunidad nacional.

14. Entender en la supervisión del Archivo
General de la Nación.

15. Entender en la coordinación de las ac-
ciones tendientes a solucionar situacio-
nes extraordinarias o emergencias que se
produzcan en el territorio de la Nación.

16. Entender en los actos de carácter pa-
triótico, efemérides, feriados, custodia
de emblemas y símbolos nacionales,
uso de emblemas y símbolos extranje-
ros e intervenir en lo relativo a la erec-
ción y emplazamiento de monumentos.

17. Intervenir en el régimen jurídico de las
aguas de los ríos interprovinciales y sus
afluentes.

18. Entender en la elaboración y aplicación
de las normas que rijan lo inherente a
migraciones internas y externas y en el
otorgamiento de la condición de refu-
giado.

19. Intervenir en la creación de condiciones
favorables para afincar núcleos de po-
blación en zonas de baja densidad de-
mográfica y de interés geopolítico.

20. Intervenir en la elaboración de las polí-
ticas para el desarrollo de las áreas y
zonas de frontera y entender en su eje-
cución en el área de su competencia.

21. Entender en la intervención del gobier-
no federal en las provincias y en la Ciu-
dad de Buenos Aires.

22. Intervenir, juntamente con las áreas
competentes, en la gestión, elaboración,
ejecución y supervisión de políticas de
acciones tendientes a optimizar el fun-
cionamiento armónico de los espacios
integrados a los efectos previstos en los
artículos 75, inciso 24, y 124 de la Cons-
titución Nacional.

23. Entender en el ejercicio del poder de po-
licía de seguridad interna y la dirección
y coordinación de funciones y jurisdic-

ciones de las fuerzas de seguridad na-
cionales (Policía Federal Argentina,
Gendarmería Nacional, Prefectura Naval
Argentina), provinciales y territoriales.

24. Entender en la aplicación de la ley
22.352 y el decreto ley 15.385 (ley
12.913) en todo lo relacionado con la
preservación de la seguridad de las
áreas y zonas de frontera.

25. Dirigir el esfuerzo nacional de policía,
planificando y coordinando las accio-
nes individuales y de conjunto de las
fuerzas de seguridad y policiales, aten-
diendo a todo lo que a ellas concierne
en cuanto a su preparación, doctrina y
equipamiento.

26. Coordinar y ejecutar las acciones de
prevención y respuesta requeridas para
la protección civil de los habitantes ante
hechos del hombre y de la naturaleza.

27. Entender en la organización, doctrina,
despliegue, equipamiento y esfuerzos
operativos de las fuerzas de seguridad
y de las fuerzas policiales.

28. Elaborar las medidas necesarias para el
cumplimiento de las políticas que hacen
a la protección de la comunidad cola-
borando con los entes nacionales, pro-
vinciales o privados frente a desastres
naturales o causados por el hombre, y
a ilícitos que por naturaleza sean de su
competencia.

29. Formular el diagnóstico de la situación
de la seguridad interior en el Mercosur
e impulsar la coordinación de políticas
de seguridad conjuntas con los países
miembros.

30. Supervisar el accionar individual o con-
junto de las fuerzas de seguridad y
policiales, de acuerdo con lo previsto
en la ley 24.059, de seguridad interior.

31. Entender en la producción de inteligen-
cia e información que compete a las
fuerzas de seguridad y las fuerzas
policiales.

32. Intervenir en la distribución de los re-
cursos humanos, materiales y financie-
ros asignados para el logro de los ob-
jetivos en función de lo prescrito por la
Ley de Seguridad Interior.

33. Coordinar la formulación de planes de
mediano y largo plazo de capacitación,
inversión, equipamiento y bienestar de
las fuerzas en el marco del sistema de
seguridad interior.

34. Coordinar el Sistema Federal de Emer-
gencias (SIFEM) creado por el decreto
1.250 del 28 de octubre de 1999.
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35. Supervisar el accionar de la Caja de Re-
tiros, Jubilaciones y Pensiones de la
Policía Federal Argentina.

36. Entender en el registro, habilitación, fis-
calización y dirección técnica de los ac-
tos y actividades vinculados a la nave-
gación por agua.

Art. 3º – Sustitúyese el artículo 22 del título V de
la Ley de Ministerios (texto ordenado por decreto
438/92) y modificatorias por el siguiente:

Artículo 22: Compete al Ministerio de Justi-
cia y Derechos Humanos asistir al presidente
de la Nación y al jefe de Gabinete de Minis-
tros, en orden a sus competencias, en las rela-
ciones con el Poder Judicial, con el Ministerio
Público, con el Defensor del Pueblo y con el
Consejo de la Magistratura en la actualización
de la legislación nacional, y a requerimiento del
presidente de la Nación en el asesoramiento ju-
rídico y en la coordinación de las actividades
del Estado referidas a dicho asesoramiento, sin
perjuicio de la competencia propia e indepen-
dencia técnica de la Procuración del Tesoro de
la Nación, y en particular:

1. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas del área de su com-
petencia.

2. Ejecutar los planes, programas y pro-
yectos del área de su competencia ela-
borados conforme las directivas que im-
parta el Poder Ejecutivo nacional.

3. Entender en la formulación y aplicación
de políticas y programas de promoción
y fortalecimiento de los derechos huma-
nos.

4. Intervenir en la organización del Poder
Judicial y en el nombramiento de los
magistrados, conforme a los procedi-
mientos y recaudos previstos en la
Constitución Nacional y sus leyes com-
plementarias.

5. Entender en las relaciones con el Mi-
nisterio Público, en la organización y
nombramiento de sus magistrados con-
forme a los procedimientos y recaudos
previstos en la Constitución Nacional
y leyes complementarias.

6. Entender en las relaciones con el De-
fensor del Pueblo.

7. Entender en las relaciones con el Con-
sejo de la Magistratura.

8. Entender en los asesoramientos jurídi-
cos que le sean requeridos por el Po-
der Ejecutivo, la Jefatura de Gabinete de
Ministros y los ministros secretarios y
demás funcionarios competentes a tra-

vés de la Procuración del Tesoro de la
Nación.

9. Entender en la organización y aplicación
del régimen de la representación y de-
fensa del Estado en juicio a través de
la Procuración del Tesoro de la Nación.

10. Intervenir en cualquier estado procesal
en los litigios en que los intereses del
Estado nacional o sus entidades des-
centralizadas puedan verse comprome-
tidos, sin asumir la calidad de parte en
el juicio, en apoyo y sin perjuicio de la
intervención necesaria del cuerpo de
abogados del Estado.

11. Intervenir en la reforma y actualización
de la legislación general y entender en
la adecuación de los códigos.

12. Entender en la determinación de la po-
lítica criminal y en la elaboración de pla-
nes y programas para su aplicación, así
como para la prevención del delito.

13. Entender en la organización, funciona-
miento y supervisión de los estableci-
mientos penales y de sus servicios
asistenciales promoviendo las mejoras
necesarias para lograr la readaptación
del condenado y el adecuado tratamien-
to del procesado y la efectiva coordi-
nación de la asistencia pospeniten-
ciaria.

14. Entender en los casos de indulto y con-
mutación de pena.

15. Entender en la conformación, inscrip-
ción y registro de los contratos consti-
tutivos de las sociedades, la auto-
rización del funcionamiento de las
asociaciones y fundaciones y su fisca-
lización.

16. Entender en la organización, dirección
y fiscalización de los registros de bie-
nes y derechos de las personas.

17. Entender en la organización, dirección
y fiscalización del registro de antece-
dentes judiciales de las personas y el
intercambio de la información respecti-
va en el territorio de la Nación.

18. Entender en la formalización de los ac-
tos notariales en que sea parte directa
o indirectamente el Estado nacional.

19. Entender en la determinación de la
política, en la elaboración de planes y
programas y en la representación del
Estado nacional ante los organismos in-
ternacionales en materia de derechos
humanos y la no discriminación de gru-
pos o personas.

20. Intervenir en los pedidos de extradición.
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21. Entender en la elaboración de proyec-
tos normativos tendientes al impulso de
métodos alternativos de solución de
controversias y en las acciones desti-
nadas a la organización, registro y fis-
calización.

22. Entender en la aplicación de los conve-
nios de asistencia y cooperación jurídi-
cas nacionales e intervenir en la de los
convenios internacionales de la misma
naturaleza.

23. Entender en los programas de lucha
contra la corrupción del sector público
nacional e intervenir como parte quere-
llante en los procesos en que se en-
cuentre afectado el patrimonio del Es-
tado nacional.

24. Entender en la compilación e informa-
ción sistematizada de la legislación na-
cional, provincial y extranjera, la juris-
prudencia y la doctrina.

Art. 4º – Las atribuciones conferidas al entonces
Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Hu-
manos por la normativa vigente a la fecha de dicta-
do del presente en materia de seguridad serán asu-
midas por el Ministerio del Interior, sin perjuicio de
las demás funciones que el Poder Ejecutivo nacio-
nal le atribuya.

Art. 5º – Sustitúyese el artículo 2º del Estatuto
de la Policía Federal –decreto ley 333 del 14 de ene-
ro de 1958–, el que quedará redactado de la siguien-
te manera:

Artículo 2º: Depende del Poder Ejecutivo na-
cional, por intermedio del Ministerio del Inte-
rior.

Art. 6º – Transfiérense la Gendarmería Nacional
y la Prefectura Naval Argentina del ámbito del en-
tonces Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos
Humanos a la órbita del Ministerio del Interior.

Art. 7º – Transfiérese la Caja de Retiros, Jubila-
ciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina,
organismo descentralizado del ámbito del entonces
Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Hu-
manos a la órbita del Ministerio del Interior.

Art. 8º – Las transferencias dispuestas por los
artículos 5º, 6º y 7º del presente comprenden sus
competencias, unidades organizativas con sus res-
pectivos cargos, nivel de funciones ejecutivas, do-
taciones de personal, patrimonio, bienes y créditos
presupuestarios, manteniendo el personal transfe-
rido sus respectivos niveles y grados de revista es-
calafonarios vigentes a la fecha de la presente me-
dida.

Art. 9º – El presente decreto entrará en vigencia
a partir de la fecha de su publicación en el Boletín
Oficial.

Art. 10. – Dese cuenta al Honorable Congreso de
la Nación.

Art. 11. – Comuníquese, publíquese, dese a la Di-
rección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Decreto 1.066

NÉSTOR C. KIRCHNER.

Alberto A. Fernández. – Aníbal D.
Fernández. – Carlos A. Tomada. –
Alicia M. Kirchner. – Ginés M.
González García. – José J. B. Pampuro.
– Roberto Lavagna. – Daniel F. Filmus.
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Mensaje del Poder Ejecutivo

Buenos Aires, 4 de abril de 2005.

Al Honorable Congreso de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabi-
lidad comunicando el dictado del decreto 267 del 4
de abril de 2005.

Dios guarde a vuestra honorabilidad.

Mensaje 268

NÉSTOR C. KIRCHNER.

Alberto A. Fernández. – Rafael A. Bielsa.

Buenos Aires, 4 de abril de 2005.

VISTO la Ley de Ministerios (texto ordenado por
decreto 438 del 12 de marzo de 1992), sus modifica-
torios y complementarios, y

CONSIDERANDO:

Que con el fin de perfeccionar el uso de los re-
cursos públicos incrementando la calidad de la ac-
ción estatal, corresponde efectuar un reordenamien-
to estratégico que permita concretar las metas
públicas diagramadas, así como racionalizar y tor-
nar más eficiente la gestión pública.

Que desde el año 1987, por delegación de la en-
tonces autoridad de Internet, esto es la Internet
Assigned Numbers Authority –IANA–, el Ministe-
rio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacio-
nal y Culto ha actuado como primera entidad con
conexión permanente a Internet, propiciando asi-
mismo el desarrollo local de la misma y brindando
desde esa fecha servicios de correo electrónico a
los distintos ámbitos del gobierno nacional y aca-
démico.

Que asimismo el rol principal del Ministerio de
Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Cul-
to abarca la administración del dominio de nivel su-
perior Argentina (.AR), sus servicios de registro, la
promoción del desarrollo de la infraestructura y tec-
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nología de Internet y la cooperación mutua con otras
entidades del Estado nacional, canalizándose este
esfuerzo a través de NIC-Argentina.

Que es necesario concentrar los recursos en el
ámbito del Ministerio de Relaciones Exteriores, Co-
mercio Internacional y Culto con el objeto de con-
cretar un reordenamiento de la actividad de referen-
cia, atento al permanente desarrollo del tema, que
permita mejorar la prestación del servicio y actuali-
zar las reglas de registración de nombres, velando
por la correcta aplicación de las mismas.

Que como consecuencia de los objetivos perse-
guidos por el gobierno, y en virtud de la experien-
cia acumulada por esa cartera, es aconsejable asig-
nar las competencias relativas a la administración
del dominio de nivel superior Argentina (.AR) y sus
servicios de registro al Ministerio de Relaciones Ex-
teriores, Comercio Internacional y Culto.

Que como consecuencia de dicha asignación, se
hace necesaria la actualización de las competencias
del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio
Internacional y Culto.

Que la imperiosa necesidad de efectuar la incor-
poración de la mencionada competencia configura
una circunstancia excepcional que hace imposible
seguir los trámites ordinarios previstos por la Cons-
titución Nacional para la sanción de las leyes.

Que el presente decreto se dicta en uso de las
facultades conferidas por el artículo 99, inciso 3, de
la Constitución Nacional.

Por ello,

El presidente de la Nación Argentina en acuerdo
general de ministros

DECRETA:

Artículo 1º – Sustitúyese el artículo 18 de la Ley
de Ministerios (texto ordenado por decreto 438 del
12 de marzo de 1992), sus modificatorios y comple-
mentarios, por el siguiente:

Artículo 18: Compete al Ministerio de Rela-
ciones Exteriores, Comercio Internacional y
Culto asistir al presidente de la Nación y al jefe
de Gabinete de Ministros, en orden a sus com-
petencias, en todo lo inherente a las relaciones
exteriores de la Nación y su representación ante
los gobiernos extranjeros, la Santa Sede y las en-
tidades internacionales en todos los campos del
accionar de la República, y en particular:

1. Entender en la determinación de los ob-
jetivos y políticas del área de su com-
petencia.

2. Ejecutar los planes, programas y pro-
yectos del área de su competencia ela-
borados conforme las directivas que im-
parta el Poder Ejecutivo nacional.

3. Entender, desde el punto de vista de la
política exterior, en todas las reuniones,

congresos y conferencias de carácter
internacional y en las misiones especia-
les ante los gobiernos extranjeros, or-
ganismos y entidades internacionales,
así como en las instrucciones que co-
rresponda impartir en cada caso, y su
ejecución.

4. Entender en las relaciones con el cuer-
po diplomático y consular extranjero y
con los representantes gubernamenta-
les, de organismos y entidades intergu-
bernamentales en la República.

5. Entender, desde el punto de vista de la
política exterior, en la elaboración, regis-
tro e interpretación de los tratados, pac-
tos, convenios, protocolos, acuerdos,
arreglos o cualquier otro instrumento de
naturaleza internacional, en todas las
etapas de la negociación, adopción, ad-
hesión, accesión y denuncia.

6. Entender, desde el punto de vista de la
política exterior, en todo lo inherente a
las actividades de las misiones especia-
les enviadas a la República por los go-
biernos extranjeros o por organismos o
entidades internacionales.

7. Entender en la protección y asistencia
de los ciudadanos e intereses de los ar-
gentinos en el exterior, así como forta-
lecer sus vínculos con la República.

8. Intervenir, en su área, en las decisiones
sobre el uso de la fuerza armada, en las
materias relacionadas con el estado de
guerra y su declaración, en la solución
de las controversias internacionales, los
ajustes de paz, la aplicación de sancio-
nes decididas por organismos interna-
cionales competentes y otros actos con-
templados por el derecho internacional.

9. Entender en la política vinculada con las
operaciones de mantenimiento de la paz
en el ámbito de las organizaciones in-
ternacionales y como resultado de com-
promisos bilaterales adquiridos por la
República, e intervenir en su ejecución.

10. Entender en la política de desarme, se-
guridad y antiterrorismo internacional.

11. Entender en la introducción y tránsito
de fuerzas extranjeras por el territorio de
la República y la salida de fuerzas na-
cionales.

12. Entender, desde el punto de vista de la
política exterior, en las materias referi-
das a la no proliferación de tecnologías
sensitivas vinculadas a las armas de
destrucción en masa e intervenir en el
control de exportaciones sensitivas y
material bélico.
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13. Entender, desde el punto de vista de la
política exterior, en la tramitación de los
tratados de arreglos concernientes a los
límites internacionales y en el registro
y difusión de los mapas oficiales de los
límites de la República.

14. Entender en la tramitación de rogatorias
judiciales, pedidos de extradición y en
los asuntos relativos a la asistencia ju-
dicial internacional.

15. Entender en la concesión del derecho
de asilo y el otorgamiento de la condi-
ción de refugiado.

16. Entender en la promoción y difusión de
la imagen de la República en el exterior,
coordinando previamente con los orga-
nismos que correspondan.

17. Entender, en los aspectos políticos y
económicos internacionales, en la for-
mulación y conducción de los procesos
de integración de los que participa la
República, así como también en el esta-
blecimiento y conducción de los órga-
nos comunitarios surgidos de dichos
procesos y en todo lo relativo a su con-
vergencia futura con otros procesos de
integración.

18. Entender, desde el punto de vista de la
política exterior y en coordinación con
los organismos nacionales, provinciales
y regionales de enlace, en el desarrollo
de los procesos de integración física
con los países limítrofes.

19. Entender en la ejecución de la política
comercial en el exterior, incluyendo la
promoción y las negociaciones interna-
cionales de naturaleza económica y co-
mercial, así como en la conducción del
servicio económico y comercial exterior
e intervenir en la formulación, definición
y contenidos de la política comercial en
el exterior.

20. Entender en las relaciones con los or-
ganismos económicos y comerciales in-
ternacionales.

21. Entender en la promoción, organización
y participación en exposiciones, ferias,
concursos, muestras y misiones de ca-
rácter económico, oficiales y privadas,
en el exterior, atendiendo a las orienta-
ciones de política económica global y
sectorial que se definan.

22. Entender en las políticas y determina-
ción de acciones de asistencia humani-
taria internacional, ayuda de emergen-
cia y rehabilitación para el desarrollo a
nivel internacional, su implementación,
financiación y ejecución, en coordina-

ción con los organismos competentes
del sistema de las Naciones Unidas y
otros organismos internacionales.

23. Entender en todo lo relacionado con las
representaciones permanentes o transi-
torias de la República en el exterior.

24. Entender en la organización del Servi-
cio Exterior de la Nación y en el ingre-
so, capacitación, promoción y propues-
tas de ascensos de sus integrantes que
se realicen al Honorable Congreso de
la Nación.

25. Entender en la legalización de documen-
tos para y del exterior.

26. Entender en la publicación del texto ofi-
cial de los tratados y demás acuerdos
internacionales concluidos por la Na-
ción.

27. Entender, desde el punto de vista de la
política exterior, en la negociación de la
cooperación internacional en los ámbi-
tos educativos, cultural, ambiental, eco-
nómico, social, científico, técnico, tec-
nológico, nuclear, espacial, laboral y
jurídico, en coordinación con los res-
pectivos ministerios y con los demás
organismos nacionales que tengan com-
petencia en alguno de dichos ámbitos.

28. Intervenir, desde el punto de vista de
la política exterior, en la elaboración y
ejecución de la política de migración e
inmigración en el plano internacional y
en lo relacionado con la nacionalidad,
derechos y obligaciones de los extran-
jeros y su asimilación e integración con
la comunidad nacional.

29. Entender en las negociaciones interna-
cionales y participar, desde el punto de
vista de las relaciones exteriores, en la
formulación y ejecución de las políticas
sobre protección del medio ambiente y
de la preservación del territorio terres-
tre y marítimo argentino y sus áreas ad-
yacentes, así como del espacio aéreo.

30. Entender, desde el punto de vista de la
política exterior, en todo lo relativo a la
prevención y sanción de delitos inter-
nacionales.

31. Entender en las negociaciones interna-
cionales e intervenir en la formulación
de políticas que conduzcan a conve-
nios bilaterales y multilaterales de co-
operación internacional en materia de
lucha contra el tráfico ilícito de estupe-
facientes y sustancias psicotrópicas.

32. Entender en el reconocimiento de Esta-
dos, gobiernos y situaciones internacio-
nales.
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33. Entender en la aplicación del derecho
humanitario internacional en coopera-
ción con los organismos especializados
de Naciones Unidas, con la Cruz Roja
Internacional, así como también en la
formulación y ejecución del programa in-
ternacional denominado Cascos Blancos.

34. Participar en la formulación de políticas,
elaboración de planes y programas y en
la representación del Estado nacional
ante los organismos internacionales en
materia de derechos humanos y en
aquellos relativos a la condición y si-
tuación de la mujer e intervenir en la re-
forma de la legislación nacional en di-
chas materias.

35. Intervenir en todos los actos del Poder
Ejecutivo nacional que tengan conexión
con la política exterior de la Nación o
se vinculen con los compromisos asu-
midos por la República.

36. Entender en la planificación y dirección
de la política antártica, así como tam-
bién en la implementación de los com-
promisos internacionales, e intervenir
en la ejecución de la actividad antártica.

37. Entender en las relaciones del gobier-
no con la Iglesia Católica, Apostólica y
Romana, en la centralización de las ges-
tiones que ante la autoridad pública
hicieren la Iglesia, personas y entidades
del culto y en las acciones correspon-
dientes al otorgamiento de credenciales
eclesiásticas.

38. Entender en las relaciones con todas las
organizaciones religiosas que funcionen
en el país para garantizar el libre ejercicio
del culto y en el registro de las mismas.

39. Intervenir en la elaboración de las polí-
ticas para el desarrollo de áreas y zo-
nas de frontera y entender en su ejecu-
ción en el área de su competencia.

40. Entender, en su carácter de administra-
dor del dominio de nivel superior Ar-
gentina (.AR), en el procedimiento de
registro de nombres de dominio Web de
las personas físicas y jurídicas, como
así también ejecutar los planes, progra-
mas y proyectos relativos al tema, in-
terviniendo en los procesos de nego-
ciación y conclusión de acuerdos y
otros instrumentos de carácter interna-
cional, y propiciando las medidas nece-
sarias tendientes a lograr armonizar las
disposiciones generales y globales que
regulan la registración de los nombres
de dominio en la República con el dere-
cho interno.

Art. 2º – El presente decreto entrará en vigencia
a partir de su publicación en el Boletín Oficial.

Art. 3º – Dese cuenta al Honorable Congreso de
la Nación.

Art. 4º – Comuníquese, publíquese, dese a la Di-
rección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Decreto 267

NÉSTOR C. KIRCHNER.

Alberto A. Fernández. – Aníbal D.
Fernández. – José J. B. Pampuro. –
Rafael A. Bielsa. – Roberto Lavagna. –
Alicia M. Kirchner. – Ginés González
García. – Carlos A. Tomada. – Horacio
D. Rosatti. – Daniel F. Filmus. – Julio
M. De Vido.


